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S U M A R I O  
Se abre la sesión a las cuatro de la tarde. 
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Del Grupo Parlamentario Vasco (PNV), sobre 
modificación del artículo 34.b) de la Ley de 
Conservación de los Espacios Protegidos 
y de la flora y fauna silvestres . . . . . . . .  

El señor Vallejo de Olejua defiende la proposición del 
Grupo Parlamentario Vasco (PNV), solicitando la mo- 
dificación del artículo 34.b) de la Ley 41989, que pro- 
híbe la caza durante su trayecto de regreso hacia los 
lugares de cría de los espacios migratorios, prohibi- 
ción que es de obligado cumplimiento para todas las 
comunidades autónomas por su carácter de legisla- 
ción básica estatal. 

Recuerda la directiva 79/409, de la Comunidad Econó- 
mica Europea, que en  su artículo 9 autoriza a los Es- 
tados miembros introducir excepciones a esa 
prohibición, permitiendo, en  condiciones estrictamen- 
te controladas y de un modo selectivo, la captura, la 
retención o cualquier otra explotación de determina- 
das aves en  pequeñas cantidades. E n  este sentido, re- 
salta que la caza de la paloma e n  contrapasa es una 
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actividad sumamente arraigada en  determinadas zo- 
nas del País Vasco, y también en otras zonas de la Pe- 
nínsula, constituyendo una de las escasas ocasiones 
de poder cazar por ciertos colectivos de cazadores que 
no tienen otra posibilidad de acceso a recursos cine- 
géticos de importancia. 

E n  base a lo expuesto, reitera la petición de que se mo- 
difique el citado artículo 34.b) de la Ley 41989, dán- 
dole la redacción a que da lectura. 

Para fijación de posiciones intervienen la señora Gar- 
mendia Galbete, del Grupo Mixto, y los señores 
Martínez-Campillo García, del Grupo del CDS; Caba- 
llero Castillo, del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya; Ferrer i Profitos, del Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió), y Martínez Sieso, del Grupo Po- 
pular, y la señora Pelayo Duque, del Grupo Socialista. 

Sometida a votación, se rechaza la proposición de ley 
por 90 votos a favor y 157 e n  contra. 
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El señor Camacho Zancada defiende la proposición del 
Grupo Popular, considerando que puede introducir 
orden en u n  sector bastante desordenado y que se ri- 
ge por un sistema legal preconstitucional y precomu- 
nitario. Ocurre además algo sorprendente, y es que si 
antes sólo había u n  sector público del Estado, a par- 
tir de la publicación de la Constitución hay también 
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un sector público de las comunidades autónomas y 
un sector público de los ayuntamientos. S in  embar- 
go, e n  vez de una regulación moderna del sector pú-  
blico para todo el Estado, no hay más que leyes de 
hace treinta o cuarenta años. Sucede también que no 
se trata sólo de un desarrollo necesario de la Consti- 
tución sino también de una adaptación de las normas 
comunitarias, puesto que en  este momento estamos 
infringiendo los artículos 3 f )  y 85.1 del Tratado de 
constitución de la Comunidad Económica, que pro- 
mulgan el principio de libertad de empresa y de Ii- 
bre competencia y la ausencia de monopolios y de 
ayudas públicas a las empresas para no falsear la com- 
petencia. 

E n  estas circunstancias, el Grupo Popular pretende de- 
sarrollar el artículo 128.2 de la Constitución, estable- 
ciendo una norma marco que ordene de manera 
armónica los principios constitucionales de libertad 
de empresa e n  el ámbito de la economía de mercado 
que recoge el artículo 38 de la Constitución, así co- 
mo el principio de libre competencia y los principios 
programáticos del Tratado de Roma. Nos encontra- 
mos en  la actualidad con unas leyes que tienen un sec- 
torpúblico disperso y, como consecuencia de ello, se 
están produciendo no sólo fraudes de ley sino verda- 
deras circunstancias anormales y procesos de priva- 
tización plagados de irregularidades. El Grupo 
Popular considera que hay que imprimir orden e n  to- 
d o  este proceso para no encontrarnos con una verda- 
dera debacle en  el sector público estatal, como vamos 
a sufrirla en  los sectores públicos autonómico y lo- 
cal, y, a este efecto, somete a la decisión de la Cárna- 
ra la proposición de ley que ahora defiende y cuyas 
líneas fundamentales expone. 

E n  turno e n  contra interviene el señor Gracia Plaza, e n  
nombre del Grupo Socialista, manifestando que la 
proposición que se les hace es coherente con las ideas 
del Grupo conservador. Está articulada desde la co- 
herencia de esas ideas, pero entra e n  colisión con las 
tesis que sostiene el Grupo Socialista, lo que le lleva 
a hacer uso de este turno e n  contra en  lugar de la fi- 
jación de posiciones. Reconoce que el tema plantea- 
d o  es  complejo desde todos los puntos de vista y ha 
exigido un estudio intenso y serio, pero la forma con- 
creta en  que están redactadas las soluciones a los pro- 
blemas que la proposición de ley intenta resolver es, 
cuando menos, m u y  discutible y entiende, personal- 
mente, que no m u y  afortunada. 

Resulta evidente que exigir una ley o cuando menos un 
decreto para la creación de cada empresa pública no 
es un requisito que actualice y ayude a la eficacia de 
un sistema, al igual que exigir controles extraordina- 
rios m u y  por encima de los normales e n  la actividad 
privada empeora la profesionalidad y da ventajas a 
los competidores privados y a los propios competido- 
res públicos dependientes de otros Estados. De la mis- 
m a  forma, realizar desde este Parlamento funciones 
propias de los gestores directos no sólo dificulta el fun- 
cionamiento del sector público empresarial sino que 

es algo que sólo se puede sostener desde la descon- 
fianza sistemática hacia el Gobierno, sea del color que 
sea, e n  un planteamiento propio de quien no confía 
en  ser Gobierno ni a corto ni a medio plazo y confie- 
sa implícitamente que no sabe hacer oposición con 
los instrumentos parlamentarios de los que dispone. 

Añade el señor Gracia que la proposición del Grupo Po- 
pular no resuelve ninguno de los problemas que hoy 
tiene planteados el sector público empresarial y, por 
el contrario, genera algunos nuevos al basarse en  cier- 
tos principios que son contradictorios con la buena 
dirección en  la búsqueda de soluciones, dando lugar, 
además, a algunas complicaciones innecesarias y per- 
judiciales para la buena marcha de las empresas pú-  
blicas y de cualquier tipo de empresa. 

Si, por  otra parte, resulta que no existe e n  la Comuni- 
dad Económica Europea ni e n  la OCDE ninguna ley 
que se parezca a la que e n  estos momentos están tra- 
tando, se comprenderá perfectamente que el Grupo 
Socialista mantenga una posición contraria respecto 
a la proposición objeto de debate. 

Replica el señor Camacho Zancada, duplicando el se- 
ñor Gracia Plaza. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores Re- 
bollo Alvarez-Amandi, del Grupo del CDS; Martínez 
Blasco, del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya, y Carrera i Comes, del Grupo Catalán 
(Convegkncia i Unió). 

Sometida a votación, se rechaza la proposición debati- 
da por 85 votos a favor, 160 e n  contra y ocho absten- 
ciones. 
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E n  nombre del Grupo Popular defiende la proposición 
no de ley el señor Ollero Tassara, señalando que ha- 
ce ya ocho años que se promulgó la Ley de Reforma 
Universitaria, de un modo un tanto precipitado, pre- 
tendiendo al parecer una demolición apresurada de 
las estructuras existentes para construir un nuevo edi- 
ficio, lo que es perfectamente legítimo y especialmente 
e n  aquella coyuntura de cambio político. Sin embar- 
go, al cabo del tiempo no se observa que se hayan 
corregido los defectos obvios existentes en la Univer- 
sidad en aquel entonces y, por el contrario, se ha con- 
seguido que surjan problemas inéditos. Por otra parte, 
transcurridos ocho años desde su aprobación, la Ley 
parece marchar un tanto a la deriva, ya que ni el pro- 
pio Gobierno está muy satisfecho de su funciona- 
miento. E n  cambio, aquellos aspectos positivos que 
contiene la Ley y que sí han alabado no llegan a po- 
nerse en  práctica. 

Por consiguiente, cree que a estas alturas a nadie se le 
ocurre someter a discusión si la Ley de Reforma Uni- 
versitaria era una buena o una mala ley porque poco 
queda de ella. Lo que hoy se intenta es evitar al me- 
nos algunos de los aspectos negativos que ha contri- 
buido a generar. A este fin se dirige la proposición que 
ahora defiende, con la pretensión de que el Gobierno 
envíe a la Cámara u n  proyecto para que se reforme 
la Ley. Si  no fuese así, el Grupo Popular traerá una 
proposición, anunciando que hace ya tres meses que 
dispone de un borrador articulado al efecto que está 
circulando por las universidades y los sectores socia- 
les interesados al objeto de que presenten las sugeren- 
cias pertinentes. 

Para fijación de posiciones intervienen la señora Mendi- 
zsibal Gorostiaga, del Grupo Mixto; los señores Souto 
Paz, del Grupo del CDS y Garzón Garzón, del Grupo 
Izquierda Unidad-Iniciativa per Catalunya; la señora 
Cuenca i Valero, del Grupo Catalán (Convergencia i 
Unió), y el señor Lazo Díaz, del Grupo Socialista. 

Sometida a votación, se rechaza la proposición debati- 
da por 86 votos a favor, 148 en  contra y 20 absten- 
ciones. 
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E n  representación del Grupo del CDS defiende la pro- 
posición no de ley el señor Martínez-Campillo Gar- 
cía, apuntando u n  conjunto de medidas concretas que 
permitan el abaratamiento del coste de las viviendas. 
Se trata de una aportación más de su Grupo a las me- 
didas que se están estudiando de cara al próximo Plan 
de Viviendas 199.24995. Pretenden e n  este momento 
abrir una discusión sobre la vivienda y su entorno im- 
positivo y administrativo, con el propósito de corre- 
gir o modificar situaciones que dependen de la 
intervención pública y de cuyo resultado dependerá, 

a su vez, el posible abaratamiento del coste de las vi- 
viendas. Expone algunas consideraciones en  torno al 
coste final de las viviendas y la repercuiión que en  
el mismo tiene el precio del suelo, proponiendo, de 
cara al abaratamiento de aquéllas, la aplicación del 
IVA tipo cero para las primeras transmisiones de vi- 
viendas de carácter protegido, e igualmente la exen- 
ción o bonificación de las tasas municipales, como 
ha sucedido tradicionalmente. Asimismo proponen la 
adopción de medidas legislativas encaminadas a co- 
rregir la tardanza administrativa en  la concesión de 
licencias y, por último, exonerar a los promotores pú- 
blicos y privados que inicien una promoción de vi- 
viendas protegidas de las cesiones de dotaciones 
obligatorias para equipamientos públicos, zonas ver- 
des, etcétera. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores Oli- 
ver Chirivella, del Grupo Mixto; Martínez Blasco, del 
Grupo de Izquierda Unidad-Iniciativa per Catalunya; 
Sedo i Marsal, del Grupo Catalán (Convergencia i 
Unió); Gómez Darmendrail, del Grupo Popular, y Cue- 
vas Delgado, del Grupo Socialista. 

Sometida a votación, es rechazada la proposición del 
Grupo del CDS. 
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El señor De Zárate y Peraza de Ayala defiende la mo- 
ción formulada por el Grupo del CDS, consecuencia 
de la interpelación debatida el pasado día 27 de no- 
viembre. Precisamente los puntos esenciales puestos 
de manifiesto e n  aquel debate son recogidos en  los 
siete apartados que integran la moción y que el Gru- 
p o  del CDS considera prioritarios para afrontar una 
reforma efectiva, muy necesaria y durante mucho 
tiempo demandada en  esta Cámara, para conseguir 
una Administración pública que responda a los prin- 
cipios constitucionales, es decir, que sea una repre- 
sentación real del Estado de Derecho en  garantía de 
los servicios públicos y dirigidos a la satisfacción de 
los intereses generales. 

Expone a continuación el contenido de cada uno de los 
siete apartados de la moción, que pretenden la remi- 
sión a la Cámara de un proyecto de ley regulador del 
régimen jurídico de las Administraciones públicas, la 
promulgación de una nueva ley de expropiación for- 
zosa, el desarrollo en  bloque del artículo 105 de la 
Constitución, el desarrollo también de las peculiari- 
dades de los colegios profesionales, la regulación de 
la Administración institucional, que se cumpla la Ley 
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de Planta creando los Juzgados de lo Contencioso- 
administrativo y la reforma del Instituto Nacional de 
la Administración Pública. 

El señor Baltasar Albesa defiende las enmiendas pre- 
sentadas por el Grupo Izquierda Unida-Iniciativa per 
Cata 1 unya. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores Bal- 
tá i Llopart, del Grupo Catalán (Convergencia i Unió); 
NÚñez pérez, de¿ Grupo Popular, y Lloret Llorens, del 
Grupo Socialista. 

Sometida a votación, se rechaza la moción del Grupo 
del CDS por 101 votos a favor, 149 en contra y una abs- 
tención. 

Página 

Del Grupo Parlamentario de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Cataiunya, sobre me- 
didas de política económica, industrial y 
de infraestructuras que piensa desarrollar 
el Gobierno en las Comunidades Autóno- 
mas de la cornisa cantábrica (Euskadi, 
Cantabria, Asturias y Galicia) ante la gra- 
ve situación de crisis que atraviesan . . . 7647 

El señor Martínez Blasco defiende la moción del Gru- 
p o  de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, recor- 
dando que en el debate del pasado 27 de noviembre 
se puso de manifiesto la coincidencia sustancial, in- 
cluso por parte del Gobierno, en cuanto al diagnósti- 
co de la situación en la cornisa cantábrica, su 
situación industrial, su déficit de infraestructuras, et- 
cétera. Donde ya no se produjo el acuerdo fue en cuan- 
to a las medidas a proponer, dando la impresión el 
Gobierno de que estaba satisfecho con los instrumen- 
tos de intervención previstos en nuestra legislación, 
con los fondos de desarrollo y los planes de infraes- 
tructuras. Mientras, los grupos parlamentarios insis- 
tieron en que eso era insuficiente y había fracasado 
hasta el momento. 

A través de la moción que en este momento defiende, 
su Grupo no intenta resolver todos los problemas que 
tiene la cornisa cantábrica, sino aquellos que resul- 
taron cuello de botella para el desarrollo de esas co- 
munidades autónomas, en su desarrollo industrial y 
de infraestructuras, así como pesquero y ganadero. 

El señor Carreño Rodríguez-Maribona defiende la en- 
mienda presentada por el Grupo Popular. 

Para fijación de posiciones intervienen las señoras Men- 
dizábal Gorostiaga y Larrañaga Galdós, del Grupo 
Mixto, y los señores Ansotegui Aranguren, del Grupo 
Vasco (PNV); Rebollo Alvarez-Amandi, del Grupo del 
CDS; Sedó i Marsal, del Grupo Catalán (Convergen- 
cia i Unió), y García-Arreciado Batanero, del Grupo 
Socialista. 

Sometida a votación, se rechaza la moción debatida por 
95 votos a favor, 144 en contra y una abstención. 
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El señor García-Margallo y Marfil defiende la moción 
del Grupo Popular. En defensa de las enmiendaspre- 
sentadas, intervienen los señores Baltasar Albesa, del 
Grupo Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya y Re- 
bollo Alvarez-Amandi, del Grupo del CDS. 

Para fijación de posiciones hacen uso de la palabra los 
señores Oliver Chirivella, del Grupo Mixto, Ansote- 
gui Aranguren, del Grupo Vasco (PNV), Carrera i Co- 
mes, del Grupo Catalán, Convergencia i Unió, y señora 
De Juan Millet, del Grupo Socialista. 

Sometida a votación, se rechaza la moción debatida por 
72 votos a favoc 142 en contra y una abstención. 

Se suspende la sesión a las once y veinte minutos de la 
noche. 
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Se abre la sesión a las cuatro de la tarde. 

TOMA EN CONSIDERACION DE PROPOSICIONES 
DE LEY: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO VASCO (PNV), SO- 
BRE MODIFICACION DEL ARTICULO 34.b) DE LA 

TEGIDOS Y DE LA FLORA Y FAUNA SILVESTRES 
(Número de expediente 1221000073) 

LEY DE CONSERVACION DE U)S ESPACIOS PRO- 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Seño- 
rías, se abre la sesión. 

Punto primero del orden del día: Toma en considera- 
ción de proposiciones de ley. Proposición de ley del Gru- 
po Parlamentario Vasco (PNV), sobre modificación del 
artículo 34.b) de la Ley de Conservación de los Espa- 
cios Protegidos y de la Flora y Fauna Silvestres. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor Vallejo. 

El señor VALLEJO DE OLEJUA Señor Presidente, 
señorías, accedo a esta tribuna para defender, en nom- 
bre del Grupo Parlamentario Vasco (PNV), la proposi- 
ción de ley que en su día presentamos y que hace 
referencia a la modificación del artículo 34.b) de la Ley 
411989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espa- 
cios Protegidos y de la Flora y Fauna Silvestres. 

El artículo 34 b) antes citado establece, trasponien- 
do a nuestra ordenación jurídica la directiva 791409, de 
la Comunidad Económica Europea, relativa a la con- 
servación de las aves silvestres, la prohibición de la ca- 
za, durante su trayecto de regreso hasta los lugares de 
cría, de las especies migratorias. En la actualidad esta 
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prohibición es de obligado cumplimiento para todas las 
comunidades autónomas que, por su carácter de legis- 
lación básica estatal, no pueda ser modificada, en prin- 
cipio, por las propias de aquellas que puedieran dictar 
al amparo de sus competencias exclusivas en materia 
de caza. 

La directiva 79/409 de la Comunidad, en su artículo 
74, establece, que cuando se trate de especies migrato- 
rias velarán en particular por las especies a las que se 
aplica la legislación de caza, no serán cazadas durante 
su período de reproducción ni durante su trayecto de 
regreso hacia su lugar de nidificación y los Estados 
miembros transmitirán a la Comisión toda la informa- 
ción oportuna a la aplicación práctica de su legislación 
de caza. 

Hay que tener en cuenta que el artículo 9.” permite 
a los Estados miembros introducir excepciones a dicha 
prohibición si hubiere otra solución satisfactoria, por 
el motivo que señala, entre otros, en el apartado c), pa- 
ra permitir en condiciones estrictamente controladas 
y de un modo selectivo la captura, la retención o cual- 
quier otra explotación prudente de determinadas aves 
en pequeñas cantidades. 

Por otra parte, el estudio de diagnosis y ordenación 
cinegética y de pesca continental en el ámbito territo- 
rial de la Comunidad Autónoma del País Vasco, estu- 
dio realizado por la Sociedad de Investigación de 
Recursos Naturales (SIRSA), por encargo del Departa- 
mento de Agricultura y Pesca del Gobierno Vasco, se- 
ñalaba entre otras consideraciones que, atendiendo a 
valoraciones técnicas pensamos que con el debido con- 
trol de capturas y una regulación meticulosa de la ac- 
tividad caza en régimen de contrapasa, pudiera 
justificarse la consecución de esta práctica cinegética 
tradicional sin poner en peligro la tendencia al aumento 
observado en la población palomera emigrante. 

Como última condición, queremos señalar que la ca- 
za de la paloma en contrapasa es una actividad suma- 
mente arraigada en determinadas zonas del País Vasco 
y Navarra, y no sólo allí, sino en ciertas zonas de la pe- 
nínsula, en lugares establecidos al efecto con arreglo 
a las normas tradicionales y sometidas a control efec- 
tivo de las administraciones, constituyendo una de las 
escasas ocasiones de poder cazar para ciertos colecti- 
vos de cazadores que no tienen otra posibilidad de ac- 
ceso a recursos cinegéticos de importancia. Esta 
práctica cinegética, señorías, es mantenida en otros Es- 
tados comunitarios, como en la vecina Francia, con in- 
cidencia inapreciable en el mantenimiento de las 
especies, lo que acentúa, naturalmente, el creciente des- 
contento de numerosos colectivos de cazadores afecta- 
dos en nuestro país. 

Por todo ello, se propone modificar el artículo 34.b) 
de la Ley 411989, de 27 de marzo, que quedaría redacta- 
do de la forma siguiente: Apartado b). Queda igualmen- 
te prohibido, con carácter general, el ejercicio de la caza 
durante las épocas de celo, reproducción y crianza. 
También queda prohibida la caza durante su trayecto 
de regreso hasta los lugares de cría, en el caso de las 

especies migratorias. Pueden estableceerse excepciones 
a esta prohibición con arreglo a lo dispuesto en el artí- 
culo 9.0 de la directiva 79/409, de la Comunidad Eco- 
nómica Europea, de 2 de abril de 1979. 

Queremos hacer notar que la disposición adicional 
tercera de la Ley 4/1989, de conservación de espacios 
naturales protegidos, dispone que lo establecido en su 
articulado se entiende sin perjuicio de la aplicación di- 
recta de otras leyes estatales específicas. (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Un 

Señorías, por favor, silencio. 
Puede continuar. 

momento. 

El señor VALLEJO DE OLEJUA Seguimos hablan- 
do de la contrapasa, señorías. 

Quiero hacerles notar, como decía, que el articulado 
de la Ley dice que se entiende todo lo señalado sin per- 
juicio de la aplicación directa de otras leyes estatales 
específicas reguladoras de determinados recursos na- 
turales, respecto de las que esta Ley se aplicará suple- 
toriamente. Semejante texto, señorías, se complementa 
con lo ordenado en la disposición derogatoria. Esto es, 
que de la Ley de Caza de 1970 sólo queda derogado el 
artículo 36. En definitiva, por ser la ley de 1970 una ley 
estatal específica, reguladora de la caza, y porque de 
su articulado sólo está derogado el artículo 36, hemos 
de concluir que la Ley 411989, de 27 de marzo, no es de 
aplicación en tanto regule la acción de cazar especies 
no protegidas cazables, como es la de la paloma. 

Desde la óptica de la propia Ley 411989, no obstante 
la prohibición del apartado b) del artículo 34 
-prohibición de cazar en los trayectos de regreso a los 
lugares de cría-, hay que señalar que se formula a tí- 
tulo general. Dice «con carácter general,,, dando a en- 
tender así que cabe levantar la prohibición en supuestos 
concretos y particulares. Así lo han interpretado deter- 
minadas comunidades autónomas al autorizar la caza 
en época de celo o de berrea del ciervo, prohibición que 
se contempla exactamente en el mismo precepto que 
la de las aves migratorias. Tanto el problema de la be- 
rrea del ciervo, como el de la contrapasa de la paloma, 
se contemplan en el apartado b) del artículo 34, sin que 
el ICONA, hasta ahora, haya instado recurso alguno con- 
tra tal autorización. Por tanto, entendemos, señorías, 
que prohibir la caza de la paloma en su trayecto de re- 
greso hacia sus lugares de cría y autorizar la berrea pa- 
rece un notable agravio comparativo y, desde luego, es 
interpretar la ley interesadamente, es decir, de distin- 
ta manera para supuestos iguales, lo cual no parece 
posible a la vista de los artículos 14 y 139 de la Consti- 
tución. 

De todo ello, pues, parece desprenderse que la caza 
de palomas en la llamada contrapasa queda sometida 
a los preceptos de la Ley de Caza de 1970. Esta ley, en 
su artículo 23.4, ordena que, de acuerdo con los usos 
y constumbres locales, se dictarán las disposiciones 
precisas para reglamentar la caza de palomas en los pa- 
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sos tradicionales, practicándose la caza de la paloma 
en la contrapasa y en pasos tradicionales, como señala 
la obligación de las comunidades autónomas, de acuer- 
do con la Ley de Caza, que es establecer un reglamento 
acorde con el tipo de caza y con el necesario manteni- 
miento de la especie. 

No obstante, aparentemente, la caza de la paloma en 
estas condiciones chocaría en principio con el aparta- 
do del artículo 9.1 de la directiva, que ordena que los 
Estados miembros podrán introducir excepciones, en- 
tre otros en el artículo 7?, para remitir, en condiciones 
estrictamente controladas, de un modo selectivo, a la 
captura y cualquier otra explotación prudente de de- 
terminadas aves en pequeñas cantidades. Sin duda al- 
guna, la caza de la paloma es la captura o explotación 
de determinadas aves, como señala, y que se haga pru- 
dente en aquellas cantidades es algo que ha de depen- 
der exclusiva y precisamente de la correspondiente 
reglamentación que hemos señalado anteriormente. 

Para terminar, señorías, quiero señalar las razones 
que esgrime Adecap (Asociación para la Defensa del Ca- 
zador y Pescador), uno de los colectivos que se han ma- 
nifestado reiteradamente en el País Vasco con relación 
a este tema. Como ustedes saben, más de diez mil per- 
sonas se han manifestado por las calles de nuestra Co- 
munidad Autónoma y de Navarra para defender la 
postura que planteamos. 

Hay numerosos colectivos que han publicado en los 
medios de comunicación sus peticiones y se han mani- 
festado incluso en la calle, civilizadamente como es na- 
tural. Señala Adecap que tradicional e históricamente 
la caza de la paloma, durante los meses de febrero y 
marzo y en los pasos habituales de los territorios his- 
tóricos de Vizcaya y Guipúzcoa, es una tradición con 
largos años de uso. 

También señala la creciente progresión de la paloma 
torcaz, hasta el punto de que se puede considerar -y 
se considera- como una plaga en ciertas comunida- 
des del Estado y norte de Africa, así como la escasa in- 
cidencia de las capturas durante el período habilitado, 
que puede afectar a la conservación de la especie. Se- 
ñala también Adecap que durante el período de pasa, 
por ejemplo en un parque natural como el de Urquio- 
la, con 20 puestos, no supera el cupo de las 60. Se indi- 
ca la existencia contrastable de supuestos análogos de 
prórroga en períodos de caza en otras comunidades y 
circunstancias menos proclives como en Extremadura, 
Burgos, Tarragona, etcétera. 

Hace constar la permisivilidad existente en Francia 
y sur de España respecto a la modalidad de caza que 
se solicita, y hemos hecho énfasis en este tema porque 
creemos que es fundamental para que no existan agra- 
vios comparativos y que estos colectivos se sientan jus- 
tificadamente apoyados. También señala la 
sensibilización popular al respecto, sensibilización 
acentuada por la carencia de otras alternativas cinegé- 
ticas en la Comunidad Autónoma del País Vasco. Aña- 
de que la caza se llevaría a cabo en puestos fijos a los 
que el cazador accedería con la escopeta enfundada, 

procediéndose al sorteo de los mismos, según costum- 
bre del lugar, donde sean ubicados, etcétera. 

Por todo ello, señorías, presentamos nuestra propo- 
sición de ley que entendemos será comprendida y apo- 
yada por todos ustedes. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

¿Turno en contra? (Pausa.) 
¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra la señora Gar- 

cias, señor Vallejo. 

mendia. 

La señora GARMENDIA GALBETE Señor Presiden- 
te, muy brevemente y desde el escaño, para anunciar 
el apoyo de Euskadiko Ezkerra a esta propuesta del Par- 
tido Nacionalista Vasco desde la conformidad con la 
directiva 79/409 de la Comunidad Económica Europea, 
relativa a la conservación de las aves silvestres. 

Pensamos que en dicha directiva se establece la po- 
sibilidad de ciertas excepciones al régimen de prohibi- 
ción. Sin embargo, consideramos que en la Ley de 
Conservación de los Espacios Protegidos y de la Flora 
y Fauna Silvestres se establece un régimen de prohibi- 
ción mucho más estricto que en dicha directiva comu- 
nitaria que, en concreto en el caso de la Comunidad 
Autónoma Vasca, afecta a una modalidad de caza a la 
que se ha referido ya el señor proponente en repetidas 
ocasiones. 

Creemos, por lo tanto, y siendo respetuoso con los fi- 
nes establecidos en la directiva comunitaria, que sería 
conveniente posibilitar un sistema de excepcionalidad 
y por ello vamos a apoyar la propuesta del Partido Na- 
cionalista Vasco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor 
cias, señora Garmendia. 

Mart ínez-Campillo. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA Gracias, 
señor Presidente. 

Estimando los argumentos utilizados por el portavoz 
del Partido Nacionalista Vasco, pero no compartiéndo- 
los en absoluto, quiero señalar, señor Presidente, que 
nos parece una proposición de ley inoportuna, impro- 
cedente e impropia de un Grupo que tenga la más mí- 
nima sensibilidad hacia la naturaleza. 

El objeto de la directiva es preservar los niveles de 
población de aves, tanto si son cinegéticas como si no 
lo son. En el caso presente, afectaría especialmente a 
la paloma torcaz, a la codorniz y a la tórtola. Todas las 
personas que conocen bien la naturaleza -incluidos los 
cazadores-, señor Presidente, saben que está disminu- 
yendo la población de estas aves cinegéticas. Esto ha 
llevado a declaraciones excesivamente radicales por 
parte de algunos grupos ecologistas que deseaban la 
prohibición absoluta de la caza de estas aves, y también 
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de algunos grupos de cazadores que pretenden que es- 
te Parlamento apruebe algo así como un salvoconduc- 
to para eliminar estas especies. 

Cuando disminuye una población de aves lo que sue- 
le solicitarse es una moratoria para estudiar las razo- 
nes y causas por las cuales desaparecen y para atajarlas 
pero en modo alguno se puede pedir la prohibición ab- 
soluta o la permisividad absoluta, como pretende esta 
proposición de ley. Es conocido que estas aves regre- 
san en el mes de abril procedentes del sur del Sáhara 
y suelen marchar durante el invierno. La cría se pro- 
duce en Europa, en España también, y cuando se mar- 
chan, después de la crianza, hacia Africa, se permite 
la caza, siendo el impacto mínimo porque se produce 
dentro de una cadena de impactos. Hay aves que mue- 
ren exhaustas por el trayecto, así como por otra serie 
de accidentes físicos; la caza también supone un im- 
pacto, digamos que tolerado, dentro de lo que sería la 
supervivencia de estas especies, pero en modo alguno 
se le ocurriría a alguien, en su cabal juicio, permitir 
cazar las aves procedentes de Africa que marchan a 
criar a Europa porque el impacto negativo se multipli- 
ca en este caso por diez o por doce, que es el número 
de polladas que puede tener cualquiera de astas aves. 
Matar una de estas aves supone aniquilar la posibili- 
dad de diez o doce aves más. 

Además, las razones legales, con todo el cariño y res- 
peto a las esgrimidas por el Partido Nacionalista Vas- 
co, no son asumibles, primero porque la directiva que 
se alega no es más dura que la Ley de Conservación de 
Espacios Protegidos y de la Flora y Fauna Silvestres es- 
pañola, y aunque lo fuera tampoco importaría porque 
las directivas son un marco mínimo que permiten a los 
Estados soberanos fijar normas más rígidas, pero tam- 
poco es el caso. 

En segundo lugar, alegar el artículo 9.0 tampoco es 
procedente. Para ello, señor Presidente, voy a leer tres 
frases sobre este artículo 9.0 de los autores más impor- 
tantes que han comentado la directiva de aves. Dicen 
que la directiva exige que ninguna especie se pueda ca- 
zar durante la temporada de crianza o durante una de 
esas fases de reproducción. En el caso de una especie 
migratoria, esta prohibición de cazar supone también 
la prohibición de cazar cuando vuelva a su terreno de 
crianza. La excepción permite que los Estados miem- 
bros autoricen, en condiciones de supervisión estricta 
y en una base selectiva, la captura, cría y otros usos jui- 
ciosos de ciertas aves en pequeñas cantidades. Se de- 
bate mucho en torno al significado real de esta 
disposición, pero con toda claridad no se puede apli- 
car a no ser que no exista otra alternativa satisfacto- 
ria; y no se puede poner en práctica para evitar las 
disposiciones de la directiva, dice este autor, es decir, 
seguir disparando y cogiendo con trampas las especies 
protegidas, ya que existe claramente otra alternativa sa- 
tisfactoria, que en este caso sería la de poder cazarlas 
en el momento en que vuelven de la crianza. 

Por tanto, señor Presidente, nuestro grupo en modo 
alguno, y con todo respeto a las razones esgrimidas por 

el Grupo Vasco, puede tomar en consideración esta pro- 
posición desdichada. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
cias, señor Martínez-Campillo. 

lunya, tiene la palabra el señor Caballero. 

El señor CABALLERO CASTILU): Señor Presidente, 
señorías, señor Vallejo, nosotros tampoco compartimos 
su proposición de ley. Nos parece que es inoportuna. 
Además, después de la argumentación que usted ha he- 
cho, estamos más convencidos de su improcedencia. 

Usted alega que nuestra ley es más restrictiva que la 
directiva 79/409 de la Comunidad Económica Europea. 
Yo creo que lo que debería hacer es alegrarse de que 
haya algunas leyes nuestras que estén en una línea más 
preventiva y de mayor vigilancia que las propias direc- 
tivas de la Comunidad Económica Europea, ya que, por 
lo general, lo que viene ocurriendo es lo contrario, que 
estamos a la zaga de la mayoría de las directivas que 
emanan de la Comunidad. 

En lo que se refiere a la caza de aves en su regreso, 
nos parece que la Ley está bien, que no hay que hacer 
ninguna modificación, porque lo que ocurre en este 
país, aunque también en otros desgraciadamente, es 
que la agresión a la naturaleza, por la actuación del 
hombre, por el desarrollismo económico, muchas ve- 
ces justificado, pero también por actividades llamadas 
expansionistas de recreo -que no son siempre las de 
caza-, la agresión al medio ambiente, a los hábitat na- 
turales, es bastante considerable. 

En este Parlamento, tanto en Pleno como en Comi- 
sión, hemos tenido oportunidad de estudiar la situación 
en que se encuentra nuestro país respecto a este tema. 
Así pues, nos parece que las medidas preventivas que 
existen en este caso son justas y correctas. En todo ca- 
so, lo que nosotros apoyaríamos son aquellas iniciati- 
vas que vinieran a reforzar precisamente esta línea 
preventiva. 

Por tanto, no comprendemos la proposición de ley que 
usted hoy ha defendido, porque se habla de la caza de 
la paloma en el momento del retorno y yo quiero en- 
tender que se refiere a la paloma torcaz, ya que, como 
usted sabe, hay distintas especies de palomas, de las 
cuales algunas están más protegidas porque su pobla- 
ción es menor. 

Pues bien, usted sabe, al igual que todas SS. SS., que 
en esa época hay distintas poblaciones y familias de 
aves que viajan unidas y al mismo tiempo, por lo que 
la pregunta sería cómo se va a controlar, cómo se va 
a impedir, si se permitiese este tipo de caza durante el 
retorno, que se cace también la paloma zurita o la tór- 
tola o aves rapaces o garzas, que suelen viajar en gru- 
po, unidas o por los mismos espacios, cuando estas aves, 
por su escasez, están mucho más protegidas. 

Nosotros entendemos que lo que se debe hacer es in- 
troducir iniciativas parlamentarias que intenten instar 
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al Ejecutivo a poner más celo en la protección para vi- 
gilar mejor estas especies. Tampoco compartimos la 
argumentación que usted hace de que estén muy inte- 
resados grandes sectores de cazadores, porque todo el 
mundo sabe y aquí ya se ha dicho también, que la es- 
quilmación de estas aves, es decir, las aves que se auto- 
rizaran, en este caso la paloma, provoca una pérdida 
considerable porque precisamente vuelven aquellas es- 
pecies más fuertes que están en condiciones de una 
mayor reproducción. Con ello, lo que estamos introdu- 
ciendo también es que en la época de caza (los cazado- 
res lo que desean en la generalidad es que haya 
cantidades suficientes para poder cazar) se impidan po- 
blaciones que den esa satisfacción. Así pues, no todos 
los cazadores, aunque haya hecho mención de alguna 
asociación de cazadores, están de acuerdo con esta 
postura. 

Por estas razones, por lo que implica la caza no sola- 
mente de la especie en cuestión, sino que implica otras 
varias; porque se perturba precisamente el proceso de 
regeneración y porque afectando a más especies hay nu- 
merosos ciudadanos que tienen la satisfacción no de 
cazar, sino de contemplar, estudiar y de analizar el con- 
junto de las distintas especies migratorias, es por lo que 
consideramos que la proposición de ley es inoportuna, 
estamos en contra de ella y, en consonancia con esta 
postura, vamos a votar en contra de la misma. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 
cias, señor Caballero. 

palabra el señor Ferrer i Profitos. 

El señor FERRER 1 PROFITOS: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, voy a consumir el turno de fijación de po- 
sición respecto a la proposición de ley presentada por 
el Grupo Parlamentario Vasco (PNV), sobre la modifi- 
cación del artículo 34.b) de la Ley 411989, de 27 de mar- 
zo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la 
Flora y Fauna Silvestres. 

Como se ha dicho, la modalidad de caza conocida con 
el nombre de la contrapasa, ejercida tradicionalmente 
en ciertas zonas de la Península, siendo este tipo de ca- 
za tradicional en algunas zonas y bajo el control efecti- 
vo de las administraciones -matizo administraciones 
en plural-, constituye para los cazadores de estas zo- 
nas la única posibilidad de acceder a los recursos ci- 
negéticos de cierta importancia. 

Los períodos de regreso hacia los lugares de crianza 
son, en teoría, del 1 de febrero al 31 de mayo para las 
diferentes aves migratorias. La limitación al 1 de febre- 
ro, que es la señalada en este país para la becada y la 
paloma torcaz, sólo se establece a través de una inter- 
pretación del Real Decreto 109511989, del 8 de septiem- 
bre, artículo 4." 2, que señala el 1 de febrero COMO fecha 
posible de limitación de la caza; en cambio, no hay nin- 
guna otra disposición que lo prohíba, ni el Convenio de 

Berna de conservación de la vida silvestre y del medio 
ambiente, suscrito y notificado por el Estado español 
el 13 de mayo de 1986, ni como se ha mencionado an- 
tes, la directiva 74/409, de la Comunidad Económica 
Europea, de conservación de las aves silvestres, de 2 de 
abril de 1979, que es de aplicación en los países de la 
Comunidad y que, a partir del 1 de enero de 1986, obli- 
ga también a España. Tampoco la Ley de Caza, de 4 de 
abril de 1970, ponía limitaciones a la caza de estas aves 
ni, como se ha dicho antes, la Ley de 27 de marzo de 
1989. 

Diría que el problema queda reducido a un plantea- 
miento puramente de nivel, de si existen razones sufi- 
cientes de carácter general para poner estas 
limitaciones, si existe algún problema estrictamente ju- 
rídico o si las comunidades autónomas tienen compe- 
tencias para cambiar las fechas y adaptarlas a sus 
zonas, que creo es el problema de fondo que subyace 
en la presentación de esta proposición de ley. 

Hay otros países en que la limitación es diferente. Por 
ejemplo en Francia -y se trata de una región limítrofe 
con los Pirineos- se autoriza cazar la paloma torcaz 
hasta el día 31 de marzo y la caza de la becada se per- 
mite hasta el 29 de febrero. Aquí no se trata de quién 
protege más a las aves o quién es más o menos ecolo- 
gista, porque también puede argumentarse que se auto- 
riza durante todo el año en otros países de la 
Comunidad Económica Europea, según se desprende 
de un informe realizado, en octubre de 1986, para la 
CEE, por una estación biológica de Dinamarca. 

Por todas estas razones y sobre todo porque no cree- 
mos que pueda haber una limitación fija para todas las 
comunidades autónomas del Estado Español, vamos a 
apoyar esta proposición de ley del Grupo Parlamenta- 
rio Vasco (PNV). 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Mar- 
cias, señor Ferrer. 

tínez Sieso. 

El señor MARTINEZ SIESO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señoras y señores Diputados, intervengo muy breve- 
mente para fijar la posición del Grupo Parlamentario 
Popular en relación con la toma en consideración de 
esta proposición de ley, presentada por el Grupo Par- 
lamentario Vasco, que, de alguna forma, pretende la mo- 
dificación del artículo 34, letra b), de la Ley de 
Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora 
y Fauna Silvestres, haciendo menos restrictiva la pro- 
hibición general en él contenida de cazar especies mi- 
gratorias durante el trayecto de regreso hacia los 
lugares de cría. 

Con esta iniciativa, el grupo proponente, como ha ex- 
puesto su portavoz con claridad, no pretende, en abso- 
luto, abrir una posibilidad ilimitada de caza de especies 
migratorias durante sus tránsitos hacia los lugares de 
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cría y, por tanto, en un momento delicado para su re- 
producción, sino solamente, y manteniendo el princi- 
pio general de prohibición, permitir ciertas excepciones 
razonables y además homologables a las de otros paí- 
ses comunitarios de características similares a las nues- 
tras, todo ello dentro del más riguroso respeto a la 
conservación de las aves silvestres. 

Tales excepciones tendrían su fundamento en prác- 
ticas cinegéticas tradicionales en nuestro país, por 
ejemplo, la aludida en la exposición de motivos deno- 
minada la contrapasa, a la vez que se respetarían los 
preceptos contenidos en la Directiva 79/409, de la Co- 
munidad Económica Europea, relativa a la conserva- 
ción de las aves silvestres que, por otra arte, es la 
inspiradora del citado artículo 34 letra b). Se trata, en 
todo caso, de una situación existente en otros países co- 
munitarios y, en particular, en las zonas más meridio- 
nales de Francia. En este sentido, llama la atención que 
unos pocos kilómetros más al sur tales excepciones 
sean ilegales, dada la prohibición general contenida en 
el citado artículo. 

Sin embargo, la directiva 79/409, relativa a la conser- 
vación de aves silvestres y, por tanto, de un contenido 
notablemente conservacionista, contiene en su artícu- 
lo 7.” y, sobre todo en el 9P, la posibilidad de estable- 
cer excepciones que, dentro de unos requisitos y unas 
condiciones muy controladas y reguladas, permitan la 
posibilidad de cazar una serie de especies migratorias 
enumeradas principalmente, aunque no exclusivamen- 
te, en el anexo 11 de la misma, entre las que se encuen- 
tran la paloma torcaz y otras. Desde luego, esto se 
produciría siempre manteniendo una estrecha vigilan- 
cia sobre niveles adecuados de población, de distribu- 
ción geográfica e índices de reproductividad sobre tales 
especies. 

Sin entrar en el asunto de distribución de las com- 
petencias y sólo recordando que las comunidades autó- 
nomas en sus respectivos estatutos tienen reconocidas 
expresamente las competencias exclusivas en materia 
de caza, los cazadores españoles difícilmente entienden 
que ciertas prácticas cinegéticas estén prohibidas en 
nuestro país mientras no ocurre lo mismo en Francia, 
en Italia o en otros países comunitarios. Así, por ejem- 
plo, en una región limítrofe francesa, como son los Pi- 
rineos atlánticos -y ya se ha mencionado con 
anterioridad-, se autoriza la caza de la paloma torcaz 
hasta el día 31 de marzo y la caza de la becada hasta 
el último día de febrero. También los italianos prorro- 
gan la caza de esta última hasta la misma fecha y los 
griegos hasta las primeras semanas de marzo. 

Evidentemente, en Francia, en Italia y en Grecia, en 
tanto que países comunitarios, es de aplicación la di- 
rectiva en cuestión. b mismo que es de aplicación, al 
igual que en España, el Convenio de Berna, de 19 de 
septiembre de 1979, de conservación de la vida silves- 
tre y del medio natural en Europa, ya que ha sido rati- 
ficado por todos estos países. 

Por otra parte, el Real Decreto 439/1990, de 30 de mar- 
zo, que desarrolla los artículos 29, 30 y 31 de la Ley 

4/1989, y trata sobre catalogación de especies amena- 
zadas, contiene en su anexo 1 una enumeración de es- 
pecies en peligro de extinción respecto de las cuales sí 
existe una prohibición de caza que debe ser respetada 
en todo caso. Pero, es más. En su anexo 11 ya se enume- 
ran las especies denominadas de interés especial, res- 
pecto de las cuales la ley sólo exige la redacción de un 
plan de manejo que determine las medidas necesarias 
para mantener las poblaciones en un nivel adecuado, 
sin que exista una prohibición para cazar con carácter 
general las mismas, que tanto más sería exigible res- 
pecto de aquellas especies que ni siquiera están reco- 
gidas en el catálogo de interés especial, como son gran 
parte de palomas, patos, becadas, tórtolas, codornices, 
etcétera. Por eso sorprende aún más la prohibición con- 
tenida en el artículo 34, apartado b), tanto por su gene- 
ralidad como por su localización dentro de la ley. No 
en vano se trata de un artículo respecto del cual se pre- 
sentaron numerosas enmiendas que fueron rechazadas 
al imponer su mayoría el Grupo Parlamentario So- 
cialista. 

Por todo lo anteriormente expuesto, y teniendo en 
cuenta la prohibición taxativa del artículo 34.b), de la 
Ley de Conservación de los Espacios Naturales y de la 
Flora y Fauna Silvestres, el Grupo Popular entiende que 
en alguna medida este artículo contradice el conteni- 
do de los preceptos 29,30 y 31 de la misma ley, donde 
se establecen las prohibiciones genéricas; que también 
perjudica al sector de la caza en nuestro país, a pesar 
de ser una de las pocas soluciones viables que le que- 
dan al sector agrario español ante la reforma de la po- 
lítica agraria comunitaria; que incide en las 
competencias que en materia de caza tienen las comu- 
nidades autónomas, puesto que prohíbe sin excepción 
la caza de aves que no están en peligro de extinción; y, 
finalmente, que es más restrictivo que la propia direc- 
tiva comunitaria, de contenido especialmente conser- 
vacionista. 

Por estas razones, el Partido Popular votará afirma- 
tivamente la toma en consideración de esta proposición 
de ley. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra la señora 
cias, señor Martínez Sieso. 

Pelayo. 

La señora PELAYO DUQUE: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Para fijar la posición del Grupo Parlamentario So- 
cialista en relación con la proposición de ley presenta- 
da por el Grupo Parlamentario Vasco, sobre 
modificación de la Ley de Conservación de los Espa- 
cios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres. 

A lo largo del debate producido en el día de hoy a pro- 
pósito de la iniciativa del Grupo Parlamentario Vasco, 
se ha puesto de manifiesto la opinión de algunos gru- 
pos parlamentarios en el sentido de calificar de inopor- 
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tuna esta proposición de ley. Nuestro grupo participa 
también de ese parecer. Hace apenas dos años, en este 
mismo salón de Plenos, nos felicitábamos porque pron- 
tamente pudiera ver la luz en las páginas del ((Boletín 
Oficial del Estado» un proyecto de ley que habíamos 
elaborado sobre conservación de los espacios protegi- 
dos y de la flora y fauna silvestres, en ese camino le- 
gislativo que había emprendido nuestro país para 
conservar mejor nuestra riqueza. Apenas dos años más 
tarde, y precisamente en época electoral, el Partido Na- 
cionalista Vasco propicia una reforma de esta ley por 
la vía de sustituir un apartado, el b), del artículo 34, 
que está dentro del capítulo 111 del Título IV, y que ha- 
bla de la protección de la flora y de la fauna silvestres. 
Yo creo que el Grupo Parlamentario Vasco ha elegido 
una mala percha para modificar este precepto de la ci- 
tada ley, que es la percha de la directiva número 409, 
del año 1979, del Consejo, por cuanto creo que la inter- 
pretación que sostiene el Grupo Parlamentario Vasco 
no es la adecuada en relación con lo que se establece 
en la citada directiva. En concreto, el artículo 9.0 de la 
citada directiva, que ha sido esgrimido aquí también 
por su portavoz, no habla en absoluto de permisividad 
por la vía de la excepción, sino todo lo contrario. El ar- 
tículo 9.0 dice que los Estados miembros podrán intro- 
ducir excepciones a los artículos 5.9 6.9 7." y 8P si no 
hubiere otra solución satisfactoria y cuando explicite 
los motivos, desde luego no habla del supuesto que quie- 
re contemplar el Grupo Parlamentario Vasco. Aunque 
el Grupo Parlamentario Socialista entienda que exis- 
ten algunas razones, como las que se esgrimieron en 
defensa de su proposición el día de hoy, sobre la opi- 
nión de ese colectivo de cazadores existente en el País 
Vasco, sin embargo, como digo, la directiva número 409, 
de 1979, del Consejo, no sólo no permite la modifica- 
ción de esta ley, sino todo lo contrario, su interpreta- 
ción y el camino legislativo que ha seguido esa directiva 
y las sucesivas modificaciones por la vía de ampliación 
de los anexos de esta directiva van en sentido contra- 
rio, es decir, de ampliar la protección y de extremar la 
protección por parte de los Estados miembros. Por tan- 
to, sería todo lo contrario, sería vulnerar no sólo el es- 
píritu de esta directiva del Consejo sino incluso, como 
digo, ir en contra del íter que ha llevado a cabo esa di- 
rectiva desde 1979 de ir ampliando y de ir extremando 
las medidas de prevención y de protección de las aves. 

Pero es que, además, hay otra razón de inoportuni- 
dad, y ésta viene derivada de la propia actividad gene- 
rada por el Partido Nacionalista Vasco, y es que el 
artículo 34 de la Ley de Conservación de los Espacios 
Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres, ha sido re- 
currido, como sabe S.  s., por el Gobierno Vasco, y hay 
un recurso de inconstitucionalidad pendiente de resol- 
ver acumulado a otros recursos de inconstitucionali- 
dad promovidos por otras comunidades autónomas. 
Quizás una medida de prudencia aconsejaría al propio 
Grupo Vasco, que interpuso el recurso de inconstitu- 
cionalidad, esperar a ver qué decide sobre el artículo 
34 el Tribunal Constitucional. 

Hay también otra razón de técnica jurídica. Quizás 
no sea adecuada la percha del artículo 34, quizás des- 
de el punto de vista de técnica jurídica hubiera sido me- 
jor pedir la modificación del artículo 28; pero ésas son 
cuestiones de índole menor. A nosotros no nos parecen 
razones suficientes las que ha alegado el Grupo Parla- 
mentario Vasco para considerar que deba modificarse 
una ley que hemos aprobado aquí hace apenas dos años 
y, por tanto, vamos a votar en contra de esa modifi- 
cación. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Tiene la palabra el señor Vallejo. 
cias, señora Pelayo. 

El señor VALLEJO DE OLEJUA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Entiendo que aunque se ha solicitado un turno para 
fijar la posición, se ha utilizado un turno en contra. 

Simplemente, quiero agradecer el tono de casi todas 
las intervenciones. Realmente admito su postura; pero 
quisiera decirle al señor Martínez-Campillo -no sé si 
es o no cazador, sospecho que no; yo no lo soy, desde 
luego- que es seguro que en mi país por lo menos los 
cazadores, respetados por todos, hacen por la natura- 
leza y su protección mucho más que algunos pseudoe- 
cologistas que no sé realmente de dónde o de quién 
reciben los títulos, porque una cosa es hablar de lo que 
se sabe, otra, hablar de lo que se cree, y otra, hablar 
de lo que ni se sabe ni se cree. 

Le puedo asegurar una cosa, señor Martínez-Capillo. 
Según usted no tenemos sensibilidad. Tampoco la ten- 
drán seguramente los franceses, o los italianos y otros 
países. Cuando se manifiestan aproximadamente 10.000 
personas en el País Vasco y en Navarra -estos son los 
que salen a la calle a dar la cara y se manifiestan- quie- 
re decir que puede haber alrededor de 100.000 perso- 
nas que estén de acuerdo. Le aseguro que no hay tantos 
insensibles a este respecto, en nuestro país y que, ade- 
más son respetados. 

Como le decía antes, por lo menos si no les concede 
sensibilidad sí nos concederá seriedad y cuando plan- 
teamos un tema como éste le aseguro que disponemos 
de estudios de tres o cuatro casas especializadas, estu- 
dios minuciosos de juristas, de expertos, de técnicos, 
de cazadores, que también son muy importantes. Tene- 
mos estudios de las diputaciones, tenemos estudios del 
gobierno Vasco. 

No creemos señor Martínez-Campillo, que ustedes es- 
tén en posesión exclusiva de la sensibilidad a este res- 
pecto. Yo le pediría que hiciera un viaje por el Pirineo 
navarro, por ejemplo, por la parte de Echalar, o que va- 
ya por Giiipúzcoa, que vaya por Vizcaya, se entere y vea 
qué sensibilidad tienen los cazadores a quienes usted 
vilipendia al decir que no tienen sensibilidad. 

Yo le hablo de cazadores, no de escopeteros, jeh! que 
se distinguen también. Usted comprenderá muy bien 
por dónde queremos ir, qué es lo que queremos hacer 
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y, quizá, entonces nos concediese la capacidad de sen- 
sibilidad que de momento parece que no nos otorga. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Señor Martínez Campillo. 
cias, señor Vallejo. 

El señor MARTINEZ CAMPILU) GARCIA Señor Pre- 
sidente, simplemente medio minuto para contestar al 
portavoz del Grupo Vasco y decirle lo siguiente. 

Por supuesto que a lo largo de muchos años he apren- 
dido a distinguir entre el cazador normal, el cazador 
que está cooperando con el medio ambiente y el caza- 
dor sanguinario, el escopetero como le llamaba el se- 
ñor Vallejo, ¡qué duda cabe! Pero no ignoro que sólo 
el cazador escopetero es quien está proponiendo esta 
ley, es el que está promoviendo este tipo de ley. Todo 
el mundo sabe que cuando las aves migratorias van a 
la crianza no se las puede matar, porque se está ma- 
tando a esas aves y a sus posteriores crías. Eso lo sabe 
cualquier cazador normal. Por tanto, no tiene ninguna 
justificación legal, porque no se puede amparar en la 
directiva ni en la ley. 

Aquí se ha hablado incluso de aves en peligro de ex- 
tinción. Quiere decirse que estas no están en peligro de 
extinción. ¿Qué quiere? ¿Quiere que lleguemos a que 
estén en peligro de extinción esas especies cinegéticas 
para establecer entonces recursos materiales del Pre- 
supuesto para protegerlas? ¿Quiere que lleguemos a esa 
situación? ¿No será más normal que estas aves se ca- 
cen cuando siempre se han cazado, normalmente a su 
regreso, que es cuando está autorizado? 

Por tanto, no tiene justificación legal la proposición 
de ley ni tiene justificación moral, desde el punto de 
vista de un medioambientalista ni desde el del cazador 
ni, por supuesto, desde el punto de vista de un le- 
gislador. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Vamos a proceder a la votación. (El señor Presiden- 
cias, señor Martínez-Campillo. 

te ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE Proposición de ley del Gru- 

Comienza la votación. (Pausa.) 
po Parlamentario Vasco (PNV). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 247; a favor, 90; en contra, 157. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada la toma en 
consideración. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL 
CONGRESO, SOBRE LAS BASES DE LA EMPRE- 
SA PUBLICA (Número de expediente 122/oooO78) 

El señor PRESIDENTE: Proposición de ley del Gru- 
po Popular sobre las bases de la empresa pública. 

Tiene la palabra el señor Camacho. (Rumores. Varios 
señores Diputados abandonan el salón de sesiones.) Se- 
ñorías, guarden silencio. Un momento, señor Camacho. 
[Murmullos.) Ruego guarden silencio. (Pausa.) Cuando 
quiera, señor Camacho. 

El señor CAMACHO ZANCADA Señor Presidente, se- 
ñorías, voy a presentar en nombre del Grupo Popular 
la proposición de ley de bases de la empresa pública, 
que consideramos que puede introducir orden en un 
sector que está por cierto bastante desordenado desde 
antes de la aprobación de la Constitución. 

El Grupo Popular sostiene que el sector público ac- 
tualmente se rige por un sistema legal preconstitucio- 
nal y precomunitario. Las leyes que rigen el sector 
público son: la Ley del INI, del año 1941; la Ley de En- 
tidades Estatales Autónomas, de 1958; la Ley del Patri- 
monio del Estado, de 1964 y la Ley General 
Presupuestaria, de 1977. Sólo a partir de aquí se han 
ido introduciendo sucesivas reformas en las leyes pre- 
supuestarias, incluido el texto refundido de 23 de sep- 
tiembre de 1988. Pero esto no significa que se haya 
desarrollado ni una línea de la Constitución en la ges- 
tión y administración del sector público. 

Además, ha sucedido algo sorprendente, y es que has- 
ta ahora sólo había un sector público del Estado, y a 
partir de la publicación de la Constitución hay un sec- 
tor público de las comunidades autónomas, un sector 
público de los ayuntamientos ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Cama- 

Cuando quiera. 
cho. (Pausa.) 

El señor CAMACHO ZANCADA Decía que ahora hay 
tres sectores públicos: el de las corporaciones locales, 
el de las comunidades autónomas y el del Estado, y no 
están regulados nada más que por la Ley de Bases de 
Régimen Local, que en su artículo 86 regula el sector 
público de la administración local, y una ley -bastante 
bien hecha- del Parlamento de Cataluña, que define 
la empresa pública. Es decir, no hay en todo el Estado 
una regulación del sector público más que leyes de ha- 
ce treinta y cuarenta años. 

Pero es que no sólo se trata de un desarrollo necesa- 
rio de la Constitución, sino de una adaptación de las 
normas comunitarias. Nosotros en este momento esta- 
mos infringiendo el Tratado de constitución de la Co- 
munidad Europea, artículos 3, f )  y 85.1, que promulgan 
el principio de libertad de empresa y de la libre com- 
petencia, de la ausencia de monopolios y de las no ayu- 
das públicas a las empresas, para no falsear la 
competencia. 

En estas circustancias, lo que pretende el Grupo Po- 
pular es desarrollar el artículo 128.2 de la Constitución, 
establecer una norma-marco que ordene de manera ar- 
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mónica los principios constitucionales de libertad de 
empresa en el ámbito de la economía de mercado, que 
recoge el artículo 38 de la Constitución, como el prin- 
cipio de la libre competencia, y además los principios 
programáticos del Tratado de Roma. El Grupo Popular 
entiende que la aplicabilidad del artículo 38 de la Cons- 
titución y de las normas del Tratado de la Comunidad 
Europea respecto a libre competencia, monopolios y 
ayudas públicas, incluida la legislación que tenemos de 
defensa de la competencia y de competencia desleal, 
podremos conseguir un ámbito nuevo, constitucional 
y comunitario para ordenar los sectores públicos de Es- 
paña. Si a ello añadimos que las comunidades autóno- 
mas, por el artículo 148.1.13, tienen competencias 
transferidas en este ámbito, así como las corporacio- 
nes locales, no hay más remedio que encontrar un sis- 
tema que armonice, por la vía del artículo 150 de la 
Constitución, esta legislación y su desarrollo. 

El INI -todos lo conocen- nace en el año 1941 por 
una Ley en la que sufre muchas vicisitudes, hasta que 
se convierte, incluso a veces, en una unidad de vigilan- 
cia intensiva para empresas en quiebra. En otro caso 
sirve, como hoy estamos viendo, para empresas que son 
verdaderas locomotoras del sector público, como es el 
caso de Endesa o el caso de Repsol, que son las que ab- 
sorben las pérdidas básicas del 98 por ciento de las em- 
presas del INI. Ante ello, los organismos autónomos 
sujetos a control de intervención del Estado también 
reclaman organizarse como empresas públicas, como 
sociedades anónimas, y junto a ello se crea, por Ley del 
año 1984, el Instituto Nacional de Hidrocarburos. 

Ello quiere decir que nos encontramos con unas le- 
yes que tienen un sector público disperso y, como con- 
secuencia de ello, en este momento se están 
produciendo no sólo fraudes de ley, sino verdaderas cir- 
cunstancias anormales, procesos de privatización pla- 
gados de irregularidades, circunstancias en las que las 
adaptaciones de los monopolios de petróleos, eléctri- 
cos y siderúrgicos están afectando de manera básica 
a nuestro ingreso en la Comunidad Económica Euro- 
pea, de modo que la Comisión de Política de Compe- 
tencias de la Comunidad sigue con verdadera inquietud 
no sólo la adaptación del monopolio de petróleos, sino 
la situación de Endesa y las ayudas a la siderurgia. 

Sólo en el Grupo INI, que tiene más de 72 empresas 
y facturó cerca de dos billones en el año 1990, el año 
pasado bajaron sus beneficios al 86 por ciento y tuvo 
pérdidas de más de 60.000 millones de pesetas. Este año 
tendría 200.000 millones de pesetas de pérdidas de no 
haberse producido los 130.000 millones de pesetas de 
beneficios de Endesa que han compensado esas pérdi- 
das, pero vuelve a tener del orden de 60.000 ó 70.000 
millones de pesetas de pérdidas, y no es que no hayan 
intentado en el Gobierno socialista hacer un esfuerzo 
en los años anteriores para evitar estas pérdidas en el 
INI, que en alguna medida tuvieron éxito, pero todo se 
fue de la mano, y en el año 1989 hubo que acudir, para 
lograr beneficios a la privatización parcial de Repsol, 
a ingresar 135.000 millones de pesetas por la amplia- 

ción de la base accionarial de Repsol. En estos momen- 
tos se anuncia también una privatización con pérdida 
de la mayoría absoluta de Repsol para ingresar otros 
100.000 millones de pesetas que subvencionen estas 
pérdidas. 

Al Grupo Popular le parece que hay que imprimir cla- 
ridad a todo este proceso porque nos vamos a encon- 
trar con un verdadero debacle en el sector público 
español, como ya vamos a sufrir en el sector público 
autonómico y local. Sin ir más lejos, Aserlocal, socie- 
dad de administración local, dijo que se habían creado 
más de 500 empresas en el ámbito de la Administración 
local sin el menor control por parte del Estado, inclu- 
so por parte, en buena medida, de los respectivos par- 
lamentos o corporaciones locales, excepción hecha, 
como he dicho antes, del Parlamento de Cataluña, que 
tiene una Ley aprobada en este sentido. 

Pero es que el endeudamiento del sector público es 
de tal envergadura que es el que fundamentalmente 
afecta al endeudamiento de las comunidades autóno- 
mas; más de dos billones de pesetas afecta el endeuda- 
miento del sector público en las comunidades 
autónomas, como acaba de poner de manifiesto, preci- 
samente el propio Tribunal de Cuentas, que está revi- 
sando, señorías, el año 1987. Y si aquellos eran los años 
de la abundancia en los sectores públicos, como bien 
se cuida de decir de vez en cuando el Ministro de In- 
dustria, cuando lleguemos a los años de la escasez los 
billones de déficit serán mucho más cuantiosos cuan- 
do pasen por el Tribunal de Cuentas, que todos recor- 
darán, además, que ha dicho muy preocupado que no 
hay transparencia porque las empresas públicas y los 
organismos autónomos han huido de la Intervención 
General del Estado para someterse a auditorías priva- 
das, que nos merecen garantía, pero no son suficientes 
para cumplir la Ley. 

La adaptación del régimen de monopolio es mínima. 
Nosotros entendemos que lo que está sucediendo en el 
monopolio de petróleos es de verdadera preocupación 
cuando tantas contradicciones ha habido por parte del 
propio Ministro de Industria y del Gobierno, que pri- 
mero decían que no iban a perder la mayoría del capi- 
tal público y ahora hemos visto que el Presidente de 
Repsol dice que están dispuestos a perder la mayoría 
de ese capital público; cuando un sector público como 
la Corporación Bancaria Española acaba de decir que 
también va aperder la mayoría del capital público, y to- 
do esto lo están disfrazando con la frase, por no decir 
subterfugio, de decir: Ya no nos importa perder la ma- 
yoría, lo que no queremos es perder el control de la ges- 
tión. Habrá que decir que en la legislación mercantil, 
cuando se pierde la mayoría del capital, se arriesga uno 
a perder el control de la gestión, ¿qué es eso de que no 
vamos a perder el control de la gestión del sector pe- 
trolero o de la gestión bancaria? Y aquí no estoy entran- 
do a hablar de filosofías. El Ministro, que es buen 
dialéctico, suele decir: Entonces, está usted en contra 
de la privatización. No estamos en contra de la privati- 
zación; estamos en contra de la privatización oscura, 
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y sobre todo ignorante, que se está llevando a la prácti- 
ca en estos momentos. Para ello es para lo que el Mi- 
nistro de Industria, y ahí están los diarios de sesiones, 
dice: No vamos a traer un plan de privatización a esta 
Cámara -hace menos de un mes lo decía desde su ban- 
co azul-; no vamos a privatizar nada. Eso lo tengo su- 
brayado en los diarios de sesiones, y resulta que, en 
cuanto vienen cuatro días de fiesta, nos enteramos que 
están privatizando todos, y cuando llegue el mes de va- 
cación parlamentaria, el mes de enero, no quedará una 
sola empresa rentable en el INI, porque así lo están 
amenazando ya con las declaraciones los presidentes 
de empresas públicas. 

Miren ustedes, esta preposición de ley que nosotros 
traemos aquí está no sólo haciendo necesaria la defi- 
nición de un marco de la empresa pública, como deci- 
mos en el Título 1, sino que además creemos que es 
imprescindible la reserva al sector público de recursos 
y servicios esenciales. Nosotros pensamos que el Esta- 
do debe tener recursos y servicios esenciales que debe 
gestionar en su mayoría pública, con su capital públi- 
co y cueste lo que cueste, porque irán en beneficio del 
interés general y de todos los ciudadanos. Hoy parece 
que eso se ha olvidado. Como se ha olvidado que la in- 
tervención de empresas, y tenemos un precedente bas- 
tante siniestro en la democracia, como es la 
privatización de Rumasa; que la intervención del Esta- 
do en empresas repito, no se puede hacer sin que haya 
un mecanismo legal que lo autorice. Para eso hubo 
aquello que tanto le gusta al Gobierno, que es el real 
decreto-ley. Rumasa, por real decreto-ley; privatización 
de Campsa por real decreto-ley; ordenación del sector 
petrolero por real decreto-ley; ordenación del sector pe- 
trolero por real decreto-ley. ¿Cuándo se van a enterar 
ustedes que la democracia empieza en el Parlamento 
y en las Cámaras y no en el gabinete del Consejo de Mi- 
nistros? 

Pues bien, Rumasa se hizo por real decreto-ley y sa- 
ben ustedes que dio origen a una sentencia del Tribu- 
nal Constitucional que costó mucho prestigio a la 
institución, porque tuvo que decidirse por el voto de ca- 
lidad del Presidente del propio Tribunal. Creemos que 
la privatización de Rumasa se hizo mal porque les dio 
vergüenza a ustedes hacer una ley que desarrollara la 
Constitución, y no quisieron acudir a la Ley de Inter- 
vención de Empresas del año 1939. Faltaría más que el 
Grupo Socialista aplicara una ley del año 1939, después 
de tantos años de Gobierno de mayoría absoluta. 

Nosotros entendemos, señores de la mayoría, que esta 
proposición de ley, que ha sido, incluso, bien tratada 
en las intervenciones que hicieron aquí los portavoces 
socialistas en la ley de Presupuestos, es necesaria pa- 
ra que ordene el sector público, ya lo decía el señor Gar- 
cía Ronda, y el propio señor Gracia, diputados 
socialistas de esta Comisión, que la ley de bases de la 
empresa pública sería conveniente para ordenar el sec- 
tor público y evitar todo este gran desorden al que es- 
tamos sometidos y que tanto perjudica a la mayoría 
socialista y a esta Cámara. 

Este fin de semana último hemos visto algo que ace- 
lera las contradicciones; es el colmo de la aceleración 
de esas contradicciones del Gobierno en el sector pú- 
blico el que la Organización Nacional de Ciegos vaya 
a acudir a recolocar al personal que sobra de la side- 
rurgia y de la cornisa cantábrica por virtud de la rein- 
dustrialización que se haga. 
Yo quisiera que me dijeran cómo es posible que la 

Organización Nacional de Ciegos pueda recolocar en 
Asturias o en el País Vasco, en los holding de Vigilan- 
cia Integral, Vinsa, o de Servi-Once, o de proyectos in- 
dustriales a los 10.000 ó 20.000 trabajadores que van 
a ser despedidos como consecuencia de la segunda re- 
conversión. Esto es público; es un protocolo firmado 
por el INI y por el Director de la ONCE. Me gustaría 
una explicación, porque estamos en un verdadero caos 
y no sabremos cómo salir de aquí. Es un esperpento 
el que los invidentes de la ONCE puedan demostrar que 
gestionan mejor que los videntes el sector público 
estatal. 

Yo, señorías, creo que es muy grave ver cómo el se- 
ñor García Valverde decía el otro día que la forma de 
operar en Renfe es usual -y leo literalmente- en el 
sector público, incluidas todas las administraciones. 
Eso es lo que dice el señor García Valverde. 

Yo entiendo, señores socialistas, de verdad, con todo 
el afecto y con la mayor consideración, que ustedes de- 
ben de poner coto y freno a esta situación que les va 
a costar un gran descalabro en la gestión -porque yo 
no estoy hablando aquí de campaña electoral- de los 
fondos públicos. 

Si ustedes han leído cómo se llama ahora la nueva 
Corporación Bancaria es todo un síntoma de pedante- 
ría y de nuevo rico; la llaman Argentaria. Argentaria 
es algo que no tiene nombre, porque venir del latín plata 
o del francés dinero a una Corporación Bancaria, que 
es la primera de este país, me resulta hasta cursi, per- 
mítanme que se lo diga así. Yo creo que ustedes no de- 
bían ni consentirlo, porque no se puede ir por la vida 
con la primera Corporación Bancaria de este país, re- 
pito, llamándola nada menos que Argentaria. Pues bien, 
esta Argentaria pública y del Estado se va a privatizar 
sin que sepamos cómo ni cuándo. 

Yo entiendo, señor Presidente, señorías, que estamos 
ante una circunstancia realmente grave, a veces podría- 
mos decir que cómica, si no fuera porque nos estamos 
jugando aquí, con una frivolidad sin límites, todo el sec- 
tor público del Estado, que por obra y gracia de las cir- 
cunstancias que hemos vivido, donde se creyó en la 
autarquía como una solución a nuestros problemas eco- 
nómicos, el sector público era muy importante en este 
país. 

Pues bien, no se puede consentir que el Gobierno so- 
cialista obre con una filosofía no neoliberal, no ofen- 
dan ustedes a los neoliberales ni a los neocapitalistas, 
porque no tiene ideología, es absolutamente oscuro de 
gabinete, y ni siquiera de gabinete, parece de mesa ca- 
milla, porque aquí no nos enteramos más que cuando 
de pronto sale a la Bolsa un paquete accionarial de Rep- 
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sol y de todo lo que amenazan que van a sacar, para que 
lo compren no sabemos quiénes y no sabemos a qué pre- 
cios. Para esto el Partido Popular tiene un Título V, de 
privatizaciones, que es verdaderamente riguroso. Yo lo 
someto al contraste de ustedes y de sus estudiosos, se- 
ñores de la mayoría. No hay nada que se aparte de la 
norma comunitaria en todo lo que respecta a la priva- 
tización; no hay nada que se aparte de la legislación co- 
mún, de la legislación comunitaria y del desarrollo 
constitucional. 

Nosotros pensamos que la privatización puede ser ne- 
cesaria; no vamos a empecinarnos en absoluto. Somos 
partidarios de que se privaticen las empresas que tie- 
nen que funcionar mejor en el ámbito de la economía 
privada. Que no se privaticen los recursos o servicios 
esenciales que tienen que ser necesariamente llevados 
desde el Estado, pero estos son mínimos, y para ello lo 
único que pedimos es que el Consejo de Ministros lo 
haga en virtud de real decreto; que remita una memo- 
ria justificativa al Congreso de los Diputados y al Se- 
nado sobre las causas de privatización; que se haga en 
valoración por expertos independientes; que el precio 
de venta no sea inferior a la valoración resultante, por- 
que si es urgente hacerlo no vamos a impedir la venta 
directa para que el Estado no pierda dinero, pero que 
se acredite la continuidad de la empresa y el desarro- 
llo futuro para que se transmita a propietarios deter- 
minados que salven el empleo y el beneficio. Pedimos 
que se reserve un porcentaje del cinco por ciento para 
que sea suscrito por los trabajadores de la empresa de 
cuya privatización se trate; que los empleados de las 
empresas objeto de privatización conserven los dere- 
chos y obligaciones conforme a la legislación laboral, 
y que el resultado de las privatizaciones se destine al 
saneamiento del sector público empresarial y a amor- 
tizar deuda pública. 

Nosotros entendemos, señor Presidente, señoras y se- 
ñores Diputados, que lo único que hemos traído aquí 
a la Cámara es un gran esfuerzo de síntesis y de cola- 
boración, algo que rogamos a los grupos parlamenta- 
rios que lo estudien y lo acepten, porque con ello se 
beneficia todo el sistema; sistema que está sufriendo 
en estos momentos precisamente a causa de la oscuri- 
dad y la falta de trasparencia en el manejo de los fon- 
dos del sector público. Nosotos creemos que este 
esfuerzo debería ser compensado con la toma en con- 
sideración de esta proposición de ley porque, señoras 
y señores Diputados, nosotros, una vez que se tome en 
consideración, vamos a estar dispuestos a aceptar to- 
das las modificaciones necesarias en orden a la clari- 
dad, a la trasparencia, a la buena administración y a 
la buena gestión de los fondos públicos. Y si ustedes 
no lo toman en consideración, señor Presidente, seño- 
rías, qué más vamos a decir sino que nuestro esfuerzo 
queda aquí para los anales de esta etapa que vive Es- 
paña, en donde el sector público precisamente no está 
siendo ejemplar, sino un mal ejemplo de las circuns- 
tancias que está añadiendo a las comunidades autóno- 
mas, a las corporaciones locales para algo que cuando 

salga a la luz se verá que hay poca transparencia, poca 
generosidad, poca administración coherente y pocos be- 
neficios para el interés común de los ciudadanos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Camacho. 
¿Turno en contra? (Pausa.) 
Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la pala- 

bra el señor Gracia. 

El señor GRACIA PLAZA: Señor Presidente, señorías, 
dos cuestiones previas antes de entrar en el fondo del 
asunto. En primer lugar, quiero decir que he elegido 
el turno en contra por dos razones: La primera, dejar 
desde el principio las cosas claras, y la segunda para 
dar oportunidad al resto de los grupos de fijar su posi- 
ción conociendo la del Grupo mayoritario. También por- 
que como yo reconozco desde aquí que la proposición 
que se nos hace es coherente con las ideas del Grupo 
conservador, y está articulada desde la coherencia de 
esas ideas, entra en colisión con las tesis que sostiene 
el Grupo Socialista y, en consecuencia, no cabe fijación 
de posición, sino aclarar que estamos en contra de esas 
ideas que sustentan la proposición de ley. 

El tema que plantea es complejo desde todos los pun- 
tos de vista y ha exigido un estudio intenso y serio. En 
último término, la fijación de posición del Grupo Par- 
lamentario Socialista va a ser efectuada teniendo en 
cuenta los aspectos de fondo. La forma concreta en que 
están redactadas las soluciones a los problemas que la 
proposición intenta resolver es cuando menos muy dis- 
cutible y, entiendo yo, no muy afortunada. Un ejemplo 
es que se habla en el enunciado de empresa pública, 
y se mantiene desde esta tribuna permanentemente la 
denominación sector público empresarial, que es la ter- 
minología que yo voy a utilizar a partir de ahora, por- 
que, en todo caso, la proposición de ley estaría dirigida 
al sector público empresarial y no a las empresas pú- 
blicas. 

La aproximación la haremos desde cuatro enfoques 
o perspectivas planteadas en forma de preguntas. Pri- 
mera, jmejora o empeora la funcionalidad y eficacia 
global del sector público empresarial la proposición? 
Segunda, ¿resuelve problemas que hoy tiene plantea- 
dos el sector público empresarial o, por el contrario, 
contribuye a crear nuevos problemas? Y admito desde 
el principio la buena intención del Grupo proponente 
de intentar solucionar problemas y mejorar la eficacia. 
Tercera, ¿qué precedentes existen en los países de nues- 
tro entorno económico respecto a una ley de este con- 
tenido? Cuarta, siendo el sector público empresarial un 
motivo de permanente atención y reflexión de los so- 
cialistas, jcuáles han sido y son en este momento las 
propuestas elaboradas por este Grupo respecto al te- 
ma que nos ocupa? 

Es desde las respuestas a estas preguntas desde don- 
de hay que derivar la aceptación o no de la toma en con- 
sideración de la proposición de ley que realiza el Grupo 
Popular. 
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Primero, resulta evidente que exigir una ley, o cuan- 
do menos un decreto, para la creación de cada empre- 
sa pública, no es un requisito que agilice y ayude a la 
eficacia de un sistema, y que exigir controles extraor- 
dinarios no sólo muy por encima de los normales en 
la actividad privada, sino incluso mayores de los ya ex- 
traordinarios que se derivan de la actividad pública 
normal, empeoran la funcionalidad y dan ventaja a los 
competidores privados y a los competidores públicos 
dependientes de otros estados. 

Segundo -y dentro de la respuesta a la misma pri- 
mera pregunta-, realizar desde el Parlamento funcio- 
nes propias de los gestores directos, intentando en 
algún caso sustituir al Gobierno en funciones que le son 
propias, no sólo dificulta el funcionamiento del sector 
público empresarial, sino que es algo que sólo se pue- 
de sostener desde la desconfianza sistemática hacia el 
Gobierno, sea éste del color que sea, al margen de sus 
apoyos y desde quien no se ve capaz de utilizar adecua- 
damente los mecanismos de control ya existentes en el 
Parlamento. Es decir, es un planteamiento propio de 
quien no confía en ser gobierno ni a corto ni a medio 
plazo, y confiesa, implícitamente, que no sabe hacer 
oposición con los instrumentos parlamentarios de los 
que dispone. 

Respuestas a la segunda pregunta. La proposición no 
resuelve ninguno de los problemas que hoy tiene plan- 
teados el sector público empresarial; por el contrario, 
genera alguno nuevo. Y no puede ser de otra manera, 
ya que parte de principios muy discutibles, como, por 
ejemplo, la supeditación de la iniciativa pública a la pri- 
vada, la desconfianza de por sí hacia el sector público 
empresarial por el mero hecho de ser públio. En con- 
secuencia, estos principios no pueden sustentar una 
buena ley. Además, estos principios son contradictorios 
con la buena dirección de la búsqueda de soluciones. 
Evidentemente, se le dota al sector público de menor 
agilidad y de mayor burocracia, que no va a favorecer 
su funcionamiento y mucho menos sus cuentas de re- 
sultados. 

Desde el Grupo Parlamentario Socialista mantene- 
mos que no es admitible otra limitación a la iniciativa 
pública que la contenida en la Constitución, y la pro- 
posición establece limitaciones que la Constitución no 
contiene. El artículo 128 de la Constitución dice lite- 
ralmente en su número 2: «Se reconoce la iniciativa pú- 
blica en la actividad económica». Es decir, no existe 
subordinación alguna para la iniciativa pública, está 
tan justificada por sí misma en cualquier terreno co- 
mo la privada. La proposición exige justificaciones, trá- 
mites y controles adicionales mucho más allá de lo 
razonable. 

En el delicado terreno de las competencias compar- 
tidas entre administraciones, terreno en el que respec- 
to al sector público empresarial hoy no existe belige- 
rancia, se introducen elementos que conducen, inevi- 
tablemente, al conflicto o cuando menos al roce, plan- 
teando problemas de difícil solución. La proposición 
complica las cosas donde no hay hoy complicación. 

Complicaciones y conflictividad que son innecesarias 
y perjudiciales para la buena marcha de las empresas 
públicas y para cualquier empresa. 

La aparente exigencia de mayor dedicación a los ges- 
tores se transforma, al final, en una rebaja de las exi- 
gencias establecidas por la Ley de Incompatibilidades, 
pasando de dos a tres las posibles presencias en órga- 
nos de gobierno de las empresas públicas. Usted sabe 
que, en este momento, la Ley de Incompatibilidades es- 
tablece que los cargos públicos solamente pueden es- 
tar en dos órganos de gestión; la proposición establece 
tres. Parece lógico que si se busca la mayor dedicación 
no se amplíe el número de presencias. 

Respuestas a la tercera pregunta. La tercera pregun- 
ta, relativa a los precedentes existentes en los países de 
nuestro entorno, tiene una fácil respuesta: no existe ni 
en la Comunidad Económica Europea ni en la 
OCDE ninguna, repito, ninguna ley que se parezca a lo 
que en estos momentos estamos tratando. Esto resulta 
lógico, pues unificar y refundir en una sola norma con 
directrices también únicas las realidades económicas 
y jurídicas de temas como el INI, el INH, Correos, la 
Corporación Pública Bancaria, Renfe, el Boletín Oficial 
del Estado, los paradores de turismo, los organismos 
autónomos, las entidades estatales, las entidades auto- 
nómicas y empresas públicas creadas, y las que se van 
a crear por las comunidades autónomas, y sumar a to- 
das ellas, además, las empresas municipales, hace que 
la tarea se convierta en algo más que difícil, práctica- 
mente imposible. Además, la suma queda en mero in- 
tento, porque el texto, al final, se convierte en algo 
confuso, queda incompleto y choca con las realidades 
existentes ya hoy. 

Cuarto. Este para mí es el más importante de los ar- 
gumentos a la hora de tomar posición. Voy a detener- 
me en las propuestas que, desde el Grupo Socialista, 
han emanado en el sector público empresarial. 

Primero tenemos que existe un choque frontal de 
ideas con la idea central de la proposición, que resulta 
en la práctica ser de limitación de la iniciativa pública 
en la actividad económica. Entendemos nosotros que 
no existe tal limitación, que la Constitución no la esta- 
blece y nosotros no debemos establecerla. 

Segundo. Nosotros hemos hecho desde hace mucho 
tiempo, por lo menos desde principios de 1983 -en lo 
referente a esta Cámara-, el reconocimiento de reali- 
dades de actuación diferentes en segmentos distintos 
del sector público empresarial, dejando siempre abierta 
una regulación realizada desde varios proyectos de ley 
para temas concretos. Cuando se ha hablado de empre- 
sa pública o del sector público empresarial, hemos de- 
jado siempre la posibilidad de, por lo menos, tres 
normas diferentes, una para el INI, otra para el INH 
y otra parta el Patrimonio. Además, para temas concre- 
tos, es decir, de control y participación. 

Tercero. Hemos mantenido y mantenemos que la com- 
pensación de las cargas impropias por la fijación de ob- 
jetivos extraeconómicos es un instrumento al que una 
empresa pública no puede renunciar y que el Gobier- 
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no y el Parlamento deben admitir. También lo va a ad- 
mitir, lo admite en este momento, la Comunidad Eco- 
nómica Europea. En consecuencia, no hay por qué 
renunciar a ese tipo de instrumentos. 

Por último, el control parlamentario que hemos pro- 
puesto desde nuestro Grupo siempre ha sido sobre los 
objetivos a cumplir y cumplimiento de los mismos, o 
el grado de realización alcanzado. Nunca hemos plan- 
teado la sustitución del Gobierno y gestores por las Cor- 
tes Generales. Mucho menos en actos que sean de 
gestión diaria, que son propias de cualquier Gobierno 
o de cualquier gestor. 

Por último, no me queda más que referirme a alguno 
de los argumentos en los que se ha intentado apoyar 
la correspondiente proposición. 

Traer en este momento RUMASA me parece una bro- 
ma. Pero, evidentemente, el Tribunal Constitucional se 
pronunció en una dirección determinada y esto ya no 
admite discusión. 

Segundo: en mi intervención en el debate de los Pre- 
supuestos Generales del Estado dije claramente que de 
la ley de bases sobre la empresa pública hablaríamos 
cuando se tramitase la proposición de ley presentada 
por el Partido Popular. Hoy estoy pronunciándome so- 
bre la proposición de ley. No me pronuncié en ningún 
momento durante la tramitación de presupuestos. 

Y respecto a lo que siempre se mezcla últimamente 
en estos temas acerca de oscuridad, de si el sector pú- 
blico no es ejemplar, miren, yo tengo en este caso las 
ideas claras. Lo que es legal es legal para el sector pú- 
blico y para el sector privado; y si hay ilegalidades, al 
fondo, hasta el final, con el apoyo de los socialistas o 
con el apoyo de la oposición. Y si se está en desacuer- 
do con las ideas, tráiganse las ideas a la Cámara, debá- 
tanse y, al final, acéptese lo que la democracia dice, que 
es cuando hay diferencias en cuanto a las ideas, quien 
lleva las ideas adelante son las mayorías. 

Yo creo que está claro en este momento cuál es la con- 
clusión. Las respuestas a las preguntas planteadas so- 
bre el fondo de la cuestión pueden resumirse en lo 
siguiente: la proposición empeora la eficacia del sec- 
tor público empresarial; plantea problemas nuevos y 
no resuelve los existentes; no tiene precedente en nin- 
guno de los países de nuestro entorno y va en dirección 
contraria a lo mantenido hoy y ayer por el Grupo So- 
cialista. Sólo cabe el voto negativo a la toma en consi- 
deración. 

Nada más y gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gracia. 
Para réplica, tiene la palabra el señor Camacho. 

El señor CAMACHO ZANCADA: Gracias, señor Pre- 
sidente. Señorías, yo me he quedado bastante perplejo 
con la contestación que ha dado el señor Gracia, el por- 
tavoz socialista, en un discurso bastante frío y bastan- 
te débil. 

Ha cumplido con decir que ésta es una proposición 
de ley conservadora. Yo no tengo nada que decir a eso. 

Lo que sí tengo que decir es que, desde luego, su postu- 
ra no es progresista. Su postura es liberal a ultranza 
de la Escuela de Chicago. Y se lo voy a demostrar a us- 
ted sólo con una cosa que me ha leído de quien le haya 
hecho el discurso. Apúnteselo para decírselo. 

Usted ha leído muy bien el artículo 128 de la Consti- 
tución. Dice: Se reconoce la iniciativa pública en la ac- 
tividad económica. Punto. Y de ahí se extrae una 
consecuencia, que es la que usted ha expuesto: no ha- 
ce falta ley de ninguna clase. Sólo los liberales de la 
Escuela de Chicago traen a colación ese punto -sin leer 
el seguido- para decir: no hace falta ley para la orde- 
nación de la economía. La economía funciona sola. Ya 
estamos en el siglo XIX. 

Ahí no puede usted dejar el punto. Usted tiene que 
seguir después. Porque, además, el siglo XIX no era el 
siglo del sector público, aunque naciera el socialismo 
entonces. El sector público surge en la economía como 
consecuencia del «crack» del año 1929. Y, además, me 
parece que tiene mucho más que ver Kelsen, que decía 
que era un sector público fuerte para salir de la crisis. 
No tenían nada que ver los socialistas entonces. Les pa- 
reció bien en un momento determinado. Pero el socia- 
lismo no puede defender el artículo 128 -punto- 
diciendo que se reconce la iniciativa pública en la acti- 
vidad económica. Mediante ley -punto y seguido-, se 
podrán reservar al sector público recursos o servicios 
esenciales. 

¿Por qué los socialistas han aprobado con su mayo- 
ría absoluta la Ley de bases de régimen local, en cuyo 
artículo 86 se desarrolla toda la intervención del sec- 
tor público en las corporaciones locales? ¿Me puede 
contestar a eso? Porque podían haberlo dejado sin ha- 
cer. ¿Por qué han votado a favor de la ley de la comuni- 
dad autónoma de Cataluña para la ordenación y la 
definición de la empresa pública? Porque es necesario. 
¿Por qué no lo están haciendo aquí? Ya lo veremos. 
Le voy a hacer otra precisión, porque ha sido muy gra- 

ve lo que usted ha dicho, por eso me he extendido un 
poco más. No trate usted el punto 2 del artículo 128 en 
una línea y media. Trátelo usted en todas sus líneas, por- 
que termina con algo que a los socialistas les gusta mu- 
cho, como a mí y a mi grupo, conservador-liberal y, joiga 
usted! más progresistas que ustedes en muchísimas co- 
sas, y una por una se las podré demostrar; es más: ya 
se lo estamos demostrando. Aplausos ... (Risas.) 
ie voy a decir una cosa, ha tocado usted un punto 

aquí absolutamente negro. Dice usted: Ya no voy a ha- 
blar de empresas públicas, porque nosotros hablamos 
de sector público empresarial. Mire usted, vuelva a de- 
cirle a los asesores jurídicos del Grupo Socialista que 
el INH es una entidad de derecho público, no es un sec- 
tor público empresarial; que el Patrimonio Organismos 
Autónomos es una dirección general, que no es sector 
público empresarial, y esos que tienen el poder del di- 
nero son los que manejan las sociedades anónimas, que 
no tiene nada que ver con lo que es sector público y sec- 
tor público no empresarial, sino sector público del 
Estado, de las comunidades autónomas, de los ayunta- 
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mientos, cuando haya una peseta que vaya a invertirse 
por la vía que sea, de organismo autónomo o de sacie- 
dad anónima. 

La ONCE, Organización Nacional de Ciegos, es otro 
sector público, para quien se quiera escandalizar o no: 
lo que pasa es que, a través de ustedes, se está organi- 
zando en régimen de economía privada, en régimen ju- 
rídico privado, con una urnSlée» que no va a haber quien 
la entienda, y resulta que la ONCE jsabe usted lo que 
es? Según una ley del año 1938, me parece que del 15 
de diciembre, es un ente de Derecho público. Y uste- 
des, jsaben lo que han hecho en el año 1985? Conver- 
tirlo en corporación de Derecho público -que es muy 
distinto-y resulta que la Presidente de la fundación 
pública es doña Matilde Fernández, Ministra de Asun- 
tos Sociales y miembro de empresas de la ONCE, que 
no se le olvide a nadie eso, que hay que decirlo desde 
esta tribuna, de empresas de la ONCE, grupo financie- 
ro que ahora se va a asociar con el INI para montar otra 
organización industrial financiera junto y al costado del 
INI. Ya veremos cómo me explica usted eso. 

Nosotros no queremos sustituir al Gobierno en na- 
da, pero el Gobierno hace dejación de sus obligaciones. 
El Gobierno no trae al Parlamento todo lo que se refie- 
re a claridad y transparencia en el sector público. Des- 
confianza sistemática. Yo no desconfío de nadie, pero 
si una y otra vez está habiendo barro, está habiendo co- 
rrupción, está habiendo malos pasos en las empresas 
del sector público, ustedes, señores socialistas, también 
desconfían y no los traen ustedes aquí al Parlamento. 
Porque estamos pidiendo permanentemente la compa- 
recencia y se retrasa, ahora con motivo de que vamos 
a entrar en vacaciones hasta febrero; pues de aquí al 
31 de enero pueden privatizar oscuramente no sabemos 
cuántas empresas del INI en cuanto se apruebe la Ley 
de Presupuestos. 

Sí sabemos hacer oposición, pero ha dicho usted una 
cosa que tampoco puedo pasar por alto. Lo legal, legal 
para todos, público y privado. Lo ético, ético para to- 
dos, sea público o sea privado. Y ha terminado dicien- 
do, más o menos ante la duda, ante las circunstancias 
desconocidas, que las mayorías son las que llevan las 
ideas adelante. Eso sí que no. Ni contra lo legal ni con- 
tra lo ético. Hay mayorías y minorías, hay definiciones 
claras, más que definiciones, hay actuaciones concre- 
tas, éticas y legales y ustedes han vulnerado leyes que 
el Tribunal Constitucional les ha llamado al orden. ¿Y 
sabe usted una cosa sobre Rumasa, dando la razón al 
Tribunal Constitucional -que yo no se la voy a quitar 
tampoco-, sabe lo que ha dicho de Rumasa, no? Que 
hay una sentencia del Constitucional que consagra el 
decreto de expropiación. Pues bien, señor Gracia, sepa 
usted que los tribunales siguen ejerciendo su función 
jurisdiccional y son ya más de media docena de sen- 
tencias las que ha perdido el Gobierno en el decreto ex- 
propiatorio de Rumasa. Por tanto, habrá que dar una 
explicación de si aquello se hizo bien, incluso si aque- 
lla sentencia fue correctamente dictada, porque en es- 
te Parlamento podemos decir de todos los poderes del 

Estado lo que queramos, sin mordazas, haya mayorías 
o minorías. Para ello el Grupo Popular no va a hacer 
dejación del derecho de decirlo. Por tanto, lo de RUMA- 
SA torpe, oscuro y corrupto, y tantas cosas ha habido 
en la administrción de empresas públicas que hace me- 
nos de una semana hemos tenido ocasión de compro- 
bar cómo todo un Ministro estaba confesándolo así y 
echando las culpas a otras administraciones públicas. 
Por tanto, esto no es el año 1982 ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Camacho, le ruego 
concluya. 

El señor CAMACHO ZANCADA: Termino, señor Pre- 
sidente. Este no es el año 1982, donde todos les dimos 
si no un voto en la urna sí un voto de confianza, y no 
me escandaliza decirlo en la tribuna; todo este país les 
dio un voto de confianza para ver si la ética, lo legal 
y el respecto a la situación podía ser correcta, y, sin em- 
bargo, a los nueve años el voto de confianza se lo está 
retirando el pueblo español y muchos de ustedes están 
otorgando el beneficio de la duda a ese Gobierno que 
no sabemos lo que está haciendo con la administración 
de los sectores públicos de este país. 

Muchas gracias, señor Presidente (Aplausos en los 
bancos del Grupo Popular.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Camacho. 
Tiene la palabra el señor Gracia. 

El señor GRACIA PLAZA: Señor Presidente, señorías, 
señor defensor de la proposición, mis discursos me los 
planteo yo con la escasez de medios de los que dispo- 
nemos todos los diputados, nadie me lo escribe, me los 
planteo yo. No quería entrar en este terreno, pero no 
me queda más remedio. Muchas de las lecciones de so- 
cialismo las he aprendido y dado desde esta tribuna 
desde hace trece años. Si me pueden dar lecciones de 
socialismo, puedo aprender más, estqy abierto, pero du- 
do que desde esos bancos, después de trece años de 
aprendizaje desde esta tribuna, se puedan aumentar 
mis conocimientos. 

En segundo lugar, las posturas progresistas, las lec- 
ciones de posturas progresistas las empecé a aprender 
en 1973, estando vivo quien usted sabe. En consecuen- 
cia, puedo aprender, estoy abierto, tengo pocos años y 
aún me queda mucho por aprender: en ese terreno, de 
verdad, aun cuando tengo dudas, estoy incluso abierto 
a esa posibilidad, pero dudo que desde esos bancos se 
me puedan dar lecciones de progresismo y de socialis- 
mo. &a señora De Palacio Valle-Lersundi: Eso desde lue- 
go; eso sí que no.) Miren, tan es así que mis discursos 
los escribo yo que la termino-logía que he utilizado es 
la misma que utilizamos los socialistas en una moción 
que contribuí a redactar y que aprobaron estas Cortes 
el 28 de junio de 1983; por eso le corrijo la teminolo- 
gía, porque utilizo la misma que hemos venido utilizan- 
do desde 1983. 

Respecto al tema del oscurantismo y de la corrupción 
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si hay que combatir la corrupción y el oscurantismo 
a fondo y no saben hacerlo, desde la oposición les 
enseñamos a hacerlo, lo hacemos juntos, pero no 
planteen ustedes hoy una comisión de investigación 
para explotar un hecho concreto y cuando ven que 
no tienen fondo, una cosa más gorda. Porque todo el 
ejemplo que ha estado usted exponiendo aquí se 
resume en lo siguiente: se tiran adelante en un tema en 
el que creen que van a encontrar materia y cuando ven 
que no la hay, a por otra cosa más gorda, más grave, 
más amplia. Por favor, cuando hablamos de oscuran- 
tismo y cuando hablamos de corrupción tengan uste- 
des la seguridad de que a nuestro lado, si no saben 
hacerlo, lo planteamos juntos, que nosotros de eso sa- 
bemos un poco. (Risas.) 

En último término, los derechos de un Diputado del 
Grupo mayoritario son exactamente iguales, y puede 
expresarse y actuar con la misma libertad desde esta 
tribuna que cualquier Diputado de la oposición. Lo que 
yo he dicho respecto al fondo de la ley usted no me lo 
desmonta. Empeora la eficacia del sistema, plantea pro- 
blemas nuevos, no tiene precedentes en los países de 
nuestro entorno y va en dirección contraria a lo que he- 
mos mantenido siempre. En consecuencia, no cabe más 
que el voto negativo a la toma en consideración. 

Nada más y gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Gracia. iGru- 

Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor 
pos que desean fijar su posición? (Pausa.) 

Rebollo. 

El señor REBOLLO AiVAREZAMANDI: Señor Pre- 
sidente, señorías, quiero empezar estableciendo dos 
precisiones. La primera es que la palabra «Estado» se 
refiere tanto a la Administración central como a la Ad- 
ministración autonómica y a la Administración local. 
Digo esto porque estos términos han sido manejados 
por el representante del Grupo parlamentario de la de- 
recha como si fueran antagónicos, y por eso creo que 
es necesario hacer esa precisión para enteder bien tanto 
la proposición de ley como también todas las disquisi- 
ciones que se han realizado a propósito del sector pú- 
blico. Dentro del sector público, señorías, está la 
Administración funcional del Estado, está la Adminis- 
tración institucional del Estado y está la llamada, en 
sentido estricto, empresa pública. 

Dicho esto, señorías, tenemos que pensar que nues- 
tra Constitución consagra una economía social de mer- 
cado y que, efectivamente, dentro de la Constitución se 
reconoce un papel a la empresa pública, que justamente 
debe de ponerse en relación con esa definición de la eco- 
nomía, economía social de mercado. Creemos que la em- 
presa pública es un instrumento que aporta grandes 
remedios a la reindustralización de regiones con pro- 
blemática industrial o debería aportarlas. 

Creemos que la empresa pública tiene que desempe- 
ñar un papel importante en nuestro país, porque el 
único objetivo de la misma debe consistir en la pro- 

moción del uso eficiente de los recursos comunitarios. 
La empresa pública, aunque puede servir a fines co- 

merciales, produce a la comunidad una rentabilidad so- 
cial indirecta que los productores privados no tienen 
en cuenta, ya que no da lugar a beneficios. 

Por eso nuestro Grupo parlamentario es claramente 
partidario de la empresa pública; y por eso nuestro Gm- 
PO parlamentario cree perfectamente cohonestable el 
objetivo de claridad y transparencia, como decía el re- 
presentante del Grupo Popular, con los principios de 
eficacia, en los que ponía especial énfasis el represen- 
tante del Grupo Socialista, y con esa misión que debie- 
ra de tener la empresa pública. Sin embargo, descen- 
diendo ya brevemente a lo que es el contenido de esta 
proposición de ley que se nos ofrece hoy, vemos que se 
inspira en los siguientes principios: 

El principio de legalidad respecto de la intervención 
pública en la actividad económica -subrayo, en la ac- 
tividad económica- y leo lo que dice la exposición de 
motivos. Sin embargo, la actividad económica no es sólo 
la que se refiere al sector público empresarial o al sec- 
tor público tal como dice en la exposición de motivos 
la proposición de ley, porque, por ejemplo, la política 
monetaria es una parte, y muy importante, de la activi- 
dad económica y no tiene demasiado que ver con la em- 
presa pública. 

Se habla del principio de igualdad que se establece 
en la exposición de motivos sin excepción y, al propug- 
nar un trato igual, olvida que el capitalismo privado, 
el capitalismo de Estado y el capitalismo social respon- 
den a distintas motivaciones y persiguen fondos y fi- 
nes muy diferentes. 

Se habla del principio de eficiencia económica del 
sector público. Pasando por encima de la imprecisión 
que significa esa genérica advocación al sector públi- 
co, si se quiere referir a la empresa, aquí sí se habla 
de que puede desconocerse por razones de interés ge- 
neral, entrando, por tanto, en contradicción con el prin- 
cipio de igualdad que anteriormente se proclamaba. 

Se habla de control parlamentario, que sólo puede 
admitirse dentro de ciertos límites, si no quiere caerse 
en la burocracia y en la ineficacia. 

Se habla de control financiero externo y en el mis- 
mo incluyen al Tribunal de Cuentas, que para mi Gru- 
po parlamentario es parte del control financiero 
interno, llamando control financiero interno a aquel que 
descansa en instituciones constitucionales como es el 
Tribunal de Cuentas, que depende directamente de es- 
te Parlamento. - 
Y se habla de coordinación entre las empresas pú- 

blicas estatales, autonómicas y locales, pero no se ha- 
bla de las autonomías y de los ayuntamientos. 

En el artículo lP, en su apartado 3, se habla de una 
remisión a la normativa comunitaria, pero esto deja sin 
referencias internas claras al resto del artículo y, por 
supuesto, a toda la proposición de ley. 

En el artículo 2.0 hay una diferente definición y con- 
ceptuación de las empresas públicas autonómicas y de 
las locales en los apartados 3.0 y 4P 
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En el artículo 3.0 no se indica qué supuestos pueden 
quedar fuera del apartado 1.0 y dónde queda el princi- 
pio de legalidad. 

En el artículo 4.0 se establece que cada empresa pú- 
blia debe elaborar cada año, para su examen y control 
por el Congreso y el Senado, una memoria, objetivos, 
estados financieros, previsiones, estados de origen y 
aplicación de fondos, y el Gobierno, un estado de cuen- 
tas consolidado por sectores de las empresas públicas 
estatales. En todo caso, la empresa pública debe remi- 
tir al Congreso -aquí se olvida ya del Senado- la mis- 
ma información que las sociedades que cotizan en 
Bolsa, la misma que estas sociedades que cotizan en 
Bolsa están obligadas a remitir a la Comisión Nacio- 
nal del Mercado de Valores. 
Yo dudo, después de leer este precepto, que se conoz- 

ca exactamente la información que se remite a la co- 
misión Nacional del Mercado de Valores, porque si no 
carecería de sentido el precepto. 

Luego se establece el sometimiento a la auditoría ex- 
terna, pero a continuación dispone que tales auditorías 
se remitan al Congreso y al Senado. Es decir, en este 
artículo 4P se establece un control exhaustivo, porme- 
norizado, burocrático y tremendamente coartante de la 
agilidad de la empresa pública. 

En el artículo 8.0 se desconoce la autonomía local. 
En el artículo 9.0 se refiere a Ley de Estado. No sabe- 

mos lo que significa Ley de Estado, porque, como dije 
al principio, Estado es tanto la Administración central 
como la Administración autonómica y la local. 

Y en el artículo 10 se pretende regular la interven- 
ción de empresas, estableciendo que, por ley, se fije el 
plazo de intervención. 

Señorías, cuando se interviene una empresa no se 
puede saber «a priorin por cuánto tiempo puede durar 
esa intervención; es imposible. Tampoco se entiende 
bien cómo pueden participar las comunidades autóno- 
mas en esa intervención. Y cuando habla de las indem- 
nizaciones las refiere a las empresas intervenidas, sin 
saber si son públicas o privadas -parece referirse a 
las privadas-, cuando las indemnizaciones, caso de es- 
tablecerse, normalmente deben hacerlo para aquellos 
que sufren las consecuencias de un estado de cosas que 
es el que precisamente se quiere remediar mediante la 
intervención. 

En el artículo 11 se confunde privatización con diso- 
lución y las causas de esta última son exactamente las 
que recoge el Código de Comercio. 

En el artículo 12 se olvida del principio de legalidad, 
cuando en el Título V se estudian las privatizaciones, 
porque ya no se exige ley, sino acuerdo del Consejo de 
Ministros, en virtud de Real Decreto. Por tanto, hay una 
contradicción clara, a propósito de la privatización, en- 
tre la exposición de motivos y el desarrollo de todo el 
Título V. 

Yo creo, en resumen, señorías, que con esta proposi- 
ción de ley se pierde la ocasión de profundizar en el 
auténtico papel de la empresa pública, en la actual si- 
tuación económica de nuestro país: que se pierde el én- 

fasis en lo que debe de ser esa función de reactivación 
de las regiones más atrasadas de nuestro país; que se 
olvida la rentabilidad social indirecta, del capital indi- 
rectamente productivo que tienen la misión de estable- 
cer las empresas públicas; se olvida que no debe ser 
igual el trato de las empresas públicas grandes que el 
que requieren las empresas pequeñas y medianas; se 
olvida, porque es ridículo el rincón que se le deja, el 
papel de los trabajadores y la posibiliad de su partici- 
pación en una empresa pública de una Eorma más pro- 
funda, más cuantitativa y cualitativamente que el que 
se fija en la proposición de ley. No se habla para nada 
de la concertación como fórmula afortunada de encuen- 
tro entre las distintas administraciones y entre los em- 
presarios públicos y privados con la política económica 
del Estado. 

Señorías -termino-, la mejor de las nacionalizacio- 
nes es la de las iniciativas creadores. Yo en estos mo- 
mentos preguntaría al grupo mayoritario de la Cámara 
y a todos los grupos si es capaz el Estado de inspirar 
un auténtico espíritu reformardor en sus propias em- 
presas, de formular un buen estatuto de dirección y de 
ensayar unas buenas fórmulas de participación de los 
trabajadores. 

Señorías, porque creemos que todas estas finalida- 
des no las reúne la proposición de ley que se somete 
a nuestra aprobación, lamentándolo sinceramente mu- 
cho, nuestro grupo no puede dar su apoyo, simplemen- 
te porque esta proposición de ley no es buena, a la 
propuesta presentada por el Grupo Popular. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Rebollo. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Martínez. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Señor Presidente, se- 
ñorías, habitualmente también nuestro Grupo suele 
apoyar las iniciativas surgidas de la oposición, para con- 
trarrestar la actitud normalmente obstruccionista del 
Grupo mayoritario, pero en esta ocasión hay razones 
formales y también de trasfondo político que nos im- 
piden apoyar la toma en consideración de esta propo- 
sición de ley. 

El primer lugar, una muy sencilla: la de que no se 
trata de una auténtica ley de bases. Creemos que, efec- 
tivamente, hubiese sido mejor técnica legislativa el ha- 
cer una ley de bases para poder servir como 
fundamento a distintos desarrollos, para distintos ti- 
pos de empresas, para distintas situaciones, incluso de- 
sarrollos no sólo legislativos de la Administración 
central, sino legislativos de las comunidades autóno- 
mas, etcétera. Lo correcto hubiese sido una auténtica 
ley de bases. 

Además, nosotros hemos venido reclamando insisten- 
temente un estatuto de la empresa pública, en desarro- 
llo no sólo del artículo 128.2, sino también del 149.18 
de la Constitución, para establecer no sólo los aspec- 
tos de funcionamiento, sino también los aspectos ma- 
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teriales de ese sector público de la economía que no- 
sotros también defendemos. 

También reconocemos que es difícil hacer un esta- 
tuto que englobe a todo el sector público de la econo- 
mía, a todas las empresas públicas, pero creemos que 
es necesario acometer esta tarea. Pero es que esta pro- 
posición de ley de bases no recoge siquiera los elemen- 
tos mínimos de lo que debería ser todo el global de las 
empresas públicas. Creemos que de los cinco títulos que 
contiene hay dos especialmente significativos por su as- 
pecto político, a los que me referiré, como es el título 
de las privatizaciones o de las intervenciones en las em- 
presas, y los otros tres son reproducción, más o menos, 
de legislación en estos momentos vigente. Pero hay in- 
suficiencias en el tratamiento de las diferencias entre 
las distintas empresas, no sólo de su status, de su régi- 
men jurídico, sino diferencias funcionales: aquellas em- 
presas que se destinan a servicios públicos, las 
empresas destinadas a materias estratégicas o simple- 
mente las empresas destinadas a desarrollo regional o 
territorial. Creemos que toda esa diversidad es nece- 
sario contemplarla con sus peculiaridades, incluso or- 
ganizativas, en lo que debían ser bases de las empresas 
públicas, pero también hay que entrar en elementos del 
control de las empresas y se ha hecho referencia a uno 
de ellos, la participación de los trabajadores, que es un 
elemento peculiar. Nuestro país no tiene tradición de 
la participación de los trabajadores en las empresas en 
general, ni siquiera en las empresas públicas. En un sec- 
tor que es de todos los españoles debería haber una ma- 
yor tradición de participación de los trabajadores. Este 
es un aspecto fundamental que en absoluto se contem- 
pla en esta proposición de bases para las empresas pú- 
blicas. Pero hay distintos elementos de ese control del 
Gobierno: control en la decisión, control en los nom- 
bramientos, participación de las comunidades autóno- 
mas, no sólo en aquellas empresas que sean de su 
ámbito, sino también en empresas públicas estatales 
en las que se debe establecer la participación de las co- 
munidades autónomas, como ya existe algún precedente 
en nuestra legislación española, etcétera. Creemos que 
todo eso falta en lo que deben ser las bases de la em- 
presa pública o lo que nosotros llamamos el estatuto 
de la empresa pública. 

Además, creemos que ese estatuto de la empresa pú- 
blica, que es un desarrollo constitucional para estable- 
cer los cauces -si se quiere, también los límites- de 
la Intervención de la Administración en la tarea econó- 
mica de desarrollo del país, debe ser fruto de un con- 
senso, de un acuerdo político y también social. Creemos 
que el texto que se nos ha remitido no es fruto de tipo 
alguno de acuerdo y por esos aspectos formales no po- 
demos apoyar esta proposición de ley. 

Además, hay unos aspectos materiales. Efectivamen- 
te, en el sustrato político del texto hay una intención 
de clarificar como fase previa a la privatización. Creo 
que es descarado. Se limita la creación de empresas, 
los artículos 7P2 y 3.01 son una clara limitación a la po- 
sibilidad de crear empresas; se limita la capacidad de 

maniobra, lo que la Ley de Patrimonio establece en es- 
tos momentos para la participación minoritaria del Es- 
tado se amplía a todo tipo de empresas públicas, no sólo 
a los organismos autónomos sino a las empresas pú- 
blicas; hay una serie de precauciones ante la interven- 
ción de las empresas; hay una conminación a privatizar 
en determinados supuestos, tomados de la legislación 
mercantil -que creemos que no son asumibles desde 
el punto de vista de los servicios públicos-, a aquellas 
empresas que se refieren a servicios públicos, etcétera. 

Por tanto, no compartimos la idea de que la interven- 
ción pública en la economía es meramente subsidiaria 
y residual, que hay que ir liquidándola de la mejor for- 
ma posible, como efectivamente se propone en la pro- 
posición de ley. Nosotros no compartimos esa filosofía, 
creemos que no es hora de liquidar sino todo lo con- 
trario, de potenciar. Además, las experiencias de liqui- 
daciones que está haciendo el Gobierno son de lo más 
nefasto. 

Por ello, aunque estamos de acuerdo con que es ne- 
cesario un estatuto de la empresa pública en este país, 
consideramos que ni el texto ni sus aspectos formales, 
porque no es una auténtica ley de bases, engloban to- 
dos los elementos necesarios que deben contemplarse 
en este tipo de leyes estatutarias, ni siquiera pueden 
servir, a nuestro modo de ver, como base para el deba- 
te. Por tanto, nuestro voto va a ser negativo. Además, 
creemos que si, por razones históricas y culturales, el 
sector público de la economía en nuestro país tiene 
unas determinadas dimensiones, que efectivamente son 
mayores que en otros países, no es algo por lo que de- 
bamos sentirnos avergonzados sino que es un patrimo- 
nio que hemos heredado todos los españoles que, como 
todos los patrimonios, debemos intentar mantener y 
acrecentar. Espero que eso le guste a la derecha. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 

palabra el señor Carrera. 

El señor CARRERA 1 COMES: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, a nuestro entender, es ésta 
una porposición de ley como mínimo importante, ésta 
es nuestra idea, a la que además quizá podríamos aña- 
dir que sin duda es actual, aunque me permitiré recor- 
dar que también es cierto que ya en febrero de 1987, 
nuestro Grupo Parlamentario, entonces Minoría Cata- 
lana, ya presentó una proposición, en ese caso no de 
ley, aprobada por cierto con sólo tres votos en contra, 
en la que se planteaba que, en el plazo de tres meses, 
se realizara un debate con objeto de valorar la situa- 
ción del sector público empresarial, analizar las bases 
de actuación necesarias para afrontar las medidas 
oportunas, a fin de reformar y modernizar las empre- 
sas públicas y definir el papel del sector público en la 
actividad económica. 

Fíjense, señoras y señores Diputados, que estoy ha- 
ciendo referencia a febrero de 1987, casi cinco años 



- 7622 - 
CONGRESO 10 DE DICIEMBRE DE 1991.-NO~. 152 

atrás. El tiempo y los resultados dan la razón a aquel 
debate, y no sólo esto sino que dan pleno respaldo, a 
nuestro entender, a la iniciativa del Grupo Parlamen- 
tario Popular de plantear la proposición de ley sobre 
bases de la empresa pública. Por tanto, vamos a apo- 
yar la toma en consideración de esta proposición de ley. 
No obstante, no vamos a entrar en el análisis de sus tí- 
tulos: otros portavoces parlamentarios lo han hecho y 
me parece correcto, en nuestro caso no lo vamos a ha- 
cer. Entendemos que, en caso de aprobarse la toma en 
consideración, quedaría camino suficiente por recorrer. 
El propio portavoz del grupo que plantea la iniciativa 
ha dejado la puerta abierta a la aportación de todo lo 
que fuera necesario por parte de todos los grupos par- 
lamentarios de esta Cámara. Por tanto, la puerta está 
abierta. Nosotros entendemos que lo importante en este 
trámite no es tanto el debate en profundidad de los pro- 
pios títulos, sino que se tome en consideración esta pro- 
posición de ley para que dé tiempo a que cada uno 
aporte su grano de arena para que esta proposición de 
ley tenga amplitud y quizás las modificaciones nece- 
sarias, como han venido planteando distintos grupos 
que han actuado hasta este momento. Estamos de 
acuerdo, nosotms somos los primeros en reconocer que 
hay títulos o contenido de títulos que discutiríamos a 
fondo para intentar su modificación. No lo hecemos 
ahora; creemos que es importante aprobar el marco, es 
decir, aprobar esta toma en consideración para dar oca- 
sión a que el resto de los grupos pudiera participar en 
un debate en profundidad del contenido de los títulos. 
Porque es cierto -y ésta es la base de nuestro voto fa- 
vorable a la toma en consideración- que el sector pú- 
blico constituye en la actualidad una parcela 
fundamental de la economía, es cierto; que incide en 
su funcionamiento y en el volumen del gasto público, 
también lo es, y también es cierto que carece de claros 
criterios. 

Nos parecen, por otra parte, correctos los principios 
en que está inspirada la presente ley de legalidad, igual- 
dad, eficiencia, control parlamentario, coordinación, 
profesionalización, autonomía y transparencia, porque 
entendemos, además, señoras y señores Diputados, que 
es necesario reordenar y reestructurar el sector públi- 
co empresarial, así como una reconsideración de las ac- 
tuales conductas de las empresas públicas y de las 
autoridades económicas. 

A las nuevas circustancias -y la actuales lo son-, 
debe responder un sector público empresarial de ca- 
racterísticas muy distintas, con criterios de profesio- 
nalidad en la gestión, de transformación tecnológica, 
de mejoras, sin que todo ello implique en algún momen- 
to actuaciones indiscriminadas en perjuicio de otras 
empresas competidoras. Ya dije, y repito, que en este 
trámite mi grupo no va a entrar en el análisi de los tí- 
tulos de la proposición de ley, pero nos parecen sufi- 
cientemente explícitos sus propios enunciados. Los 
principios generales de la iniciativa pública de la acti- 
vidad económica, la forma en que debe desarrollarse 
dicha actividad, la reserva de recursos y servicios esen- 

ciales, la intervención pública de las empresas y la nor- 
mativa a que deben ajustarse las privatizaciones dan 
un contenido suficiente, a nuestro entender, para que 
junto con la necesidad de disponer de unas bases, de- 
mos -repito- nuestro voto favorable a esta toma en 
consideración. 

Nada más. Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Carrera. 
Vamos a proceder a las votaciones. (Pausa.) 

TRAMITACION DIRECTA Y EN LECTURA UNICA DE 
INICIATIVAS LEGISLATIVAS: 

- ACUERDO PARA LA TRAMITACION DIRECTA Y 
EN LECTURA UNICA Y, EN SU CASO, TRAMITA- 
CION POR ESTE PROCEDIMIENTO, DEL PRO- 
YECTO DE LEY DE ARRENDAMIENTOS 
RUSTICOS HISTORICOS (Número de expediente 
1211000070) 

El señor PRESIDENTE Señorías, la Mesa, oída la 
Junta de Portavoces, y de conformidad con lo dispues- 
to en el artículo 150 del Reglamento, ha acordado so- 
meter a la aprobación de la Cámara la tramitación 
directa y en lectura única por el propio Pleno del pro- 
yecto de ley de arrendamientos rústicos históricos. ¿Se 
aprueba? (Asentimienta) 

Queda aprobada la tramitación directa y en lectura 
única por el Pleno de este proyecto de ley. 

PROPOSICIONES DE LEY: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL 
CONGRESO, SOBRE LAS BASES DE LA EMPRE- 
SA PUBLICA (Continuacibn) (Número de expedien- 
te 1221000078) 

Pasamos a la votación relativa a la proposición de ley 
del Grupo Popular sobre las bases de la empresa 
pública. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 253; a favor, 89, en contra, 160 absten- 
ciones, ocha 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada la toma en 
consideración. 

PROPOSICIONES NO DE LEY: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL 
CONGRESO SOBRE MODIFICACION DEL TITU- 
LO V DE LA LEY ORGANICA 1111983, DE 25 DE 
AGOSTO, DE REFORMA UNIVERSITARIA (Núme- 
ro de expediente 1621000151) 
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El señor PRESIDENTE Punto segundo del orden del 
día. 

Proposiciones no de ley. Proposición del Grupo Po- 
pular sobre modificación del Título V de la Ley Orgá- 
nica 1111983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria. 

Tiene la palabra el señor Ollero. (El señor Vicepresi- 
dente, Muñoz García, ocupa la Presidencia.) 

El señor OLLERO TASSARA: Señor Presidente, se- 
ñorías, hace ya ocho años que se promulgó de modo un 
tanto precipitado, con estivalidad y alevosía (digo con 
estivalidad porque, siguiendo una rancia tradición de 
cambios universitarios, la Ley se promulga en agosto, 
que, como es sabido, es el mes de mayor actividad uni- 
versitaria), una Ley de Reforma Universitaria que al pa- 
recer pretendfa una demolición apresurada de 
estructuras para pasar a construir un nuevo edificio, 
lo cual es perfectamente legítimo, especialmente en 
aquella coyuntura de cambio político. 

La verdad es que las prisas para esa demolición fue- 
ron un tanto llamativas y, al cabo del tiempo, no se ob- 
serva que se hayan corregido defectos obvios existentes 
en la Universidad por aquel entonces y, sin embargo, 
para mayor mérito, se ha logrado que surjan problemas 
inéditos. Por otra parte, la Ley, al cabo de ocho años, 
parece marchar un tanto a la deriva, ya que el propio 
Gobierno no está muy satisfecho de su funcionamien- 
to. De vez en cuando dirige guiños a la opinión pública 
sugiriendo que podría modificarla de un momento a 
otro, pero pasa el tiempo y la situación no se corrige. 

Aspectos constructivos de la LRU que siempre hemos 
alabado no llegan a ponerse en práctica. Mi grupo pre- 
sentó aquí una proposición no de ley para que los mó- 
dulos objetivos de capacidad de los centros se 
establecieran con arreglo a la LRU. A estas alturas, a 
pesar de que hubo aprobación por parte de esta Cáma- 
ra, con el voto socialista, todo sigue igual. La Ley pre- 
tendía eliminas la lacra universitaria de los PNN. Esa 
situación, que injustamente maltrataba a buena parte 
de los aspirantes a profesores, ha vuelto a proliferar, 
a pesar de que se habían puesto en marcha terapias de 
caballo, como las idoneidades, discutidas y de efectos 
negativos reconocidos por todos. Se creó la figura del 
profesor asociado, positiva también, pero se ha acaba- 
do desvirtuándola. 

Yo creo que a estas alturas a nadie se le ocurre ya 
someter adiscusión si la LRU era una buena o una ma- 
la ley, porque de ella poco queda. Lo que hoy sí se in- 
tenta es, al menos, evitar algunos de los aspectos 
negativos que ha contribuido a generar. Y la verdad es 
que es un misterio la actitud del Grupo Socialista al 
respecto. Porque esos guiños del señor Ministro ¿son 
opiniones personales suyas, o son la expresión del Par- 
tido y del Grupo Parlamentario del que forma parte? 
¿Pretende de verdad efectuar esos cambios o son cor- 
tinas de humo conlas que aquietar a una opinión afec- 
tada por~esa situación y cada vez más preocupada? 
¿Qué impide que se lleve a cabo esa reforma, si hay Di- 
putados socialistas que en privado no se recatan en ala- 

bar iniciativas de la oposición para que se reforme? Si 
el propio Ministro dice estar de acuerdo en que se re- 
Forme; si se reúne a los Consejos sociales, invento de 
la LRU, para que pidan que se reforme: si se reúne al 
Consejo de Universidades ¿a quién queda por reunir? 
¿Es que el Grupo Parlamentario Socialista se opone a 
que se reforme la LRU? Hoy saldremos de dudas. 

Sobre todo es tanto más llamativo cuanto que hay as- 
pectos que no tienen una característica típica que ha- 
ce que determinadas reformas sean aplazadas << sine 
dien por el Grupo Socialista. Al menos algunas de las 
reformas que lleva consigo esta ley no tienen coste elec- 
toral conocido. Comprendemos, por ejemplo, que el 
Grupo Socialista no se atreva a abordar la selectividad, 
porque eso podría crearle problemas electorales, y eso 
es sagrado, pero que no aborde el cambio de la selec- 
ción del profesorado, a estas alturas, es algo llamativo. 

Por eso presentamos esta proposición que lo que pre- 
tende es que sea el Gobierno el que envíe aquí un pro- 
yecto que reforme su Ley. Por supuesto que si no es así, 
mi Grupo traerá a esta Cámara una proposición de ley. 
Hace ya tres meses que tenemos un borrador articula- 
do que está circulando por las universidades y por sec- 
tores sociales interesados; estamos recibiendo 
sugerencias y lo traeremos aquí si el Gobierno no trae 
antes el proyecto que debería traer, a lo que le invita- 
mos para ahorrar trámites y para que la Universidad 
se beneficie cuanto antes de una reforma inaplazable. 

Porque, por ejemplo, cuando se promulgó la LRU, ha- 
bía una gran discusión sobre si era mejor las oposicio- 
nes o la contratación del profesorado. El Grupo 
Socialista, para acosar a la UCD, estuvo defendiendo 
paladinamente la contratación del profesorado. Al PO- 

CO tiempo llega al poder y pone en marcha un sistema 
que no sólo no tiene nada que ver con la contratación 
del profesorado, sino que es el peor de los sistemas ima- 
ginables dentro del de oposiciones, porque ha dado pa- 
so a una endogamia provinciana absolutamente 
insufrible que todo el mundo reconoce, además, como 
algo que hay que superar de una vez. Fenómeno artifi- 
cialmente provocado desde el Gobierno a través de es- 
te proyecto. Yo creo que hoy tenemos aquí una 
posibilidad de ver si tienen credibilidad los guiños del 
Gobierno en el sentido de que está dispuesto a cam- 
biarlo. 

Nosotros tenemos nuestro propio proyecto; lo trae- 
remos si es necesario. Pensamos que sería razonable 
una habilitación nacional que permitiera que el méri- 
to y la capacidad fuera lo que estableciese el acceso a 
los cuerpos docentes; pensamos que hay que conseguir 
que las universidades ejerzan su autonomía, rescatán- 
dolas del corporativismo al que están sujetas actual- 
mente, que también se conseguiría con ese sistema de 
habilitación; y pensamos que los profesores deben te- 
ner una movilidad que favorezca un afán de promoción 
y de competencia. 

Por otra parte, proponemos también que el Gobier- 
no aborde las pruebas que permiten el acceso a la do- 
cencia universitaria. Yo no sé si sigue habiendo 
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recomendados o no, porque hace tiempo que no exami- 
no, al estar en esta Cámara, pero desde luego el exa- 
men de recomendado típico, el de los chistes, es ése en 
el que un señor llega, en un examen oral, y el catedrá- 
tico o el profesor de turno le dice: Hábleme usted de 
lo que usted quiera, de lo que se sepa. Bueno, pues así 
se selecciona ahora el profesorado en España. No se les 
exige ni siquiera lo que se les exige a los alumnos. Yo 
esta mañana, en una universidad de la Comunidad Autó- 
noma de Madrid, les decía a los alumnos: Sean imagi- 
nativos, pidan la luna, pidan que a ustedes les exijan 
para aprobar lo mismo que a sus profesores, examinar- 
se de lo que les dé la gana y sólo de eso. Así es como 
se selecciona hoy al profesorado. 

Pedimos que haya pruebas serias, que permitan, en- 
tre otras cosas, contrastar el dominio del programa de 
la asignatura, que haya ejercicios prácticos, que están 
ausentes actualmente en la práctica también, y que se 
evite la reiteración de esas pruebas. No entendemos por 
qué un universitario que, por ejemplo, para ser profe- 
sor titular, ha superado determinadas pruebas, tenga 
que reiterarlas para ser catedrático. Nos parece que eso 
es un masoquismo, un afán de convertir en ordalía lo 
que debe ser una prueba racional. En todo caso, nos 
limitamos al enunciado de la proposición, concursos 
capaces de evaluar el mérito y la capacidad. Los que 
hay ahora, probablemente, no lo son. 

Ya he aludido antes a que las discutidas idoneidades 
no acabaron con la plaga de los PNN, que era precisa- 
mente su presunta justificación. Sirvieron para conver- 
tir en funcionarios a una pléyade de aspirantes a 
profesores que no habían tenido ocasión de mostrar ca- 
pacidad alguna; quizá la tenían, pero no habían tenido 
ocasión de demostrarla, desde luego. 

Lamentables errores de la Ley, quizá por ser tan apre- 
surada, como, por ejemplo, el contemplar profesores 
asociados sin dedicación, a tiempo parcial, como exi- 
gía la propia concepción de la Ley, ha llevado a que se 
disfrace a profesores asociados a alumnos que acaban 
de terminar la licenciatura, que no tienen experiencia 
profesional ninguna, o bien, a profesionales que aban- 
donan la profesión, al parecer, para dedicarse a dar cla- 
ses, con lo cual, en vez de aportar experiencia, lo que 
aportan es mala teoría. Hasta los consejos sociales, no 
sé si por indicación del Ministerio, han acabado pidien- 
do en estos días que se modifique esta concepción erró- 
nea del asociado en la Ley que sólo ha servido para 
disfrazar PNN masivamente. 

Pensamos también que hay que modificar -y lo pe- 
dimos así- los cuerpos de profesorado previstos en la 
Ley, que demuestran -aprovecho para señalarlo- la 
imprevisión de la propia Ley. Porque resulta llamativo 
que se haga una Ley, se diseñen unos cuerpos y, a los 
pocos días, la reforma de los títulos universitarios, que 
es algo así como el emblema de la reforma universita- 
ria socialista, insista fundamentalmente en que los cen- 
tros universitarios no deben vincularse a los títulos. Y 
resulta, sin embargo, que el profesorado, en vez de vin- 
cularse a esos títulos, se vincula a unos centros dividi- 

dos, no se sabe ya por qué, en escuelas universitarias, 
facultades, etcétera. Pensamos que deben ser las exi- 
gencias de la docencia y la investigación y no una dife- 
rencia de centros, que ha quedado totalmente anulada 
en la práctica, la que marque los cuerpos existentes. Por 
nuestra parte, aunque eso no está hoy a discusión, con 
que fueran tres serían más que suficientes: titulares, 
catedráticos y otro cuerpo para contemplar situaciones 
peculiares que no exigen la titulación que se les pide 
a los cuerpos anteriores. 

Por fin, queremos insistir en la necesidad de acabar 
de una vez con esa empobrecedora jubilación prema- 
tura del profesorado, que es objeto por cierto de fre- 
cuentes guiños del Ministro, aunque a estas alturas 
nadie sabe qué es lo que el Ministro piensa hacer. Na- 
die sabe si va a restituir la jubilación a los setenta años, 
si va a buscar una fórmula intermedia. Lo único que 
ha hecho es una cómica reforma de la regulación de los 
profesores eméritos. Nuestro Grupo ha propuesto que 
se vuelva a los setenta años, ha propuesto hace días que 
se ponga los sesenta y ocho, mediante una fórmula tran- 
sitoria, y lo único que ha conseguido es que uno de los 
Diputados más rigurosos del Grupo Socialista reconoz- 
ca públicamente que el problema es planteable. Si el 
problema es planteable, planteémoslo hoy, y espero que 
no falte el voto socialista para pedir al Gobierno que 
plantee de una vez la eliminación de esa situación. 

Esta proposición no de ley pretende expresar la vo- 
luntad de mi Grupo para que se eviten estropicios co- 
mo los que se están produciendo día a día en la 
Universidad, aunque inevitablemente va a servir tam- 
bién para que tengamos noticia en esta Cámara de si 
el Gobierno, en ese afán de consensuar, está incluso dis- 
puesto a consensuar con el Grupo Socialista, cosa que 
en este momento ignoramos. Sabemos que quiere con- 
sensuar, o aparentarlo, con los consejos sociales, y los 
reúne y les hace pedir una parte del libreto. Parece que 
también quiere consensuar con el Consejo de Univer- 
sidades, lo va a reunir y esperamos que también algu- 
nos actores, quizá el mismo Presidente del Consejo que 
es el Ministro, acaben proponiendo algunas reformas. 
Lo que no sabemos es si el Gobierno va a consensuar 
algo de la reforma universitaria con el Grupo Socialis- 
ta, y de ahí nuestro interés por saber cuál es su actitud. 

¿Tiene libertad el Grupo Socialista para, en esa eclo- 
sión de opiniones sociales, decirle al Gobierno lo que 
piensan los Diputados socialistas sobre la Universidad, 
o no llega a eso su libertad? 

El señor VICEPRESIDENTE (Muiioz García): Señor 

El señor OLLERO TASSARA: Voy a terminar, señor 
Presidente. , 

¿Le ha conferido el Gobierno, en este reparto de pa- 
peles que tiene montado, alguna frase o coma del libreto 
al Grupo Socialista para que la aporte, o simplemente 
la función del Grupo Socialista es esperar callado, de- 
jar que todo el mundo hable y, cuando hable el Gobier- 
no, decir amén? 

Ollero, le ruego concluya. 
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Tenemos dudas sobre cuál es el alcance, pero si fue- 
ra así, la postura de hoy del Grupo Socialista nos ilu- 
minará, por lo menos, sobre la credibilidad del propio 
Gobierno, porque si la función del Grupo Socialista es 
simplemente servir de furgón de cola al séquito minis- 
terial, si hoy no votara a favor, ya sabemos que el Mi- 
nisterio no está por la reforma de la LRU. 

Nada más, muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Ollero. ¿Grupos que deseen intervenir en el 
debate? (Pausa.) 

Por el Grupo Mixto, tiene la palabra la señora Men- 
dizábal. 

La señora MENDIZABAL GOROSTIAGA: Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Sólo haré una breve intervención para hacer constar 
que, efectivamente, como ha dicho el proponente, exis- 
te un cierto malestar o, podríamos decir, un cierto 
acuerdo dentro de los círculos académicos respecto a 
las deficiencias o lagunas que han surgido con la apli- 
cación de la Ley de Reforma Universitaria. 

Las críticas respecto al sistema de selección son bas- 
tante numerosas y está claro que en algunos casos ha 
habido una cierta endogamia, pero tampoco tenemos 
que olvidar otros antiguos sistemas que nos hacían ha- 
blar también de un cierto tipo de feudalismo académi- 
co. Por otra parte, también está claro que la LRU no ha 
servido para alcanzar los niveles de calidad científica, 
académica y docente que pudieran ser deseables, pero 
quizá esto es problema de falta de recursos que, en mu- 
chos casos, ha kcho  que la vida universitaria no resulte 
atractiva. 

Dicho esto, y estando de acuerdo en todos estos de- 
fectos, pensamos que no es éste el momento para ha- 
cer esta proposición no de ley ya que parece que hay 
una propuesta del Ministerio y, de hecho, como bien ha 
dicho el proponente, se están reuniendo los consejos so- 
ciales y hay un pleno del Consejo de Universiddes la 
próxima semana. Creo que sería el momento de poder 
escuchar a los foros académicos y universitarios y por 
eso sería conveniente esperar. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo del CDS tiene la palabra el señor Souto. 
cias, señora Mendizábal. 

El señor SOUTO PAZ: Señor Presidente, señorías, voy 
a fijar muy brevemente la posición de mi Grupo Parla- 
mentario en relación con la proposición no de ley del 
Grupo Parlamentario Popular relativa a la modificación 
del título V de la Ley Orgánica de Reforma Univer- 
sitaria. 

Antes de nada, quisiera manifestar que la proposición 
que realiza el Grupo Popular me parece que coincide 
plenamente con el Gobienro en el intento de reformar 
este título de la Ley Orgánica. Por la coincidencia de 

presentación de la proposición y de la idea guberna- 
mental de trasladar una iniciativa semejante ante el 
Consejo de Universidades, parece que hay coinciden- 
cia básica en el planteamiento de reforma de este títu- 
lo de la Ley. Ello no es extraño porque es necesaria la 
reforma de este título, dado que el planteamiento que 
se ha hecho en la Ley, con muy buena intención proba- 
blemente, en la realidad ha fracasado. Ha fracasado 
porque se han hecho cuatro categorías docentes: cate- 
dráticos y profesores titulares, profesores ayudantes y 
profesores asociados, que en parte por el propio plan- 
teamiento que se hace en la Ley, y en parte por la mala 
incardinación en la realidad social universitaria, son 
categorías que, hoy en día, están absolutamente desa- 
justadas en relación con lo que preveía la propia Ley. 

De entrada hay que decir que no era necesario hacer 
la matización o distinción entre catedráticos y profe- 
sores titulares porque, de hecho, la Ley de Reforma Uni- 
versitaria ya había procedido a la unificación, creando 
una sola categoría docente, dado que la función atri- 
buida, tanto a los catedráticos como a los profesores 
titulares, era la plena capacidad docente e investigado- 
ra. Desde el punto de vista organizativo no se entiende 
cómo, teniendo la misma función, pueda haber dos ca- 
tegorías distintas. Se ha hecho incluso un cierto ejer- 
cicio hermenéutico de investigar, a lo largo de la Ley, 
dónde estaban las diferencias entre los catedráticos y 
los profesores titulares, y se ha llegado a la conclusión 
de que, salvo el hecho de que se pueden postular para 
el cargo de rector, no existe ninguna otra diferencia que 
otro hecho que sí puede ser un agravio para los profe- 
sores titulares, y es que teniendo la misma función, la 
misma responsabilidad docente, sin embargo cobran 
menos. El tema económico yo creo que es el único que 
diferencia, hoy en día, a los catedráticos de los profe- 
sores titulares. Por tanto, la formulación que se hace 
de este planteamiento en la Ley nos parece innecesa- 
rio. Se podría haber llegado ya a la unificación y, en 
todo caso, mantener la figura de catedrático a título de 
condición personal, que es lo que se ha hecho en la 
LOGSE a propósito de los catedráticos de bachillerato. 

Por lo que se refiere a la figura del profesor ayudan- 
te, es una figura que ha nacido con un corsé de tal mag- 
nitud que lo que debería estar pensado para formar 
profesores se ha convertido en prácticamente inutili- 
zable, porque para poder acceder a la condición de pro- 
fesor ayudante se requiere tener realizados los cursos 
monográficos de doctorado, dos años de investigación 
y, además, sólo se puede estar tres años en la condición 
de profesor ayudante. Prácticamente es una figura que 
hoy se da en la Universidad como una rara especie por- 
que, en cuanto se consigue tener los requisitos, auto- 
máticamente se pasa a perder la condición. ¿Y qué ha 
ocurrido? Pues que una figura realmente interesante, 
como era la del profesor asociado, que pretendía traer 
a la Universidad a profesionales que pudieran enrique- 
cer a los alumnos con su experiencia (por tanto habría 
que buscar a prestigiosas personas que hubieran des- 
tacado en la vida profesional e incorporarlos a la Uni- 
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versidad bajo esta figura de profesor asociado) se ha 
devaluado de tal manera que quienes no tienen expe- 
riencia profesional, por tanto tampoco prestigio, y tam- 
poco tienen experiencia académica, por tanto tampoco 
prestigio académico todavía, quizá lo tengan en su día, 
son las personas que hoy en día son nombrados profe- 
sores asociados. Por una razón muy sencilla, porque el 
licenciado que comienza en la Universidad no tiene nin- 
guna figura docente a la que se pueda adaptar. Por tan- 
to, las categorías que se han establecido en la Ley han 
fracasado desde el punto de vista de la operatividad uni- 
versitaria. Por ello es lógico que se piense en una re- 
forma. Incluso en los medios de comunicación se dice 
que en el propio Ministerio se está hablando de la crea- 
ción de nuevas figuras para suplir las deficiencias del 
sistema actual. 

Por otro lado, ya se ha hablado -y es moneda corrien- 
te en la Universidad- del fracaso del sistema de selec- 
ción, porque al hecho del localismo, de la celebración 
en cada Universidad de los llamados concursos de opo- 
sición, se une la selección de los miembros de la comi- 
sión, en que el 40 por ciento automáticamente está 
vinculado a la Universidad de origen. El resultado de 
todo esto es muy sencillo, es la endogamia. Hoy en día 
es difícil entrar en una Universidad si no se pertenece 
a ella. Por tanto, los concursos públicos y con posibili- 
dad de oferta para todos los profesores, al final, se sa- 
be que tienen nombres y apellidos, y no tanto por 
militancias políticas sino simplemente por un proceso 
endogámico universitario que es necesario superar. 

Pero hay una nueva realidad que también exige que 
se plantee el tema del profesorado universitario con ur- 
gencia, y es el hecho de la regulación últimamente de 
las universidades privadas. Es preocupante que el de- 
creto que regula los requisitos mínimos de las univer- 
sidades con carácter general y en concreto de las 
universidades privadas, al hablar del profesorado, sea 
exigente en cuanto al profesorado de la Universidad pú- 
blica y no lo sea en relación con la Universidad priva- 
da. Simplemente en relación, por ejemplo, con la 
diplomatura, primer ciclo universitario, se exige que el 
30 por ciento sean doctores y el 70 por ciento pueden 
ser licenciados. Difícilmente se puede concebir una Uni- 
versidad privada que investigue, una Universidad pri- 
vada donde riealmente el profesorado tenga una 
cualificación equivalente al de la universidad pública 
si se mantienen las cosas tal cual. 

En consecuencia, mi Grupo Parlamentario conside- 
ra necesario encontrar una vía de homologación del 
profesorado para que no haya discriminaciones entre 
el sector púbico y el sector privado y, por tanto, pueda 
haber un mercado común de profesorado que puede es- 
tar tanto en la Univesidad pública como en la privada. 
En este sentido ya en el mes de junio, en una compare- 
cencia del señor Ministro en Comisión, apuntamos la 
posibilidad de que hubiera una habilitación a nivel na- 
cional para que se garantizase, por un lado, la calidad 
docente y se facilitase, por otro lado, la profesionaliza- 
ción de los docentes universitarios, que permitiese que 

el concurso que se realizase en cada Universidad fuera 
simplemente la consecuencia de seleccionar entre los 
que previamente han sido ya seleccionados: habilitación 
que parece que ha sido asumida por el Ministerio y hoy 
también he escuchado estas mismas palabras de labios 
del representante del Grupo Popular. 

Creo que si hay consenso en torno a la modificación 
de las categorías docentes: si hay consenso en cuenta 
a la selección del profesorado, abriendo esta vía que 
permita seleccionar profesorado que no sólo tenga cua- 
lidades docentes y competencia docente, sino que ade- 
más conozca la asignatura, que es un problema que hoy 
en día no se puede demostrar (aunque pueda ser cier- 
to que los que aprueban una oposición sepan la asig- 
natura, sin embargo, no hay ejercicios, no hay pruebas 
que garanticen que conocen la disciplina), para garan- 
tizar la calidad docente con este sistema de habilita- 
ción u otro que pueda resultar adecuado, ello redunda- 
ría claramente en favor de la calidad docente, de la ca- 
lidad de la enseñanza en la Universidad y sería muy fa- 
vorable para su funcionamiento. 

Por todo ello y porque consideramos que esta propo- 
sición no de ley puede encontrar un amplio consenso 
con lo que son hoy en día iniciativas del Gobierno en 
la materia, nosotros vamos a apoyarla esperando que, 
independientemente de los resultados que se obtengan 
en esta Cámara, muy pronto el problema que se plan- 
tea se pueda resolver por el bien de la Universidad, que 
es lo que interesa en cuanto que se trate de un servicio 
público que los ciudadanos tienen derecho a deman- 
dar que funcione lo mejor posible. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
cias, señor Souto. 

lunya, tiene la palabra el señor Garzón. 

El señor GARZON GARZON: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Brevemente, voy a fijar la posición de mi Grupo en 
relación a la proposición no de ley presentada por el 
Grupo Parlamentario Popular, en la que se solicita una 
modificación del título V de la Ley Orgánica de Refor- 
ma Universitaria. 

Anticiparé que mi Grupo se va a abstener fundamen- 
talmente por las siguientes razones. Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya está de acuerdo en parte de la 
proposición no de ley que plantea el Grupo Popular, en 
concreto en la necesidad de que hay que modificar sus- 
tancialmente la regulación del profesorado universita- 
rio y que éste evidentemente debe responder a 
exigencias funcionales. Pero el problema no está en las 
soluciones que atisbo que apunta el Grupo Popular en 
las propuestas que siguen a continuación. Cuando se 
presente el proyecto de modificación por parte del Go- 
bierno o, si éste no lo hace, cuando, como ha anuncia- 
do el portavoz del Grupo Popular, ellos planteen -como 
piensan- una proposición de ley que modifique este 
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título V, Izquierda Unida planteará en ese momento las 
propuestas concretas, porque estando de acuerdo en la 
necesidad de modificarlo, sin embargo no lo estamos 
en algunas propuestas que aquí se avanzan. 

Por lo que se refiere al tema de la carrera académi- 
ca, apuntaríamos que normalmente, si no se especifi- 
ca en qué consiste, qué contenidos tiene, difícilmente 
coincidiremos con el concepto de carrera académica 
que plantea el Grupo Popular, máxime cuando mezcla 
con esto la movilidad del profesorado, que no entende- 
mos que tenga mucho que ver con la carrera académi- 
ca, pues son temas distintos. Si esto lo plantea en su 
proposición de ley, posiblemente al desarrollarla este- 
mos de acuerdo o no; esperaremos bien a su proposi- 
ción de ley, bien al proyecto del Gobierno. 

Concretamente hace énfasis en la cuestión de la en- 
dogamia. Nosotros entendemos que ese no es un pro- 
ducto de ahora, sino bastante anterior, y sin embargo 
no plantea una modificación para solucionar este pro- 
blema. Aquí hablan de un concurso. Izquierda Unida no 
está de acuerdo con los concursos hasta que no se mo- 
difique la actual selección del profesorado universita- 
rio. Y hay expresiones muy curiosas. Hace poco un 
profesor de universidad decía: «Deme usted tres per- 
sonas de un tribunal y yo haré de un poste un catedrá- 
tico o un profesor titular de universidad». Evidente- 
mente este problema no se soluciona, ni se solucionó 
antes ni se solucionará, si no se modifica profundamen- 
te el actual sistema de selección para el acceso del pro- 
fesorado a la universidad. 

Por último, vuelve a plantear el tema de la jubilación. 
Como es conocido por el Grupo Popular, nosotros no 
estamos de acuerdo en que se amplie la jubilación obli- 
gatoria a los 70 años. De ahí que entendamos que es otro 
aspecto negativo, si se vuelve a mantener en la propo- 
sición no de ley o en la modificación del título V, que 
se refiere a la situación del profesorado universitario. 

Por todo ello, al entender que hay dos aspectos en los 
que tenemos bastantes dudas, en los que estamos en 
total desacuerdo, aunque hay otros dos en los que po- 
dríamos coincidir en su línea genérica, nos vamos a abs- 
tener y esperamos que el Gobierno tome la decisión de 
enviar rápidamente a la Cámara este proyecto de ley 
modificando el título V. Si no es así, y el Grupo Parla- 
mentario Popular cumple su promesa de presentar la 
proposición de ley, haríamos enmiendas concretas al 
articulado que planteen. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 
cias, señor Garzón. 

palabra la señora Cuenca. 

La señora CUENCA 1 VALER0 Gracias, señor Pre- 
sidente. 

La posición de mi Grupo Parlamentario en este te- 
ma la conocen SS. SS., puesto que esta proposición no 
de ley viene a ser el resumen de otras iniciativas, bien 

como proposición no de ley incluso como interpelación, 
presentadas por el Grupo Popular y por algún otro Gru- 
po de esta Cámara, sobre el título V, que es el que re- 
gula el profesorado universitario. 

Señorías, estoy de acuerdo con el protavoz del Gru- 
po Popular en que la Ley de Reforma Universitaria tie- 
ne aspectos que deben mejorarse. Estoy de acuerdo 
también en que faltan por desarrollar algunos aspec- 
tos de la Ley de Reforma Universitaria como los que 
el señor Ollero ha enumerado aquí, aunque en realidad 
no tienen relación con el tema objeto de la proposición 
no de ley, como son la ley que regula e1 acceso a la uni- 
versidad o la fijación, por ejemplo, de los módulos ob- 
jetivos de capacidad de las universidades. Estos son 
otros aspectos. Mi Grupo Parlamentario los ha pedido 
también al Gobierno en esta Cámara para que regule 
y cumpla en desarrollo de la Ley de Reforma Universi- 
taria, pero son temas tangenciales a la proposición no 
de ley que hoy estamos discutiendo. 

Ciñéndome a ella, hay aspectos diferentes en esta pro- 
posición no de ley. Los cuatro cuerpos docentes creo 
que es uno de los temas más claros de la Ley de Refor- 
ma Universitaria que habría de reformarse, puesto que 
no está cumpliendo la finalidad marcada en la Ley. Se- 
guramente podrían ser reconducidos sin necesidad de 
proceder a modificar la Ley de Reforma Universitaria 
que es orgánica y que lleva ocho años vigente. En todo 
caso deberíamos asegurarnos de si, sin modificar la 
Ley, no es posible mejorar o arreglar este aspecto de 
los cuerpos docentes. 

Respecto a la movilidad, señorías, creo que no voy a 
decir nada que no se haya dicho ya en esta Cámara. Si 
es posible mejorar la carrera universitaria, si es posi- 
ble la movilidad sin las pegas y los defectos que pue- 
dan existir hoy, de acuerdo. Pero de esto a deducir que 
el sistema de la Ley de Reforma Universitaria ha pro- 
ducido más endogamia que el sistema precedente, se- 
ñorías, mi Grupo Parlamentario no está de acuerdo. 
Además, hay muchas universidades que no están de 
acuerdo. No me voy a erigir en representante ni en pro- 
tavoz de una ni de otras. Lo que sí digo, señor Ollero, 
es que hay muchas universidades que no están de acuer- 
do, y que profesores que son catedrátricos -no por la 
vía de idoneidad- han escrito artículos en la prensa 
en el sentido de que, aunque seguramente no es perfec- 
to, lo que había antes era tan perceptible como lo que 
existe hoy. Yo no sé si la endogamia es mayor porque 
intervengan en ia comisión dos profesores designados 
por la Universidad, que pueden ser de cualquier área, 
a que intervengan cinco por sorteo de la misma área. 
Me parece que se produce menos endoganiia y una va- 
loración más objetiva si en ella pueden intervenir pro- 
fesores o catedráticos de otras áreas y no de la misma 
del candidato que se trata de juzgar. Por tanto, quizá 
sí debería modificarse la movilidad para que realmen- 
te sea más eficaz, pero no para volver al sistema ante- 
rior -por algo se modificó-, que creo que no era en 
absoluto mejor que el que regul6 la Ley de Reforma Uni- 
versitaria. 
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En cuanto a la selección, señor Ollero, le diría que 
si usted está de acuerdo con un proyecto que circula 
en el sentido de habilitar a los titulares con una habili- 
tación que el Ministerio ha de dar para que sean siem- 
pre candidatos en expectativa de destino, y en definitiva 
es la Universidad la que tiene que aceptarlos o no, veo 
que es un sistema que va a tener una colección de per- 
sonas competentes pero totalmente descontentas. Por 
tanto, tampoco vamos a mejorar el profesorado univer- 
sitario ejerciente. Seguramente en expectativa de des- 
tino quizá sí, si es que este sistema de la habilitación 
se llega a diseñar bien y cumple el objetivo de la com- 
petencia del profesorado. 

Sobre el punto de la jubilación prematura, mi Gru- 
po Parlamentario está de acuerdo, si no en la fórmula 
de alargar la jubilación -que quizá sí-, en regular de 
diferente manera el profesor emérito para que todo 
aquel profesor que esté en plenitud de capacidad inte- 
lectual y académica pueda seguir impartiendo sus cla- 
ses en la Universidad, siendo profesor o investigador. 
El sistema que existe actualmente de fijar un porcen- 
taje, me parece que no es cuestión de porcentaje, sino 
que puedan acceder todos aquellos que, estando en per- 
fectas condiciones, puedan y lo deseen continuar en la 
Universidad. 

Señor Ollero, a veces me da la impresión de que us- 
ted se erige en representante de universidades. Como 
le decía antes, no sé de cuáles. Yo no creo que la Ley 
de Reforma Universitaria marche a la deriva ni que las 
universidades vayan a la deriva, ni muchísimo menos. 
Yo conozco profesores de mucho prestigio -creo que 
usted también- que han accedido mediante el sistema 
de idoneidad que son fundamentales para el funciona- 
miento de la universidad. Por tanto, en todo caso, esta- 
blezca usted alguna excepción. Yo creo que la Ley de 
Reforma Universitaria no ha hecho marchar a la deri- 
va a las universidades, sino, al contrario, las universi- 
dades han mejorado mucho. Usted me dirá que no y yo 
le digo que las que conozco han mejorado en profundi- 
dad y espero que puedan seguir haciéndolo. 

Usted decía que los consejos sociales se reúnen para 
pedir la reforma. La noticia que yo tengo -y le voy a 
hablar de las universidades catalanas- es que ningún 
consejo de las universidades de esa Comunidad se ha 
reunido para pedir ninguna modificación de la Ley de 
Reforma Universitaria y que el Consejo de Universida- 
des se va a reunir el día 18 para estudiar un documen- 
to, al cual el señor Ministro se comprometió en esta 
Cámara después de sucesivas peticiones de su Grupo, 
señalando los desastres de la Ley de Reforma Univer- 
sitaria. 

Mi Grupo Parlamentario, señor Ollero, se va a abste- 
ner, puesto que en algunos aspectos de su proposición 
no de ley estamos de acuerdo. En todo caso, lo que nos 
gustaría es que cualquier modificación de la Ley de Re- 
forma Universitaria fuera objeto de un debate en pro- 
fundidad en el Consejo de Universidades, que ha de ser 
previo a su entrada en esta Cámara, porque, si no, son 
opiniones -la suya, la de mi Grupo Parlamentario- 

y, en todo caso, ni su Grupo Parlamentario ni el nues- 
tro creo que pueden ser portavoces de lo que está pa- 
sando en las universidades. Al menos las que yo conozco 
no se sentirían representadas por las palabras que us- 
ted ha dicho aquí esta tarde. 

Estamos de acuerdo, señor Ollero, con la carrera aca- 
démica efectiva, por supuesto que sí; con suprimir ca- 
tegorías docentes o reformarlas; con que se ha de 
evaluar el mérito y la capacidad, también, y creemos 
que ahora es así. También estamos de acuerdo, señor 
Ollero, y en su intervención no lo he oído en ningún mo- 
mento, en que las universidades asuman su autonomía, 
que muchas veces no lo hacen. Quizá por aquí venga 
la petición de reforma, porque siempre es mucho más 
sencillo que el Ministerio de Educación decida por las 
universidades. Y algunas universidades quizá lo desean, 
pero, al menos, dejemos que las que quieren ejercer su 
autonomía puedan hacerlo en el marco de la Ley de Re- 
forma Universitaria. 

Repito, señorías, mi Grupo Parlamentario va a abs- 
tenerse y, en todo caso, si esta proposición no de ley fue- 
se aprobada, esperamos que en aquellos puntos que no 
somos coincidentes podamos presentar las oportunas 
enmiendas en el sentido que acabo de expresar. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Socialista tiene la palabra el señor Lazo. 
cias, señora Cuenca. 

El señor LAZO DIAZ: Señor Presidente, señoras y se- 
ñores Diputados, el Grupo Socialista, como es natural, 
ha escuchado con atención las palabras del señor Olle- 
ro. Con anterioridad había estudiado también atenta- 
mente el texto escrito de la proposición del Grupo 
Popular. Ustedes ya han visto, por lo que llevamos de 
debate, que se trata de una propuesta para modificar 
determinados artículos de la LRU que hacen referen- 
cia al profesorado. 

La verdad es que tanto las palabras del señor Ollero 
como el texto de la proposición contienen una serie de 
consideraciones y de ideas, incluso una serie de pro- 
puestas que son razonables y que, por tanto, en princi- 
pio, en teoría, podían ser aceptables. Pero también es 
cierto que el texto de la proposición no de ley contiene 
exageraciones y, sobre todo, parte de un supuesto que, 
a nuestro entender, no solamente es equivocado sino, 
además, injusto. Lo que ocurre es que lo que podríamos 
llamar la parte aceptable o razonable de la proposición 
no de ley del Grupo Popular -y de ello voy a hablar 
sobre todo al final- en estos momentos se nos apare- 
ce como innecesaria. Resulta, por tanto, inoportuna y, 
en consecuencia, el Grupo Parlamentario Socialista vo- 
tará en sentido negativo al conjunto de la proposición. 

Voy a intentar ser lo más claro posible, lo más carte- 
siano posible para ver si disipo los misterios a los que 
se ha referido el señor Ollero con esa extraña filosofía 
política en torno a las relaciones del Gobierno y el Par- 
tido que lo apoya. 
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La proposición no de ley parte toda ella del supues- 
to -es como la piedra angular, y esto es lo que consi- 
deramos equivocado e injusto- de que en España 
tenemos una mala Universidad, de que se imparte una 
mala enseñanza y que contamos con un profesorado con 
falta de calidad Se añade a continuación que de todo 
ello tiene la culpa la LRU y, como no podía ser menos, 
en consecuencia, el propio Gobierno socialista. Inclu- 
so si se lee con un poco de atención el texto de la pro- 
posición no de ley y si se escuchan con un poco de 
atención las palabras del señor Ollero, tanto hoy como 
en otras intervenciones anteriores, es posible descubrir 
un cierto despnxio hacia el profesorado universitario 
español, como cuando -y ustedes podrán comprobar- 
lo en el texto que seguramente tendrán delante- se lla- 
ma a estos profesores que opositan «artistas». Se dice: 
los «artistas» se hacen la oposición a su gusta Este tér- 
mino de «artistas», que se emplea en la proposición no 
de ley, no creo que sea muy adecuado, muy correcto y 
muy honorable 

La representación del Grupo Catalán lo ha dicho. Yo 
no sé en qué universidad estará pensando el redactor 
de la proposición no de ley del Grupo Popular. Cual- 
quiera que conazca la mayoría de las universidades que 
hay hoy en España comprobará que nunca, por lo que 
se refiere a la enseñanza y por lo que se refiere a la in- 
vestigación, se ha tenido un nivel más alto del que se 
tiene ahora. Para una Universidad con malos profeso- 
res, para una Universidad con nula investigación, la Uni- 
versidad de los años sesenta, que la mayoría de los que 
estamos aquí conocimos y que seguramente conoció y 
sufrió también el señor Ollera Y eso por no hablar de 
la Universidad absolutamente impresentable y bochor- 
nosa de los años cincuenta y no digamos nada de los 
años cuarenta. Pero a partir de comienzos de los años 
setenta -fíjense SS. SS. que no intento adornar con plu- 
mas ajenas al Gobierno socialista por la fecha-, por 
lo que se refiere a la calidad de la enseñanza y por lo 
que se refiere a la seriedad de la investigación, en las 
aulas universitarias españolas se produce una mejora 
espectacular. Hoy nuestros pmfesores, nuestros inves- 
tigadores que acuden a los congresos, que acuden a los 
simposios, que acuden a los encuentros internaciona- 
les, diga lo que diga el Grupo Popular, no están en un 
nivel inferior, ni mucho menos, al resto de los profeso- 
res y al resto de los investigadores de las universida- 
des del mundo civilizado. 

Sobre esta base -insisto- equivocada y, a nuestro 
entender, injusta es sobre la que se monta la proposi- 
ción no de ley y se coloca un primer pilar donde se ha- 
bla de endogamia en la selección del profesorado. La 
palabra ha salido a lo largo del debate en varias oca- 
siones. ¿En qué consiste supuestamente esta endoga- 
mia? Se dice que los profesores que seleccionan los 
departamentos o las universidades para cubrir las pla- 
zas necesarias son casi siempre -ésa sería la 
endogamia- profesores que surgen de esa misma uni- 
versidad, y este hecho se considera como algo perver- 
so, se considera como algo no deseable. ¿Por qué esto 

es perverso? ¿Por qué es malo que quien ha estudiado 
en un departamento o quien ha iniciado en un depar- 
tamento su carrera académica, quien ha leído allí su 
tesis de licenciatura, quien ha elaborado allí su tesis 
doctoral se convierta en profesor de esa universidad? 
¿Por qué es malo eso y es bueno que venga un profesor 
de fuera? En realidad no hay explicación. Nunca se ha 
explicado por qué una cosa es buena y la otra es mala. 
La bondad o la maldad de un profesor viene dada no 
porque salga de una universidad o porque venga de fue- 
ra de esa universidad, sino que viene dada por su cali- 
dad, por su calidad docente y por su calidad 
investigadora. Para endogamia -y aquí se han hecho 
varias referencias al tema- la que había antes de la 
LRU, una endogamia de escuela: o se pertenecía a una 
determinada escuela o no había manera de llegar a ser 
catedrático, y si se pertenecía a una determinada escue- 
la se sabía que se tenía la cátedra asegurada. Endoga- 
mia a veces, en el sentido literal del término. Se hablaba, 
se comentaba, era de sobra conocido cómo en determi- 
nadas disciplinas, en determinadas asignaturas, cuan- 
do se repasaba la lista de los catedráticos de España 
que la componían uno se encontraba con que casi to- 
dos ellos tenían los mismos apellidos. Aquello sí que 
era endogamia, anterior a la LRU. (Un señor Diputado: 
i Muy bien!) 

Se dice en la proposición del Grupo Popular, y se ha 
hablado desde la tribuna, que son los departamentos 
-y esto es lo que origina la endogamia- los que eli- 
gen a los miembros de los tribunales o de las comisio- 
nes que han de juzgar a los pmfesores. Aparte de que 
esto no es así, de los cinco miembros que componen las 
comisiones o los tribunales sólo dos los elige la univer- 
sidad y tres son nombrados por sorteo; aparte de esto, 
resulta que ese sistema, en definitiva, el que existe se- 
gún la LRU, es el sistema que se sigue en la mayor par- 
te de las universidades del mundo. Son las 
universidades y los departamentos, señor Ollero, y so- 
bre todo los de modelo anglosajón, los que buscan a los 
profesores que más les interesan; son los profesores de 
una universidad, son los profesores de un departamento 
los que seleccionan a aquellas personas que quieren que 
ocupen una plaza determinada, porque, además no es 
posible, sin ese sistema, hablar de autonomía universi- 
taria. No hay autonomía universitaria si la universidad 
no puede elegir a sus profesores. ¿Que hay universida- 
des que eligen mal, que eligen endogámicamente? Por 
supuesto que las habrá, pero ese es el riesgo de la li- 
bertad, ese es el riesgo de la autonomía. Si se piensa, 
como parece que hace el Grupo Popular, que todas las 
universidades de España están seleccionando mal, es- 
tán abusando de su libertad y de su autonomía, enton- 
ces lo que hay que pedir no es modificar el Título V de 
la LRU, sino suprimir la autonomía universitaria; eso 
sería lo razonable y eso sería lo lógico si se piensa de 
esta manera. 

Cuando se discutía la LRU en esta Cámara, que no 
se aprobó con noctumidad sino después de cuatro años 
de debate, por parte del Grupo socialista se insistía con- 
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tinuamente en que a partir de su aplicación habría en 
España universidades de gran calidad, se rompería la 
uniformidad existente hasta entonces y habría univer- 
sidades de menos calidad, y que eso dependería de la 
capacidad para hacer uso de su autonomía que tuvie- 
sen unas universidades y que no tuviesen otras. Eso sí 
es posible que esté ocurriendo. 

En la proposición no de ley se critica y, en consecuen- 
cia, se pide un cambio en los mecanismos de selección 
del profesorado, de las pruebas (aquí es justamente 
cuando se habla del artista, cuando se dice que el ar- 
tista se hace la oposición a su gusto) y se señala que 
con el sistema actual no se garantizan los conocimien- 
tos. Yo no sé si el redactor de la proposición no de ley 
habrá formado parte de algún tribunal después de la 
LRU, yo sí, y le aseguro que no he visto nunca a ningún 
opositor llevando la batuta de la oposición, haciéndo- 
la a su gusto, porque es que además el mecanismo, las 
pruebas que se establecen en la LRU, no lo permiten. 
No hablemos así en el aire, hay que bajar a lo concreto. 
Recordándolo en un momento, estas pruebas consisten, 
primero, en la presentación y defensa de una memoria, 
que suele ser bastante voluminosa, donde está el con- 
cepto de la asignatura, donde está contenido el progra- 
ma, donde se habla de un proyecto docente y de un 
proyecto investigador. A continuación viene la exposi- 
ción -eso sí a elección del artista- de una lección del 
programa y luego -y es lo más importante- el tribu- 
nal, los miembros del tribunal, por tiempo indefinido, 
pueden preguntar lo que quieran -vamos a utilizar la 
terminología antigua- al opositor. Sobre lo que quie- 
ran en realidad. Yo le aseguro al redactor de la propues- 
ta del Grupo Popular que con este sistema, pudiendo 
los miembros del tribunal preguntar al opositor lo que 
quieran, se puede despellejar vivo a un opositor y co- 
nocer si sabe y si domina la asignatura. 

¿Que hay tribunales que no lo hacen así? Vuelvo a 
lo de antes. Habrá universidades que actúen seriamen- 
te, que seleccionen seriamente a sus profesores y serán 
universidades de calidad, y habrá universidades que no 
actúen seriamente y, por tanto, serán universidades de 
segunda fila. 

Creo que eso es una cosa buena. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Lazo, le ruego concluya. 

El señor LAZO DIAZ: Concluyo en seguida, señor Pre- 
sidente. 

Por tanto, no nos es posible, porque no se correspon- 
de ni con la filosofía de la autonomía universitaria que 
está hasta en la Constitución y porque no se correspon- 
de con la realidad de la universidad española, aceptar 
esta proposición no de ley. Sin embargo, nosotros no 
pensamos que la LRU esté hecha de piedra granítica y 
que sea algo inamovible. Como todas las leyes, natural- 
mente, se tiene que ir adaptando a la realidad. 

La LRU lleva ocho años de funcionamiento y enton- 
ces es normal que pueda requerir retoques, que pueda 

requerir adaptaciones y que pueda requerir perfeccio- 
namientos; pero retoques, adaptaciones y perfecciona- 
mientos precisos, concretos y partiendo siempre del 
supuesto de que la LRU ha sido un magnífico instru- 
mento de modernización para la universidad española. 

Eso es justamente lo que piensa el Grupo Socialista, 
que es exactamente lo que piensa el Gobierno, y el Gru- 
po Popular debía saberlo ya. 

En concreto, el Ministro de Educación anunció en la 
Comisión correspondiente, en el mes de junio, que el 
Gobierno estaba dispuesto a hacer una revisión y los 
retoques que fuesen precisos a la Ley de Reforma Uni- 
versitaria. En septiembre, el Ministro de Educación co- 
municó al Pleno del Consejo de Universidades su 
voluntad de que en ese Consejo se debatiese con urgen- 
cia sobre la ordenación, las categorías, las funciones 
y el acceso del profesorado, y que sobre el informe que 
emitiese el Consejo de Universidades el Gobierno obra- 
ría en consecuencia, incluso procediendo a cambios le- 
gislativos. 

Por si el redactor del texto de la proposición no de 
ley no lo sabe, le diré que los próximos días 17 y 18, en 
Toledo, se reunirá el Consejo de Universidades con un 
punto del orden del día, que es justamente el debate del 
Título V. 

Si esto es así, ¿para qué -y de ahí lo innecesario- 
la proposición no de ley del Grupo Popular? Da la sen- 
sación de que el Grupo Popular se entera, sabe que el 
Grupo Parlamentario Socialista y que el Gobierno es- 
tán estudiando la posibilidad de introducir reformas 
en el Título V y entonces se adelanta. La proposición 
es posterior al mes de junio (el señor Ministro lo anun- 
cia en la comisión, señor Ollero, en el mes de junio) y 
quiere anticiparse y decir: nosotros pedimos la refor- 
ma y esto es nuestro mérito. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Lazo, le ruego concluya. 

El señor LAZO DIAZ: Acabo ahora mismo. 
Se ha dicho con anterioridad que los temas de uni- 

versidad, como todos, son algo bastante serio, no se pue- 
den tomar frívolamente, no se pueden tomar a la ligera. 
El posible proceso de cambio ya está en marcha, la pro- 
posición no de ley del Grupo Popular resulta, por tan- 
to, innecesaria y, en consecuencia, como he dicho, el 
Grupo Socialista votará en contra. (El señor Ollero Tas- 
Sara pide la palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 

Sabe usted que en las proposiciones de ley no hay tur- 
Ollero, ¿cuál es su pretensión? (Risas.) 

no en contra y, por tanto, no ha lugar a réplicas. 

El señor OLLERO TASSARA: Apelo al Reglamento. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): ¿Qué 
artículo del Reglamento invoca? 
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El señor OLLERO TASSARA: Señor Presidente, pre- 
tendo hacer uso del Reglamento, que en su artículo 73.1 
dice que en todo debate -todo debate y, por tanto, tam- 
bién en éste- si alguien ha sido contradicho puede pe- 
dir la palabra. Teniendo en cuenta, además, la 
generosidad con la que ha intervenido el señor porta- 
voz socialista, que parece que era él el autor de la pro- 
posición no de ley, yo creo que no sería muy excesivo 
pedir unos minutos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Ollero, tiene tres minutos. 

El señor OLLERO TASSARA. Muchas gracias, señor 
Presidente, no esperaba menos de usted. 

En primer lugar, en nombre de mi grupo quiero ex- 
presar mi preocupación ante algunas afirmaciones que 
se han reiterado a lo largo del debate sobre cuál es el 
cometido de esta Cámara. Yo creo que todos estaremos 
de acuerdo en que la sociedad también está represen- 
tada en esta Cámara, porque empiezo a dudar qué ha- 
go aquí. No tengo noticias de que esta Cámara haya 
transferido su representatividad de la soberanía popu- 
lar a ningún consejo, formado en su mayoría, por otra 
parte, por miembros del Gobierno central y de comu- 
nidades autónomas. No creo que ése sea el caso. Desde 
luego, nuestro grupo no está de acuerdo con ese plan- 
teamiento. 

Por tanto, no entiendo que se pretenda transferir al 
Consejo de Universidades la legislación universitaria. 
La LRU, que yo sepa, no la hizo ningún consejo de uni- 
versidad, porque no existían en aquel momento. La hi- 
zo esta Cámara, que es la que debe reformarla, si estima 
que está mal hecha, y no debe hacer el ridículo espe- 
rando que se lo digan otros. 

Por supuesto que todos los grupos parlamentarios 
aquí reunidos están en contacto con la sociedad todos 
los días, sin necesidad de ningún consejo ortopédico 
que le sirva de comunicador. Por tanto, sigo sin enten- 
der esto. Sin perjuicio de que estemos dispuestos a oír 
a todos los consejos habidos y por haber, incluso a los 
que no sirven para nada. 

En cuanto a la endogamia, indudablemente está pre- 
sente, Y no se me hable de las universidades anglosa- 
jonas, que no están autogestionadas, donde la gente 
responde de sus actos y no son presa del corporativis- 
mo que ustedes han montado en esa ley. Por eso hay 
endogamia y no sólo porque los dos miembros del tri- 
bunql los nombre el candidato, no el departamento, si- 
no porque, además, la universidad está gestionada como 
ustedes han querido, no con el modelo anglosajón. Por 
tanto, no intenten beneficiarse de ventajas imposibles. 

Haga simplemente una cuenta: antes, las oposiciones 
funcionaban muy mal, soy el primero en decirlo por- 
que las he sufrido, además. Cuente el número de per- 
sonas que se presentaba antes y el que se presenta 
ahora, en relación con los que firman. Ahora, casual- 
mente, el artista actúa solo casi siempre. (Aplausos.) 

Y aclaro lo del artista. En la proposición se dice que 
no existe ejercicio alguno capaz de contrastar el domi- 
nio de los aspectos prácticos de la disciplina y se con- 
vierte en un recital con repertorio a elección del artista. 
Señor Lazo, no es usted leal al transcribir expresiones 
ajenas; no lo es y lo siento. 

Por último, nosotros lo que pretendemos es ejercer 
nuestras responsabilidades, que se sepa que el Parla- 
mento español no está de acuerdo con la LRU, aparte 
de esa cohorte de paniaguados que ustedes han mon- 
tado. (Aplausos en los bancos del Grupo Popular.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

El señor Lazo tiene la palabra. 
cias, señor Ollero. 

El señor LAZO DIAZ El señor Ollero se ha puesto 
nerviosísimo, casi ha perdido su habitual flema y la ver- 
dad es que no sé por qué. Seguramente será -no lo sa- 
bía, me lo imagino ahora- porque es el redactor de esta 
desdichada proposición no de ley. 

Aquí no se ha dicho ni por asomo que el Consejo Ge- 
neral de Universidades sea el que tenga que hacer una 
ley. Aquí se ha dicho exactamente -y lo recogerá el 
«Diario de Sesiones»- que el Ministro ha pedido al 
Consejo General de Universidades su opinión sobre un 
informe al respecto. Esa es la manera de funcionar en 
las democracias participativas. Naturalmente que las 
leyes se deciden aquí, pero antes se habla con los pro- 
tagonistas sociales. ¿A usted no le parece bien eso? Pues 
lo dice, estoy totalmente de acuerdo, es propio de la 
mentalidad conservadora. Nosotros no tenemos esa 
mentalidad, nos gusta hablar con los agentes sociales. 
(Varios señores Diputados: ¡Muy bien!) 

Su argumento sobre la endogamia no tiene pies ni ca- 
beza. No puede defenderse la autonomía universitaria 
y al mismo tiempo acusar a las universidades de ele- 
gir mal a su profesorado. Eso es incompatible. Diga que 
no le gusta la autonomía universitaria, diga que no de- 
ben ser las universidades las que nombren a dos miem- 
bros del tribunal, diga que las oposiciones deben 
hacerse en Madrid y por sorteo, que los profesores que 
salen de Madrid se imponen a las universidades. Díga- 
lo, pero no me hable de endogamia, no me critique la 
selección de los profesores por las universidades y, al 
mismo tiempo, me diga que defiende la autonomía. 

La verdad es que su última intervención sobre el te- 
ma del artista no la comprendo. Me ha dado la razón. 
Ha leído el texto donde se califica a los profesores que 
opositan de artistas. Y punto final. Eso es lo que dice 
la proposición no de ley. 

Muchas gracias. (Aplausos en los bancos del Grupo 
Socialista.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra. 

Vamos a proceder a la votación. (Pausa. El señor Pre- 
cias, señor Lazo, 

sidente ocupa la Presidencia.) 
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El señor PRESIDENTE Proposición no de ley del 
Grupo Popular sobre modificación de la Ley Orgánica 
de Reforma Universitaria. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 254; a favor, 86; en contra, 148; absten- 
ciones, 20. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la propo- 
sición no de ley. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL CDS, DE MO- 
DIFICACION DE LA LEGISLACION URBANISTI- 
CA Y FISCAL QUE INCIDE EN EL ENCARE- 
CIMIENTO DE LAS VIVIENDAS (Número de expe- 
diente 1621000138) 

El señor PRESIDENTE Proposición no de ley del 
Grupo del CDS, de modificación de la legislación ur- 
banística y fiscal que incide en el encarecimiento de las 
viviendas. 

Tiene la palabra el señor Martínez-Campillo. 
(Rumores.) 

Señorías, ruego guarden silencio. Hay un orador en 
la tribuna aguardando su cortesía para iniciar su in- 
tervención. 

Cuando quiera, señor Martínez-Campillo. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA Muchas 
gracias, señor Presidente. 

Señorías, en esta proposición no de ley pretendemos 
abordar el problema de la vivienda desde un particu- 
lar punto de vista, en la medida en que esta cuestión 
puede y debe ser tratada desde distintas ópticas. Todas 
ellas nos permitirán encontrar soluciones para edifi- 
car una sólida política de viviendas, con el fin de satis- 
facer una de las demandas más sentidas por la sociedad 
española. 

Desde mi Grupo CDS nos proponemos apuntar un 
conjunto de medidas concretas que permitan el abara- 
tamiento del coste de las viviendas. Se trata de una 
aportación más de nuestro Grupo a las medidas que se 
están discutiendo y a algunas que se están ejecutando 
e incardinando en el próximo plan de viviendas 
1992-1995, así como de una aportación para otras ac- 
ciones concretas complementarias a ese plan. 

Desde la óptica de nuestro Grupo hemos hablado de 
los problemas del suelo y de las soluciones para su aba- 
ratamiento y puesta en el mercado. También hemos ha- 
blado de la necesidad de la creación de un parque de 
viviendas en alquiler o de modificar el marco de ayu- 
das y subvenciones, que dieran respuesta a la gran de- 
manda solvente que hay de españoles necesitados de 
una vivienda. En este caso pretendemos abrir una dis- 
cusión sobre la vivienda y su entorno impositivo y ad- 
ministrativo, con el propósito de que nuestras razones 

sirvan para corregir o modificar situaciones que depen- 
den de la intervención pública, de cuyo resultado se de- 
rivará el posible abaratamiento del coste de las 
viviendas. 

Permítanme, señorías, que haga un paréntesis para 
recordar algunos datos que nos permitan manifestar, 
cuando hablamos de la vivienda, que estamos ante el 
bien más apreciado, y a la vez más inaccesible para los 
españoles, afirmación que no es ninguna cuestión ba- 
ladí. Por ejemplo, hay que señalar que en cinco años 
se ha encarecido la vivienda un 40 por ciento respecto 
de la capacidad adquisitiva del español. Si tomamos co- 
mo dato el IPC dado por el Instituto Nacional de Esta- 
dística, la compra de viviendas se ha encarecido un 43 
por ciento y el alquiler un 38 por ciento. 

El precio de venta de las viviendas de régimen libre 
ha pasado en cinco años de 46.000 pesetas el metro cua- 
drado a 114.000 pesetas. La repercusión actual del sue- 
lo en las viviendas en España es superior al 40 por 
ciento, frente a una media del 18 al 22 por ciento que 
repercute el suelo en el precio final de las viviendas en 
la Comunidad Europea. El precio de las viviendas pro- 
tegidas en España ha sufrido una evolución en los últi- 
mos cinco años de 40.000 a 70.000 pesetas en la 
actualidad en el caso de Madrid, el módulo está actual- 
mente a 82.232 pesetas el metro cuadrado. 

Con la repercusión máxima que puede obtener un 
promotor, público o privado, a una vivienda protegida, 
según las normas vigentes, los pisos de protección ofi- 
cial, si son de 90 metros cuadrados, no tienen una cuan- 
tía inferior a 9 millones de pesetas y, si son de precio 
tasado, donde la repercusión del suelo puede alcanzar 
hasta el 50 por ciento, los pisos no tienen una cuantía 
inferior a 14 millones de pesetas. Es más, si se utiliza- 
ra la repercusión que algunos ayuntamientos, como el 
de Madrid, etcétera, quieren poner respecto del suelo 
en el precio final de las viviendas, estaríamos ante vi- 
viendas que, como mínimo, costarían 14 millones en el 
caso de viviendas de protección oficial y 19 millones 
en el caso de viviendas libres a precio tasado. 

Si tomamos otro parámetro para darnos cuenta de 
la carestía de la vivienda, por ejemplo cómo repercute 
en la renta de las personas, veremos que en Europa se 
recomienda que el coste de la vivienda no repercuta 
más de un 25 por ciento de la renta de la familia. En 
España está repercutiendo, como antes dije, en cerca 
de un 45 por ciento, y el plan 1992-1995 pretende que 
no repercuta más de un 30 por ciento. Es decir, se pue- 
de concluir de una forma sencilla señalando que para 
acceder a las viviendas en España, tanto en régimen de 
compra como en alquiler, se requieren al menos dos 
sueldos brutos de tipo medio o medio alto. 

Si queremos abordar algunas medidas para abaratar 
el coste, hay que tener en cuenta, en primer lugar, que 
la carestía de las viviendas tiene unos factores incorre- 
gibles. El primer factor es que la propia calidad de las 
viviendas ha mejorado conforme al bienestar y la cali- 
dad de vida que exige el usuario. Por tanto, las vivien- 
das son más caras porque se ha incrementado el precio 
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físico de la obra a medida que ha ido aumentando la 
exigencia de calidad por parte del usuario. Esto es in- 
corregible. Además, no se debe corregir. 

Pero hay medidas que sí se pueden adoptar. La pri- 
mera que proponemos sería la aplicación del Impues- 
to sobre el Valor Añadido con tipo cero para las 
primeras transmisiones de viviendas protegidas que es- 
tén incluidas en el plan de viviendas 1992-1995. Mejor 
que las propias argumentaciones que yo pudiera dar, 
puede servir a SS. SS. el dato que el propio Centro de 
Gestión Catastral acaba de publicar en un informe ti- 
tulado uFiscalidad y vivienda en España», en el que 
compara la fiscalidad de la vivienda de España, Fran- 
cia, Reino Unido y Alemania. Afirma, entre otras cosas: 
España, en su fiscalidad de la vivienda, responde más 
a criterios recaudatorios que a dar coherencia a una 
política de vivienda. Y sigue diciendo: La fiscalidad 
constituye uno de los pilares de toda política de vivien- 
da en la Comunidad Europea. 

Antes, las viviendas protegidas estaban exentas del 
Impuesto del Tráfico de Empresas. Lo que se pretende 
con la aplicación del tipo cero del IVA sería volver a 
esa situación anterior, recuperarla, porque era absolu- 
tamente lógica. Y la pregunta que se harán SS. SS. es: 
ipero existen otros casos en Europa donde la vivienda 
tenga una imposición en el IVA del tipo cero? Pues sí, 
al menos hay dos casos, que son Alemania, donde no 
se está sujeto en la compra-venta a la imposición del 
IVA, y el Reino Unido, que tiene tipo cero en IVA. Ade- 
más, habría una comparación a tener en cuenta. La apli- 
cación del tipo cero en IVA iría a amortiguar las 
medidas que en materia fiscal se están poniendo como 
aliciente a los fondos de inversión inmobiliaria. Los fon- 
dos de inversión inmobiliaria no van a crear viviendas 
en alquiler, van a actuar sobre un pequeño segmento 
de viviendas de alto standing y, a pesar de todo, tienen 
una serie de ventajas fiscales muy importantes, espe- 
cialmente en lo que se refiere al Impuesto de Socieda- 
des. ¿Por qué no van a tener esta ventaja las viviendas 
protegidas? 

Podemos hacer también otra comparación: cuánto de- 
dica cada país de nuestro entorno a las aportaciones 
o ayudas en tanto por ciento de PIB. Pues en ayudas 
fiscales Alemania dedica el 0,80; el Reino Unido, el 1,77; 
Francia, el 054 de su PIB y España, el 0,52, lo que su- 
mado a las ayudas directas hace que España esté en en 
nivel más bajo, con el 0,93 de ayudas a la vivienda pro- 
tegida en relación con su PIB, frente al 3,40 del Reino 
Unido, al 1,50 de Alemania o al 2 por ciento de Francia. 

Otra medida que proponemos se refiere a las tasas 
municipales. Tradicionalmente, las viviendas protegi- 
das han estado exentas del pago del 90 por ciento de 
todas las tasas municipales, incluida la famosa Contri- 
bución Territorial Urbana, hoy Impuesto de Bienes In- 
muebles. Antes de 1979 tenían exento el 90 por ciento 
del pago de la contribución urbana. Después de 1979 
durante tres años estuvieron exentos del 50 por ciento. 
Por tanto, la tasa municipal que habría que pagar se- 
ría la tasa cuyo hecho imponible es simplemente la 

comprobación por parte municipal de que el proyecto 
se adecúa a la normativa urbanística. El ayuntamien- 
to no tiene nada más que hacer, es un servicio público 
más que presta el ayuntamiento; pues bien, simplemen- 
te por esto se está gravando a la vivienda con el 3 ó 4 
por ciento del proyecto como término medio por parte 
de todos los ayuntamientos. Eso significa en una vivien- 
da protegida de tipo medio, de 90 metros cuadrados, 
que venga a costar 8 ó 9 millones de pesetas, va a ser 
gravada con más de 350.000 pesetas o, lo que es lo mis- 
mo, gravar 3.000 pesetas el metro cuadrado de vivien- 
da. Por tanto, suprimir la tasa municipal supondría un 
alivio enorme, sobre todo para las viviendas protegidas. 
Se puede decir y en parte con razón, que no estamos 
ante una competencia estatal, pero sí existe un marco, 
la Ley Reguladora de Haciendas Locales y la Ley de Ta- 
sas y Precios Públicos, que ayudaría a que muchos 
ayuntamientos libremente -explicando a sus vecinos 
por qué lo hacen o por qué no lo hacen- aplicaran o 
suspendieran la tasa por licencia, en el caso de que se 
tratase de dar licencias para viviendas protegidas. 

Otra cuestión que proponemos es que adoptemos me- 
didas legislativas para enmendar la tardanza adminis- 
trativa en la concesión de licencias. Las licencias 
municipales y de construcción tienen un plazo tasado 
de dos meses para ser otorgadas. Si no se otorga el pro- 
motor público/privado puede inmediatamente denun- 
ciar la mora ante el órgano competente de la 
Comunidad Autónoma, y en el plazo de un mes éste tie- 
ne que contestarle. 

¿Qué suele pasar en la práctica? En la práctica nin- 
gún promotor, salvo extrañas excepciones, se atreve des- 
pués de dos meses a denunciar la mora puesto que, 
como siempre, tendrá que morir al palo de ese ayunta- 
miento y no se le ocurrirá indisponerse con el ayunta- 
miento denunciando la mora y llevándole a un 
procedimiento penoso ante la comunidad autónoma. Lo 
que suele ocurrir, por el contrario, es que normalmen- 
te el promotor se aguanta y el término medio de con- 
cesión de licencias en ayuntamientos en toda España 
está en torno a los seis u ocho meses. Dirán SS. SS.: 
¿realmente eso supone dinero en el precio final de la 
vivienda? Tenemos el IVA, que podíamos pasar del 6, 
tipo reducido, a cero, suprimiendo cerca de 380.000 pe- 
setas en las viviendas más baratas. Tenemos lo que se 
refiere a la tasa municipal, que asciende al 3 ó 4 por 
ciento del precio total de cada proyecto. Ahora hay que 
añadir la tardanza administrativa, que supone, hacien- 
do un cálculo muy barato, si tenemos en cuenta que el 
coste financiero de lo invertido es aproximadamente el 
20 por ciento, es decir, el suelo, el marketing para ven- 
der, más el proyecto, ese 20 por ciento con la tasa de 
descuento actual nos saldría un cuatro por mil por mes 
y en esa vivienda que he tomado como ejemplo, de nue- 
ve millones de pesetas y 90 metros cuadrados, nos aho- 
rraríamos 384.000 pesetas. Ya llevamos más del millón 
de pesetas de ahorro si tomamos estas medidas. 

Finalmente, nuestra proposición no de ley pretende 
exonerar a los promotores públicos o privados, que se 
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atreven -por qué no decirlo- a iniciar una pro- 
moción de viviendas protegidas, de la entrega del 
aprovechamiento tipo que la nueva Ley de Régimen y 
Valoración del Suelo establece en torno al 10 ó 15 por 
ciento. 

Quiero aclarar a SS. SS. -algún portavoz me lo ha 
señalado antes del debate- que exonerar del aprove- 
chamiento tipo no es exonerar a nadie, público o pri- 
vado, de la entrega o cesión de dotaciones, que son 
obligatorias; dotaciones para equipamientos públicos, 
para zonas verdes, para guarderías, etcétera. Ni mucho 
menos. De lo que se trata es de que lo que se exonere 
en este caso sea simplemente del aprovechamiento ti- 
po, que está destinado a que se ceda parte del volumen 
lucrativo que corresponde a un promotor. 

El señor PRESIDENTE Señor Martínez-Campillo, le 
ruego concluya. 

El señor MARTINEZCAMPILLO GARCIA Concluyo 
en este momento ya, señor Presidente. 

Este volumen lucrativo lo tiene que ceder el promo- 
tor en solares. En la medida en que el promotor que 
está iniciando una promoción de viviendas públicas o 
privadas lo cede en solares, la repercusión del suelo que 
le queda sobre el precio final de la vivienda aumenta, 
con lo cual, sin dejar de cumplir sus obligaciones de 
ceder las dotaciones públicas, ceder parte del solar va 
a repercutir en las viviendas, y no cabe la menor duda 
de que una vivienda de protección oficial, en el fondo, 
o una vivienda protegida en general, dentro del Plan de 
Viviendas 1992-1995, está fuera del mercado inmobilia- 
rio normal. A ese sí se le podría decir: cédame usted 
parte del lucro que va a obtener. Se le podría decir y 
se le dice, de hecho, en la ley; pero así como se saca a 
los edificios públicos y todos aquellos que tengan uti- 
lidad pública o interés social de la obligatoriedad de 
ceder el 10 ó 15 por ciento de aprovechamiento tipo y 
se les pone como excepción en la nueva Ley del Suelo 
¿por qué no contemplar como nueva excepción también 
todas las actuaciones protegibles en materia de vivien- 
da que se contengan dentro del Plan de Viviendas 

En resumen, señor Presidente -con esto acabo- y 
creo que terminando el ejemplo, hoy en una vivienda 
del precio de nueve millones de pesetas para 90 
metros cuadrados, en una ciudad de tipo medio, no 
hablo de Madrid, 5.000.000 se los lleva la construcción; 
2.200.000 pesetas se los lleva el suelo; 350.000 pese- 
tas la tasa municipal; el IVA, y la tardanza administra- 
tiva, más de 500.000 pesetas. En total, señorías, creo que 
con esta proposición no de ley que presenta el CDS 
podemos corregir en buena medida unos gastos admi- 
nistrativos y fiscales que no tienen relación alguna con 
el propósito social que todos nos hemos marcado, de 
llevar a cabo una política social valiente en materia de 
vivienda. 

1992-1995? 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Martínez- 

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Oliver. 

Campillo. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA Señor Presidente, 
señorías, voy a intentar ser muy breve fijando la posi- 
ción de Unión Valenciana en esta proposición no de ley 
del Grupo del CDS. 

Tengo que empezar diciendo que me parece muy loa- 
ble el intento, plasmado en esta proposición no de ley, 
de abaratar las viviendas, sobre todo las viviendas pro- 
tegidas o subvencionadas, las que van a formar parte 
del Plan de Viviendas 1992-1995; pero me da la impre- 
sión de que, dentro de esa magnífica buena voluntad 
del representante del CDS, se ha estado moviendo qui- 
zá en un ámbito que yo diría raya la utopía. 

Hay que pensar en la reducción del Impuesto sobre 
el Valor Añadido (correcto), la reducción de la tasa mu- 
nicipal para comprobación y concesión de licencia (co- 
rrecto), la exoneración de la entrega a la Administración 
del 10 al 15 por ciento del aprovechamiento tipo, etcé- 
tera (correcto), y me ha parecido oír que cifraba apro- 
ximadamente en medio millón o millón y medio el 
ahorro que se podría producir en una vivienda, tanto 
mejor, si es millón y medio; pero yo creo que en esa mis- 
ma medida se esté aumentando el agujero del munici- 
pio, se esté aumentando el déficit del presupuesto 
municipal. 

Creo que al presentar una proposición no de ley de 
este tipo, que es magnífica, insisto, en sus intenciones, 
tiene que ir acompañada de una serie de medidas que 
no están contempladas en esta proposición no de ley, 
entre ellas la refinanciación o la financiación distinta, 
nueva, de las Corporaciones locales. 

Las viviendas que se construyan -y cuantas más, me- 
jor y peor- van a tener que estar acompañadas de una 
serie de servicios que tiene que prestar el municipio. 
Aquella famosa exención de la contribución urbana fue 
una tremenda rémora para muchísimos municipios 
que, por estar cerca de las grandes ciudades, tenían nu- 
merosísimas viviendas en las que el ayuntamiento te- 
nía que prestar los servicios y, sin embargo, los ingresos 
que tenía por contribución eran pequeñísimos. 

Por tanto, señorías, nos parece muy bien la intención, 
pero creo que esta proposición no de ley no está sufi- 
cientemente madura, porque debería ir acompañada de 
otras medidas. En consecuencia, la fijación de la posi- 
ción de Unión Valenciana, no es ni mucho menos en 
contra de lo que aquí se pretende, sino que es más bien 
la expresión de la enorme preocupación de que esto no 
se podría llevar, a cabo si no va acompañado de otras 
medidas, va a hacer que Unión Valenciana se abstenga 
en la votación de esta proposición no de ley. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Oliver. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Martínez. 
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El señor MARTINEZ BLASCO: Señor Presidente, se- 
ñorías, nuestro grupo se ha visto sorprendido por esta 
proposición no de ley y se ha visto sorprendido porque 
creíamos que el Grupo proponente había superado ya 
esta fase, desde el punto de vista político. Incluso le ha- 
bíamos escuchado propuestas en materia de vivienda 
con ocasión del debate sobre la vivienda o con ocasión 
del debate de la reforma de la Ley del Suelo: pero lo 
que aquí se propone esta tarde creemos que no sólo no 
beneficia a los ayuntamientos, como se acaba de decir, 
sino que no beneficia a los sectores más necesitados de 
la vivienda en este país. Nosotros estamos de acuerdo 
con que el precio del suelo es muy alto, con que su re- 
percusión en el precio final es muy alta, con que la in- 
cidencia sobre la renta de las familias es muy alta: 
nosotros estamos de acuerdo en que hay unos sectores 
que quedan marginados del acceso a la vivienda, y cual- 
quier medida que se proponga de tipo general va en con- 
tra de la solución del problema que tienen los sectores, 
que son muy concretos y determinados, para poder ac- 
ceder a la vivienda. Por tanto, todo lo que sean desgra- 
vaciones fiscales de tipo general, aunque sea sólo para 
las viviendas protegidas, independientemente de la ren- 
ta de las personas e independientemente de la empre- 
sa, va a dispersar los esfuerzos. En definitiva, los 
beneficios fiscales son costes para la Administración, 
sea Administración central o local. 

Nosotros creemos que, después del debate sobre la 
vivienda en este país, habíamos llegado a definir que 
había determinados segmentos de la población que es- 
tán fuera del mercado, que a esos segmentos había que 
ayudarles y que la única forma de ayudarles es concen- 
trar los esfuerzos. Señorías, en nuestro país el 75 por 
ciento del coste de las ayudas a la vivienda es coste fis- 
cal, frente al 25 por ciento que son costes de ayudas di- 
rectas. Esa estructura, que es atípica en Europa donde 
no hay tanto coste fiscal, indica precisamente que no 
se trata de aumentar todavía más los beneficios fisca- 
les, sino de aumentar las ayudas directas a los segmen- 
tos y a los sectores de la población. 

Además, señorías, yo creo que el grupo proponente 
tiene un problema de análisis del precio final de la vi- 
vienda. Voy a hacer una consideración. Si en estos mo- 
mentos el Ayuntamiento de Madrid hace un esfuerzo 
y construye viviendas en la Gran Vía a nueve millones 
de pesetas y las vende a una serie de ciudadanos, esos 
ciudadanos, si pueden vender las viviendas, no las ven- 
derán a diez millones de pesetas ni a doce, las vende- 
rán a treinta o a cuarenta millones de pesetas: es decir, 
el precio en el que estará esa vivienda en el mercado 
será independiente del coste. Al ciudadano le ha costa- 
do nueve millones de pesetas, con un gran esfuerzo del 
Ayuntamiento, pero, como el mercado es capaz de pa- 
gar cuarenta millones de pesetas por una vivienda en 
la Gran Vía, ese ciudadano podrá obtener cuarenta mi- 
llones, independientemente del coste, que eran nueve 
millones de pesetas. 

¿Cree de verdad S. S. que si a un promotor se le per- 
mite, en una unidad de actuación, hacer 115 en lugar 

de 100 viviendas, liberándole del 15 por ciento, hace una 
disminución del precio de venta del 15 por ciento? Yo 
no sé dónde lo ha visto S. S. Yo no he visto en ninguna 
parte, absolutamente en ninguna parte, que por permi- 
tirle a un promotor hacer 125 viviendas en lugar de ha- 
cer 100 viviendas haya una disminución del 25 por 
ciento en el precio final. No lo he visto en ninguna par- 
te todavía. 

Creo que ese tipo de consideraciones que están en es- 
tas propuestas obedece a una cuestión, incluso teóri- 
ca, de la componente final o de cómo funciona el 
mercado de la vivienda. No está en función de los cos- 
tes, sino que se hace todo al revés. El precio del suelo 
al final es el resultante en función de lo que el merca- 
do sea capaz de pagar por una vivienda en un determi- 
nado emplazamiento, por sus características, etcétera. 

Por tanto, en los puntos primero y tercero relativos 
a beneficios fiscales, ya he señalado que en nuestro país 
hay un exceso de beneficios fiscales, aunque podemos 
estar de acuerdo en que hay una escasez de ayudas a 
la vivienda, pero debería concentrarse en todo caso en 
ayudas directas y no tanto en beneficios fiscales. 

El problema del 6 por ciento del IVA supondría, por 
poner un ejemplo con cifras de 1989, 112.000 millones 
de pesetas, cuando en ese mismo año las ayudas direc- 
tas sólo fueron 82.000 millones. Eso es lo que nosotros 
pretendemos: no tanto fijarnos en el IVA, que es indis- 
criminado, hasta rentas de 5,5 veces el salario mínimo 
va a resultar con el nuevo plan, sino concentrarlo en 
las ayudas directas que pueden ir a aquellas familias 
que no pueden acceder al mercado por sus altos cos- 
tes. Estamos de acuerdo en que son escasos los gastos 
públicos, pero esa estructura de nuevos beneficios fis- 
cales no nos parece adecuada. 

Modificar las normas de concesión para reducir el 
plazo, punto segundo, ya lo ha dicho S.  S., en estos mo- 
mentos está en dos meses. ¿Cómo es posible reducir el 
plazo todavía más? El problema será que en la prácti- 
ca no se cumplen los dos meses, pero eso no es un pro- 
blema de modificación de las leyes. En las leyes hay dos 
meses, hay una posibilidad de obtener por subrogación 
la licencia, etcétera; incluso en un Decreto-Ley se intro- 
dujo la posibilidad, en determinados tipos de licencias, 
no en las de construcción sino en las de instalación, de 
obtener el silencio positivo. Por tanto, creo que es pro- 
blema de cumplimiento, y en ese sentido lo que dirán 
las administraciones locales es que hay problemas de 
recursos, de medidas técnicas, etcétera, pero no es un 
problema de acortar todavía más los dos meses. Creo 
que no es el nudo en estos momentos el que dos meses 
sea un plazo excesivo para conceder las licencias. 

El punto cuarto, relativo al 15 por ciento, ya he dicho 
que no sólo es porque exonerar del 15 por ciento del 
aprovechamiento tipo vaya a reducir el precio de la vi- 
vienda, sino que, además, se contradice con uno de los 
elementos de política de vivienda que hemos señalado 
en el debate. Las administraciones locales necesitan 
suelo, y suelo urbano, en el centro de la ciudad, que es 
donde funciona el aprovechamiento tipo en las unida- 
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des de actuación, etcétera. Si la única forma que tiene 
el ayuntamiento de hacerse con patrimonio de suelo pú- 
blico, es la del 15 por ciento, como S.  S. ha reconocido, 
se hace en solares o, si no es posible, en medios direc- 
tamente económicos, monetarios y demás, pero si eso 
no repercute en favor del ayuntamiento, el patrimonio 
de suelo como posibilidad para que los ayuntamientos 
puedan incidir en la vivienda, y no en la vivienda en 
los extrarradios que es lo que se ha venido haciendo, 
sino en la vivienda para recrear el tejido social en el 
caso de las ciudades, por lo mismo que hemos dicho 
antes, exonerar a todo el que haga viviendas protegi- 
das hasta 5,5 veces el salario mínimo interprofesional 
nos parece excesivo cuando el perjuicio es para los 
ayuntamientos. 

Nosotros estamos de acuerdo con que hay que resol- 
ver problemas puntuales que se han planteado en la vi- 
vienda; que las propuestas están hechas sobre la base 
de un análisis, creemos que erróneo, de cómo funcio- 
na el precio final; que los beneficios fiscales no es el 
problema de las viviendas en este país que es el pro- 
blema de las aportaciones al tema de la vivienda pero, 
fundamentalmente, ayudas directas tanto en subsidia- 
ción de intereses, como en subvenciones, como en prés- 
tamos, y por tanto insistir todavía más en beneficios 
fiscales, creemos que no resuelve el problema, porque 
lo hace a la generalidad de los ciudadanos y no a los 
sectores más necesitados. 

Nada más, muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 

palabra el señor Sedó. 

El señor SED0 1 MARSAL Señor Presidente, hoy día 
el acceso a la vivienda es para una mayoría de ciuda- 
danos un problema desesperante, muy especialmente 
para los jóvenes que deciden independizarse. 

Ante esta situación ¿qué está haciendo o ha hecho el 
Gobierno para garantizar el derecho constitucional a 
disfrutar de una vivienda digna? Sin lugar a dudas, has- 
ta hace poco tiempo había hecho poco, posiblemente 
porque la política de vivienda se concebía no como una 
atención de derechos del ciudadano, sino como un mo- 
tor de la economía del país. 

De todas maneras el Gobierno anunció un nuevo plan 
de viviendas para los años 1992-1995 y, en base a tal 
anuncio, se originó la presente proposición no de ley, 
que tiene fecha 24 de junio, y que hoy debatimos. 

La posición del Grupo Parlamentario Catalán (Con- 
vergencia i Unió) sería apoyar con su voto parte de la 
proposición. Estamos de acuerdo con aquellas medidas 
que favorezcan la resolución del problema de la vivien- 
da, pero con muchos matices respecto a los puntos que 
presenta la proposición. 

Los poderes públicos, dice la exposición de motivos, 
están obligados a adoptar medidas de abaratamiento 
de las viviendas en la medida de sus competencias y 
responsabilidades. La política de vivienda recae sobre 

actuaciones de las administraciones públicas, ya sean 
estatales, autonómicas y locales. 

Verdaderamente la proposición en sus cuatro puntos 
incide en ello; pero hace pocos días el Ministro de Obras 
Públicas, señor Borrell, presentaba en Comisión un es- 
quema de la política de vivienda y, dentro de ella, el nue- 
vo plan. Allí marcaba unos objetivos y estrategias de 
la política de vivienda. Estamos de acuerdo básicamen- 
te en las líneas generales de ese documento previo en 
su objetivo principal, que era favorecer el acceso a una 
vivienda a quienes no pueden hacerlo en condiciones 
del mercado; estamos de acuerdo en sus estrategias y 
en sus actuaciones. El señor Borrell nos presentaba un 
proceso de implantación un calendario y estamos de 
lleno en este calendario. Dentro del mes de diciembre 
existen una serie de actuaciones por parte del Minis- 
terio. Nosotros dudamos que, por fechas, se puedan 
cumplir, pero estamos dentro del plazo y, por tanto, sim- 
plemente dudamos. En este mes de diciembre hay que 
aprobar decretos, hay que aprobar órdenes ministeria- 
les y hay que firmar convenios entre el Ministerio y co- 
munidades autónomas. A lo largo del mes de enero, el 
programa dice que se va a poner en marcha el plan de 
la vivienda; que, a la vez, va a presentarse un informe 
del comité de expertos y va a realizarse la Conferencia 
sectorial de la vivienda. Todo ello nos parece correcto. 
Dentro de la síntesis de estas actuaciones protegibles 
-vemos- que faltan elementos que deja de lado el Mi- 
nisterio y que, por otro lado, contempla la proposición. 

Así pues nosotros, respecto a la proposición vemos 
que en los puntos primero y segundo habría posibili- 
dad de darles un voto favorable; en cambio habría mu- 
chos matices negativos respecto a los puntos tercero y 
cuarto. Por tanto, creemos que en el momento que lle- 
gue a esta Cámara el definitivo plan deberemos reali- 
zar un debate a fondo del mismo en el que el análisis 
que se produzca lleve a resolver los puntos que posi, 
blemente en este momento pretende la proposición no 
de ley. 

Por consiguiente, nuestro voto va a ser de abstención, 
no porque estemos totalmente en contra o no acepte- 
mos la proposición no de ley, sino porque creemos que 
el momento no es adecuado y habrá que esperar a la 
presentación del nuevo plan que ha prometido el Mi- 
nistro. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Sedó. 
Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Gó- 

mez Darmendrail. 

El señor GOMEZ DARMENDRAIL Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Señorías, la proposición no de ley que nos ocupa tie- 
ne por objeto abaratar el precio de la vivienda, redu- 
ciendo determinados costes administrativos que se 
trasladan a los compradores. Para ello se proponen cua- 
tro medidas: primero, aplicación del tipo cero en el IVA 
para las viviendas protegidas incluidas en el Plan de 
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Viviendas 1992-1995; segundo, reducir el plazo de otor- 
gamiento de licencias para edificar; tercero, supresión 
de la tasa municipal correspondiente; y, cuarto, exone- 
ración de la obligación de entregar el 15 por ciento del 
aprovechamiento tipo. 

Evidentemente cualquier propuesta para abaratar la 
vivienda siempre será bien recibida por nuestro gru- 
po. Lo que sucede es que ésta es incompleta, no abarca 
la problemática en su conjunto, olvida los principales 
problemas y exige sacrificios a los ayuntamientos sin 
ningún tipo de compensación. 

En primer lugar, la aplicación de tipo cero en el Im- 
puesto sobre el Valor Añadido a las primeras entregas 
de viviendas protegidas no supone sino recuperar la 
exención de que gozaban las primeras transmisiones de 
VPO; nos parece una excelente medida. Es cierto que 
la situación fiscal de las viviendas de protección ofi- 
cial ha empeorado con la aplicación del IVA y la nueva 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales que ha esta- 
blecido un régimen más gravoso en el Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles y en el Impuesto sobre el incremen- 
to del valor de los terrenos. La medida propuesta coin- 
cide con lo que el Grupo Popular ha solicitado con 
reiteración, por lo que la apoyaremos decididamente. 

Respecto al segundo punto, que insta al Gobierno a 
reformar las normas vigentes para una mayor agiliza- 
ción y simplificación de los trámites, nos parece una 
medida positiva y necesaria para el conjunto del Esta- 
do; pero quiero contestar al portavoz de Izquierda Uni- 
da que dice que son sólo dos meses; que en los cascos 
histórico-artísticos, que interviene la Ley del Patrimo- 
nio y que sabe S. S. que no existe silencio administrati- 
vo, las licencias se complican muchísimo. 

En cuanto a la antigua tasa municipal, sabe S. S. que 
ha sido sustituida en la Ley Reguladora de las Hacien- 
das Locales por el Impuesto sobre Construcción, Ins- 
talaciones y Obras, cuyo tipo de gravamen es el 2 por 
ciento del coste real y efectivo de la construcción, ins- 
talación u obra, con la posibilidad de incrementar10 se- 
gún la población en una banda que oscila entre el 2,40 
y el 4 por ciento. 

Finalmente, la exoneración de la obligación de entre- 
ga del 15 por ciento del aprovechamiento tipo supone, 
por supuesto, mejorar el aprovechamiento de los sola- 
res destinados a VPO y viviendas de precio tasado, pe- 
ro al mismo tiempo -y ya lo han dicho algunos otros 
portavoces- restringe la posibilidad de formar patri- 
monio municipal de suelo. 

En definitiva, estas dos últimas medidas, que indu- 
dablemente podían tener un efecto positivo, harían re- 
caer una vez más sobre los ayuntamientos, el peso de 
la política de los poderes públicos ante la voluntad de 
inhibición de la Administración del Estado. 

Para los ayuntamientos es fundamental tener un pa- 
trimonio municipal, porque son muchas las ocasiones 
que necesitan suelo y deben ponerlo al servicio de la 
Comunidad. Por otra parte, los entes territoriales sa- 
ben que para ciertos equipamientos sólo se reciben ayu- 
das si se aporta suelo. Por cierto, entre los fines sociales 

del Patrimonio municipal también están las viviendas 
de protección oficial. Este fin de semana pasado un pe- 
riódico nacional decía en titulares: El Plan de Vivien- 
da 1992-1995 puede fracasar si los ayuntamientos no 
ofrecen suelo barato. 

Ya que hablamos del suelo, decir que el Gobierno ha 
motivado, o por lo menos consentido la especulación 
del suelo y con ello su creciente repercusión en el pre- 
cio final de la vivienda que en los últimos cinco años 
se ha incrementado en casi el 250 por ciento. Esto se 
debe en gran medida a una equivocada política urba- 
nística seguida durante los últimos años por los ayun- 
tamientos gobernados por el PSOE quienes diseñaron 
unos planes generales restrictivos que dificultaron e im- 
pidieron la creación de suelo que absorbiera la deman- 
da creciente de viviendas, reduciéndose al mínimo la 
oferta de suelo urbano y provocando la retención es- 
peculativa que motiva su exagerado encarecimiento. Por 
consiguiente, para reducir los costes de la vivienda se- 
ría necesaria una oferta de suelo suficiente para fre- 
nar la especulación. 

Si lo que se busca es el abaratamiento de las vivien- 
das en general, porque aunque lo que se busca es algu- 
na medida en las VPO, pero en la exposición de motivos 
se habla de la vivienda en general, si lo que se busca 
es el abaratamiento de las viviendas, un paso obligado 
sería reformar y potenciar el mercado hipotecario. Hoy 
por hoy los intereses de los préstamos hipotecarios para 
la adquisición y promoción de viviendas constituyen 
una carga insoportable para los ciudadanos que, uni- 
do al incremento de los precios de la vivienda, imposi- 
bilitan a la mayoría de ellos su adquisición, sobre todo 
a los más jóvenes. Hay que tener en cuenta que Espa- 
ña es el país con los tipos de interés de créditos hipote- 
carios más caros de los principales países de la 
Comunidad Económica Europea; más que Alemania, 
más que Francia, más que Inglaterra, más que Italia. 

Ustedes hablan en la exposición de motivos, y con to- 
da la razón, de los altos riesgos que deben asumir mu- 
chas personas que se ven obligadas a acudir al mercado 
financiero privado. Hasta tal punto eso es así, y segu- 
ramente los parlamentarios vascos y catalanes lo pue- 
den corroborar, que algunos ciudadanos españoles 
están comprando en el sur de Francia sus viviendas por- 
que el mercado hipotecario es cinco y seis puntos más 
bajo que el español. Esto creo que nos debería hacer 
meditar. 

Además, el ciudadano encontrará después la enorme 
carga fiscal que actúa como lastre añadido. Hoy la vi- 
vienda está gravada por el IRPF, por el Impuesto sobre 
el Patrimonio, por el IVA, por el Impuesto de Transmi- 
siones, Impuesto de Donaciones, Actos Jurídicos Docu- 
mentados y el Impuesto sobre Bienes Inmuebles. La 
vivienda propia, señorías, nosotros nos hemos cansa- 
do de repetirlo, es una necesidad básica y no una ma- 
nifestación de riqueza. 

Desde nuestro Grupo hemos hecho una serie de pro- 
puestas -no les voy a cansar-, y algunas de ellas son: 
deducción en el IRPF de los intereses de préstamos para 
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la adquisición de vivienda sin límite alguno; deducción 
en el Impuesto sobre el Patrimonio de lo satisfecho por 
el Impuesto sobre Bienes Inmuebles; reducción en el 
Impuesto sobre el Patrimonio del 50 por ciento del va- 
lor de la vivienda habitual, etcétera. Así una serie de 
medidas que creo que son necesarias, porque el ciuda- 
dano se encuentra con problemas adicionales una vez 
que ya ha asumido, como dice en la exposición de mo- 
tivos, los altos riesgos. 

También sigue hablando la exposición de motivos de 
que la promoción y construcción de viviendas protegi- 
das disminuye progresivamente. Yo más bien diría que 
hay tendencia a 19 desaparición, porque en el año 1983 
había un 40 por kiento de viviendas libres y un 60 por 
ciento de viviendas de protección oficial; en la actuali- 
dad, hay un 80 por ciento de viviendas libres y un 20 
por ciento de viviendas de protección oficial. 

De todas formas, no es extraño que las viviendas de 
protección oficial tiendan a desaparecer, porque hay 
una renuncia clara por parte del Gobierno a desarro- 
llar una verdadera política de vivienda: prueba de ello 
es la escasez de los recursos destinados a este capítu- 
lo, como demuestra el hecho de que tan sólo el 0,9 por 
ciento, es decir, menos del uno por ciento del PIB, es 
dedicado a este capítulo, frente al 1,5 en Alemania; el 
dos por ciento en Francia; el 3,4 por ciento en el Reino 
Unido; el 3,2 en los Países Bajos, o el 3,7 por ciento en 
Dinamarca. 

Aún así, señorías, mi Grupo espera y desea que las 
subvenciones contempladas para los compradores en 
función de sus ingresos y del tipo de vivienda que quie- 
ran adquirir, pueda servir para solucionar los proble- 
mas de los demandantes. 

Como resumen, y termino, habría que definir y 
desarrollar una verdadera política de vivienda; 
dejar de utilizar la vivienda como vía para incre- 
mentar la presión fiscal, dando un tratamiento fa- 
vorable y disminuyendo los impuestos que gravan la 
vivienda; potenciar y reformar el mercado hipotecario; 
reformar la normativa de VPO; ofertar suelo sufi- 
ciente para frenar la especulación, y analizar los 
motivos por los que existen cerca de tres millones 
de viviendas desocupadas en España. Si consiguiéra- 
mos sacar al mercado aunque sólo fuera el 20 por 
ciento, habríamos solucionado una parte importante 
del problema. En su última comparecencia, el día 27 
de noviembre, el Ministro señor Borre11 ya decía que 
quería favorecer el acceso a la vivienda en propiedad 
o en alquiler, vivienda nueva o vivienda ya Construida, 
en todo caso vivienda, a 400.000 familias españolas. Y 
ya que hablamos de alquileres, quiero decir que el de- 
terioro y disminución del parque de viviendas en alqui- 
ler es debido a la no modificación de la legislación de 
arrendamientos urbanos. Esta nueva ley es pieza clave 
para la normalización del sector y hay que aprobarla 
con la máxima urgencia. El problema de la vivienda en 
España no tiene solución si no se resuelve el de la vi- 
vienda en alquiler. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gómez Dar- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 
mendrail. 

Cuevas. 

El señor CUEVAS DELGADO Señor Presidente, se- 
ñorías, a estas alturas del debate estamos debatiendo 
una proposición no de ley que ha tenido la virtud de 
suscitar una rara unanimidad por considerar -no que 
la iniciativa no era saludable-, sino que las medidas 
que se proponen no están en relación con la exposición 
de motivos, e incluso con la intervención que aquí ha 
tenido el portavoz del CDS. 

Renunciando yo a reiterar los argumentos que aquí 
han mantenido algunos grupos en relación con las ra- 
zones evidentes por las cuales es difícil aceptar esta pro- 
posición no de ley, sí me gustaría dejar claras algunas 
cuestiones que afectan no solamente a la idoneidad de 
una medida, sino a la filosofía de lo que se plantea. 

Cuando se está recomendando que desde la Adminis- 
tración del Estado se actúe en temas que son claramen- 
te competenciales de las administraciones locales, 
cuando además esa misma Administración local pue- 
de, en su caso, y si así lo desea, en un momento deter- 
minado reducir o agilizar un plazo para, por ejemplo, 
la concesión de las licencias, estamos una vez más en 
la presentación aquí de cosas que parece que vienen 
bien para sumar o restar en función de la cuenta que 
hemos hecho de por cuánto sale el piso al final, pero 
que parece que no tienen ninguna viabilidad real de po- 
nerse sobre la mesa. 

Usted sabe también, señoría, que en la legislación ur- 
banística las comunidades autónomas han asumido y 
legislado ya sobre estas materias, por lo que difícilmen- 
te podríamos entrar a modificar la ley sobre las 
mismas. 

Pasa lo mismo cuando en el primer punto plantea la 
reducción del IVA al tipo cero. Sabe S. S. que se tiene 
la intención de la creación del mercado interior y que 
el Consejo de las Comunidades Europeas en materia 
de armonización fiscal, ECOFIN, había alcanzado un 
principio de acuerdo sobre la estructura del IVA. Este 
principio de acuerdo, que aún no está materializado, 
sí nos dice por dónde pueden estar los tipos impositi- 
vos en esta materia. España, como ustedes saben, te- 
nía ya con anterioridad la aplicación de un tipo de IVA 
a la vivienda y no aplicaba el tipo cero. Difícilmente po- 
demos estar en esta banda de tipo impositivo. Es cier- 
to (eso sí podría haberlo apuntado S. S., aunque creo 
que de todas formas habrá que estar a lo que resulte 
de ese acuerdo) que podemos colocarnos en una ban- 
da que se mueva entre el cero y el cinco. Habrá que ver 
ahí qué pasa cuando se apruebe definitivamente esa es- 
tructura impositiva. 

Prácticamente es lo mismo que la reducción de la ta- 
sa por comprobación de licencias, pero además admi- 
te la posibilidad de que los ayuntamientos puedan 
renunciar a estos ingresos sin ninguna contrapresta- 
ción. No parece necesario insistir más porque, como al- 
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gún portavoz señalaba, la comprobación de la licencia 
no es sólo un acto administrativo, sino que tienen que 
cumplir unos requisitos las licencias que se dan. Evi- 
dentemente, los ayuntamientos tiene que tener esos in- 
gresos si queremos que de verdad urbanísticamente 
funcionen nuestras ciudades. 

El cuarto y último punto, que a mí me parece que es 
el que incide más en la filosofía de lo que pueden ser 
los criterios distintos que mantiene su Grupo con el 
Grupo Socialista, es lo que plantea sobre que se puede 
exonerar a los propietarios de la obligación de ceder 
entre el 10 y el 15 por ciento del aprovechamiento tipo, 
que no es lo que usted explicaba, señoría; es exactamen- 
te lo que dice en su proposición, es decir, del 10 al 15 
por ciento del aprovechamiento tipo. Esto se enfrenta 
con la filosofía contenida en la Ley del Suelo, en la que 
usted también tuvo ocasión de plantear la misma posi- 
ción, porque una cosa hay que dejar aquí bien clara, 
y es que el precio de la vivienda está afectado funda- 
mentalmente por dos razones, que son los costes de 
construcción y los costes elevadísimos que está tenien- 
do el suelo en nuestro país. Pues bien, señoría, el úni- 
co mecanismo posible para abaratar los costes del suelo 
radica, precisamente, en que se aplique esa legislación 
urbanística y en que los ayuntamientos se vayan dotan- 
do de un volumen de suelo capaz de hacer posible que 
las capas sociales más desfavorecidas puedan tener vi- 
viendas a las que puedan acceder. Pero es más, es que 
tiene una segunda intencionalidad: incidiría notable- 
mente y rebajaría la tensión especulativa en el merca- 
do inmobiliario. Esta creo que puede ser la única 
medida que empiece de verdad a solucionar el proble- 
ma de la vivienda. 

No obstante -y concluyo, señorías-, creo que la in- 
tención, como he dicho al principio, es buena: la preo- 
cupación por encontrar fórmulas. En este caso yo creo 
que algunas no tienen cabida, realmente, y otras pare- 
ce que no son las más adecuadas, pero lo que sí creo 
es que en estos momentos, como señalaba también al- 
gún portavoz, se está en un proceso de puesta en mar- 
cha del plan de viviendas, y ya ha salido un decreto por 
lo que yo creo que es conveniente que SS. SS entren en 
esa materia, porque a partir de ahí y a partir de lo que 
en la reciente comparecencia el señor Ministro expli- 
có en la Comisión, podemos empezar a vislumbrar por 
dónde puede ir el mecanismo de abaratamiento de la 
vivienda y de adquisición de viviendas protegidas de 
promoción pública y privada. 

En definitiva, señorías, yo creo que estas actuacio- 
nes pueden suponer en el futuro, si no la solución defi- 
nitiva de este problema, porque es difícil y porque 
realmente tenemos muchas carencias en materia de vi- 
viendas, sí puede empezar a poner los cimientos para 
que en ese contexto y en el tiempo en que está diseña- 
do el plan, podamos usted y yo en el futuro estar más 
próximos en esta materia. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Cuevas. 
Vamos a proceder a la votación. 

El señor AIZPUN PUERO El Grupo Popular, señor 
Presidente, solicita la votación separada de los aparta- 
dos primero y segundo de la proposición. 

El señor PRESIDENTE Entiendo, señor Aizpún, que 
se pueden votar conjuntamente los dos. (Asentimiento.) 

Proposición no de ley del Grupo del CDS, apartados 
primero y segundo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 253; a favor, 88; en contra, 156; absten- 
ciones, nueve. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazados los apar- 

Apartados tercero y cuarto de la proposición no 

Comienza la votación. (Pausa.) 

tados primero y segundo. 

de ley. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 253; a favor, 10; en contra, 160 absten- 
ciones, 83. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazados los apar- 
tados tercero y cuarto de la proposición no de ley. 

MOCIONES CONSECUENCIA DE INTERPELACIO- 
NES URGENTES 
- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL CDS, SOBRE 

MEDIDAS DE POLITICA GENERAL QUE TIENE 
PREVISTAS EL GOBIERNO PARA AFRONTAR LA 
REFORMA Y MODERNIZACION NECESARIAS DE 
LA ADMINISTRACION PUBLICA (Número de expe- 
diente 17731000080) 

El señor PRESIDENTE Punto tercero del orden del 
día. Mociones consecuencia de interpelaciones ur- 
gentes. 

Moción del Grupo de CDS sobre medidas de política 
general que tiene previstas el Gobierno para afrontar 
la reforma y modernización necesarias de la Adminis- 
tración pública. 

Tiene la palabra el señor De Zárate. (El señor Vice- 
presidente, Muñoz García, ocupa la Presidencia.) 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA Gracias, 
señor Presidente. 

La moción que presenta el Grupo Parlamentario del 
CDS es consecuencia de la interpelación sobre medi- 
das de política general que tiene previstas el Gobierno 
para afrontar la reforma y modernización necesaria de 
la Administración pública que se debatió en esta Cá- 
mara el pasado 27 de noviembre, y recoge en sus siete 
apartados los puntos esenciales que fueron objeto de 
debate. 

En dicho debate tuvimos oportunidad de confrontar 
con el señor Ministro de Administraciones Públicas 
aquellos aspectos que el CDS entiende son prioritarios 
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para afrontar una reforma efectiva, tan necesaria y du- 
rante tanto tiempo demandada en esta Cámara, al ob- 
jeto de conseguir una Administración pública que 
responda a los principios constitucionales y, por lo tan- 
to, que sea un representación real del Estado de dere- 
cho en garantía de los servicios públicos, como dice el 
artículo 103 de la Constitución, dirigida a la satisfac- 
ción de los intereses generales. 

Tuvimos oportunidad de confrontar con el señor Mi- 
nistro, repito, los puntos que mi Grupo consideraba más 
débiles de la actual estructura de la Administración pú- 
blica, y uno de ellos no era accesorio, que es precisa- 
mente la ausencia de un bloque completo de legislación 
constitucional que diera soporte y cobertura al actual 
administrativo. Porque, como vimos, la Administración 
pública actúa en función de unas potestades adminis- 
trativas que le atribuye el ordenamiento jurídico admi- 
nistrativo. Esta cuestión, que es teórica pero al mismo 
tiempo esencial al analizar el funcionamiento de la Ad- 
ministración pública, fue objeto de alguna confusión 
por parte del señor Ministro, toda vez que cuando se 
habla de potestades administrativas se refiere precisa- 
mente al marco concreto de atribución de poderes pa- 
ra satisfacción de necesidades públicas. 

No se trata de una cobertura, de un mayor poder, de 
una mayor impunidad o arbitrariedad del actual admi- 
nistrativo, sino al contrario, se trata de que la Adminis- 
tración sólo puede actuar precisamente en el marco y 
con los poderes que le confiere la ley en virtud de la 
atribución de potestad. Sólo actuando en función de las 
potestades que el ordenamiento otorga, se pueden vá- 
lidamente llevar a cabo las actuaciones administrativas. 

Sin embargo, el señor Ministro confundió de alguna 
manera los términos de potestad cuando hizo una re- 
ferencia en su intervención en el sentido de que hoy día 
la Administración no es fundamentalmente de potes- 
tades, sino servicial, de servicio a los ciudadanos. Es- 
to es una confusión, toda vez que, necesariamente, la 
Administración es de potestades. 

Por otro lado, el análisis de la realidad nos lleva a la 
conclusión de que este Gobierno, en muchas ocasiones, 
ha llevado a cabo una duplicación o reduplicación de 
las potestades sancionadoras, por ejemplo, atribuidas 
en virtud de leyes aprobadas en esta Cámara, como ha 
ocurrido de una manera muy significativa y especta- 
cular precisamente con la ley de seguridad ciudadana, 
donde mi Grupo tuvo oportunidad de destacarlo en la 
medida en que en ella se atribuían potestades sancio- 
nadoras que excedían del marco habitual de una Ad- 
ministración pública, de tal manera que venían a 
invadir, por un lado, el terreno propio del Poder Judi- 
cial y, por otro, entraban en la esfera privada suplan- 
tando a la ley con potestades sancionadoras que no eran 
características del actuar administrativo, sancionando 
administrativamente conductas privadas que eran ob- 
jeto de un ilícito penal. Esta es una forma concreta en 
la que se manifestó una mala interpretación de la po- 
testad sancionadora. 

Pero lo que nos interesa destacar es que en el ejerci- 

cio de las potestades que le confiere el ordenamiento 
jurídico, la Administración es donde únicamente pue- 
de actuar. ¿Cuáles son estas potestades? Las que le atri- 
buyen las leyes características del elemento esencial 
constituyente, es decir, de los poderes que dimanan de 
la Administración como normal esencial y fundamental. 

La primera conclusión de dicho debate es presentar 
como moción que el Gobierno traiga a la Cámara un 
proyecto de ley regulador del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas. Baste recordar que el actual 
Régimen Jurídico de la Administración data del año 
1957. Esto nos lleva a una conclusión verdaderamente 
preocupante, y es que si el Gobierno se siente cómodo 
actuando con leyes del año 1957, es que está dando por 
válidas, de alguna manera, las normas jurídicas supe- 
riores que provienen del régimen anterior, y las está 
consagrando a nivel constitucional, porque son las le- 
yes que en virtud de la Constitución atribuyen pode- 
res a la Administración pública. De igual manera, se 
concluye la necesidad de traer a esta Cámara, después 
de diez años de Gobierno que van a concluir el año que 
viene, un régimen estatutario de los funcionarios pú- 
blicos que tiene todo un tratamiento parcial, sesgado 
y fracasado con las normas que se dictaron en el año 
1984, tanto es así que obligaron, como SS. SS. conocen, 
a una reforma en el año 1988 en virtud de sentencias 
del Tribunal Constitucional. 

Nuestro segundo apartado dice que se debe presen- 
tar, en el plazo de seis meses, una ley de expropiación 
forzosa. Les recuerdo a SS. SS. que la actual Ley de Ex- 
propiación Forzosa, y creo que es un tema esencial en 
el ordenamiento jurídico administrativo, es del año 
1954. Luego ya vemos dos leyes esenciales en el proce- 
so constituyente de poderes de la Administración de un 
Estado de Derecho que son de los primeros años de la 
década de los cincuenta. No creo que merezca mayor 
comentario; habla por sí solo este dato. 

La Ley de Contratos del Estado es del año 1965 y es 
objeto de modificación permanente en cada Ley de Pre- 
supuestos en función, únicamente, de los intereses del 
Gobierno en ese ejercicio económico, que desgraciada- 
mente cada año se funcionaliza oportunísticamente con 
criterios instrumentales, pero no se aborda una ley 
constitucional del régimen de contratación pública. 

Y algo que es esencial en todo Estado de Derecho, que 
es la responsabilidad de la Administración, una com- 
petencia exclusiva del Estado. Sin embargo, este Gobier- 
no no es capaz de traer a esta Cámara un régimen de 
responsabilidad de la Administración. La responsabi- 
lidad de la Administración pública es un principio esen- 
cial, un pilar del Estado de Derecho. Su reflejo cons- 
titucional aparece muy claro en el artículo 24.1 de nues- 
tro texto superior, cuando se consagra el derecho a tu- 
tela de todos los ciudadanos en el ejercicio de sus 
derechos e intereses legítimos. Se produce en el ar- 
tículo 103.1, cuando establece que la Administración ac- 
túa sometida a la Ley y el Derecho, y en el ámbito con- 
creto del artículo 106.2 de la Constitución se consagra 
el principio de que los particulares, en los términos es- 
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tablecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemni- 
zados por toda lesión que sufran en sus bienes y dere- 
chos. Es un principio constitucional que viene a 
configurarse como un soporte básico de toda la estruc- 
tura del sistema democrático. 

El artículo 106 de la Constitución dice que en los tér- 
minos de esta ley, los particulares deberán ser indem- 
nizados. Luego la cobertura legal del régimen de 
responsabilidad del Estado a que se refiere la Consti- 
tución es, ni más ni menos, que la Ley de Régimen Ju- 
rídico de la Administración del Estado del año 1957. Sus 
señorías podrán entender que resulta un anacronismo 
absoluto pensar que todo el contenido del régimen ju- 
rídico de la responsabilidad del Estado, por mandato 
constitucional, está concretado en el artículo 40 de una 
Ley del año 1957. 

Los comentarios que merece la situación antedicha 
en ningún caso bastarían para demostrar que el man- 
tenimiento de estas normas básicas y fundamentales 
de los años 50 pueden justificarse por ningún utilita- 
rismo ni por ningún pragmatismo, sino que, por el con- 
trario, debemos entender que es una exigencia 
fundamental del sistema constitucional. Y la reiteración 
con que se ha expuesto no permite, en ningún caso, ni 
siquiera que SS. SS. puedan dar por sentado que es al- 
go que se irá haciendo con el tiempo, que es algo que 
en virtud de otras leyes podrá acometer la Administra- 
ción pública. 
Lo cierto es que hemos visto que una serie de puntos 

esenciales de régimen jurídico del Estado, de respon- 
sabilidad administrativa, de contratación, de expropia- 
ción forzosa, se rigen por normas que en ningún caso 
podían SS. SS. pensar, a punto de entrar en los años 
2000, que iban a seguir en vigor desde la época más du- 
ra del franquismo. Esa es la realidad, y SS. SS. tienen 
que entender que esto es un anacronismo y que no con- 
duce sino a una confusión absoluta en torno a lo que 
deba ser la Administración pública. 

El señor Ministro el otro día, porque evidentemente 
estaba satisfecho de su acuerdo con las centrales sin- 
dicales, vino a esta Cámara a insistir en las reformas 
que hay que acometer en la Administración. Esas re- 
formas, en la medida en que han podido ser concerta- 
das con las centrales sindicales, son apoyadas por 
nuestro Grupo sin ninguna duda, pero entendemos que 
debe ser objetivo prioritario del Gobierno acometer este 
proceso de adaptación legislativa a nuestra Constitu- 
ción, porque en función de esta adaptación podremos 
disponer de unos mecanismos que garanticen la segu- 
ridad jurídica y proporcionen a la ciudadanía en cual- 
quier caso, la sensación de que están en el marco de 
una Administración pública que al menos es constitu- 
yente o constitucional. 

También pedimos en nuestra moción -y es el apar- 
tado tercero- el desarrollo en bloque del artículo 105 
de la Constitución, que afecta a cuestiones tan impor- 
tantes, sobre todo hoy día que hablar de modernidad 
se ha convertido, por su uso inadecuado, en un térmi- 
no devaluado de esta Cámara, en un término de una li- 

teratura barata, para justificar ineficacias, 
incompetencias y desidias ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
De Zárate, le ruego concluya. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Termi- 
no, señor Presidente. 

Pedimos el desarrollo del artículo 105, decía, que es 
el acceso de los ciudadanos a los archivos administra- 
tivos, la audiencia de los ciudadanos en el procedimien- 
to a través del cual deban producirse los actos 
administrativos, y algo que nuestro Grupo Parlamen- 
tario ha pedido insistentemente y que está en su pro- 
grama electoral, que es el silencio administrativo 
positivo, verdadero punto de equilibrio de privilegios 
y garantía del Estado. 

De igual modo pedimos el desarrollo de las peculia- 
ridades de los Colegios Profesionales como dice el ar- 
tículo 36 de la Constitución, que es algo en lo cual la 
Administración pública no ha querido jamás entrar, qui- 
zá porque entiende que es un margen de autonomía de 
la voluntad y que difícilmente puede ser controlable. 

Por último, también pedimos la ley que regule la ad- 
ministración institucional, en la que todavía está en vi- 
gor la Ley de 1956 de Entidades Estatales y Autónomas, 
que regula las situaciones de organismos autónomos, 
servicios administrativos con personalidad jurídica dis- 
tinta del Estado, empresas nacionales. Así evitaríamos 
que cada año, según las conveniencias del Ministerio 
de Economía y Hacienda, se vayan transformando or- 
ganismos autónomos administrativos en comerciales, 
éstos en empresas públicas y un listín enorme de en- 
tes públicos que van desapareciendo, huyendo del con- 
trol de esta Cámara y del Derecho administrativo, para 
buscar una vida independiente como sociedades esta- 
tales o como organismos autónomos, con escasísimas 
posibilidades de control público, con arreglo a criterios 
de eficacia, porque se ha llegado a la conclusión de que 
para que funcione un servicio hay que alejarlo de la Ad- 
ministración pública. De igual modo, hemos pedido que 
se cumpla la Ley de Planta, creando los Juzgados de 
lo Contencioso-administrativo para resolver con efica- 
cia las demandas que tanto afectan a la seguridad jurí- 
dica en el orden contencioso y muy especialmente en 
la administración local. La necesidad de reformas en 
el Instituto Nacional de Administración Pública ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Le rue- 
go que concluya. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: 
Termino. 

Y, por último, una enmienda que ha presentado el 
Grupo Parlamentario de Izquierda Unida, que, por su- 
puesto, aceptamos y agradecemos, porque mejora la 
nuestra, en la medida en que incorpora un apartado oc- 
tavo que obliga al Gobierno a presentar un proyecto de 
ley de administración periférica y a recoger algo que 
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nosotros hemos pedido en nuestro programa electoral 
y que hemos olvidado incorporar, cual es la supresión 
de los gobernadores civiles, enmienda que, repito, agra- 
decemos a Izquierda Unida por su aportación. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor De Zárate. 

A esta moción ha presentado una enmienda el Gru- 
po de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. Para su 
defensa, tiene la palabra el señor Baltasar. 

El señor BALTASAR ALBESA: Garcias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, a lo largo de la interpelación que tuvimos 
ocasión de debatir en el último Pleno, nuestro grupo 
explicaba que seguamente éste era uno de los temas 
pendientes e importantes y que cualquier interpelación 
y posterior moción que fuera en la línea de completar 
el panorama de la modernización y la reforma de las 
administraciones públicas tenía necesariamente, se iba 
en un sentido progresivo, como entendemos que es la 
moción que se nos plantea, que contar -y contaría- 
con el apoyo del Grupo Parlamentario de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya. Nosotros decíamos 
-y a lo largo del debate de la interpelación se puso de 
manifiesto- que la modernización de las administra- 
ciones públicas no es únicamente un tema legislativo, 
pero sí que es hoy un tema principalmente legislativo. 
Agarrándose a ese clavo, el señor Ministro hablaba de 
otro tipo de cuestiones, que hemos saludado como avan- 
ces parciales, como es el acuerdo entre el Ministerio 
para las Administraciones Públicas y el conjunto de las 
centrales sindicales más representativas. Hoy, después 
de un largo proceso de transición en nuestro país y des- 
pués de casi diez años de gobierno socialista, queda 
pendiente una serie de cuestiones de carácter legisla- 
tivo que hay que abordar. 

La moción que ha planteado el Grupo del CDS reco- 
ge en sus líneas esenciales muchos de los postulados 
que nosotros proponemos; seguramente discreparía- 
mos en el desarrollo del conjunto de las proposiciones 
de ley que ello comportaría, pero nos parece bien. 

De todos modos, la moción nos parece un poco torren- 
te. Hay tantas cosas que legislar y sobre tantos aspec- 
tos que la moción, inevitablemente, va de lo principal 
a algunas cosas no diré que secundarias, pero sí que 
estarían en un segundo plano, para volver luego al río 
madre y volver a salir hacia otro afluente. En todo ca- 
so, a nosotros, en líneas generales, nos ha parecido co- 
rrecta y necesaria, aunque hemos querido introducir 
una enmienda que creemos que va a comportar el 
acuerdo del grupo proponente, que va en la línea de que 
cualquier modernización de las administraciones pú- 
blicas debe comportar necesariamente el hecho de que 
se produzca un trasvase interadministrativo. Si se in- 
crementa la cuota de responsabilidad a los poderes, al 
conjunto de las administraciones públicas que confor- 
man el Estado, está claro que en la medida en que crez- 

ca una deben crecer otras y al revés. Por tanto, con la 
teoría de los vasos comunicantes, entendemos que de- 
be vaciarse parcialmente la Administración central del 
Estado y suprimirse aquellas figuras que solapan, que 
implican, que multiplican y que hacen, en definitiva, 
todavía más difícilmente administrable el conjunto de 
lo que son los poderes públicos. 

En este sentido nuestro Grupo plantea que en el pla- 
zo de seis meses y en línea con tantas propuestas que 
se han hecho ya desde todos los grupos parlamentarios, 
incluido el nuestro, se pueda arbitrar a través de un me- 
canismo, de un proyecto de ley, aquellas cuestiones que 
tiendan a la simplificación y a la supresión de la Ad- 
ministración periférica del Estado en aquellos casos 
que sea administración redundante y, valga la expre- 
sión, concomitante, y sobre todo que se vaya hacia la 
supresión de la figura de los gobernadores civiles, que 
entendemos que en estos momentos -en el marco ac- 
tual y en el desarrollo de lo que supone el estado de 
las Autonomías y el trasvase de las administraciones 
públicas- queda perfectamente asumida a través de 
lo que serían los Delegados del Gobierno en las distin- 
tas comunidades autónomas. 

Por estas razones, nuestro Grupo, siguiendo en la 1í- 
nea de lo que ya fue esta interpelación y dando el apo- 
yo a esta moción, pretende que con esta enmienda se 
logre clarificar todavía más una vía de avance hacia al- 
go que seguramente hoy es trascendental, en la medi- 
da en que un país no sólo mide su grado de desarrollo 
y la modernidad por una serie de fríos indicadores eco- 
nómicos, sino también por la capacidad de que el con- 
junto de las administraciones públicas sea más eficaz, 
más transparente y que realmente el conjunto de la 
práctica política, social, jurídica que emana del conjun- 
to de las administraciones sea algo tangible, material 
y directo a los ciudadanos; que no tengan que irlo a bus- 
car en disposiciones adicionales y transtorias de los 
Presupuestos Generales del Estado, sino en la renova- 
ción de leyes que algunas de ellas tienen más de 30 años 
y que nacieron en circunstancias totalmente distintas 
al marco político del que afortunadamente hoy dispo- 
nemos en nuestro país. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

iGrupos que desean intervenir en el debate? (Pausa.) 
Por el Grupo Catalán de Convergencia i Unió, tiene 

cias, señor Baltasar. 

la palabra el señor Baltá. 

El señor BALTA 1 LLOPART: Señor Presidente, seño- 
rías, el Grupo Parlamentario del CDS, en cuyo nombre 
ha presentado la moción el señor De Zárate, ha puesto 
en realidad sobre la mesa de esta Cámara una propues- 
ta global de transformación de la Administración pú- 
blica española, cosa que, una vez analizado el texto que 
se someterá a la aprobación, sucedería si, efectivamen- 
te, en el plazo de los próximos seis meses el Gobierno 
trajera a debate y aprobación nada menos que un mí- 
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nimo de 10 proyectos de ley que afectan al régimen ju- 
rídico de las administraciones públicas, ya anunciado 
por el Ministro en esta Cámara; a la necesidad, recla- 
mada reiteradamente por mi Grupo, de crear un esta- 
tuto merco para los funcionarios; a la voluntad 
manifestada de regulación de la administración insti- 
tucional; a los obsoletos textos legales que rigen los ex- 
pedientes de expropiación forzosa; a la contratación del 
Estado y los mecanimos de su misma responsabilidad. 

Por ótra parte, y en otros puntos de la moción, se pre- 
tende entrar -para ponerla al día, creemos- en la re- 
gularización del régimen jurídico de los colegios 
profesionales y el ejercicio libre de profesiones titula- 
das. También se desea profundizar la democratización 
de las relaciones del conjunto de la Administración con 
la ciudadanía, estableciendo una mayor audiencia en 
cuanto a las disposiciones administrativas que les afec- 
tan y facilitando su acceso a los archivos y a los regis- 
tros correspondientes. 

En el punto sexto se pretende la necesaria agilización 
de la jusrisdicción contencioso-administrativa y tam- 
bién que se proceda a la constitución de los juzgados 
de este ámbito, previstos en la Ley de Demarcación y 
Planta Judicial, cosa que efectivamente el Ejecutivo de- 
biera hacer cuanto antes. 

El que debiera ser el último punto de la moción, la 
reforma de la actual estructura del Instituto Nacional 
de la Administración Pública, parece hecho a la medi- 
da de la voluntad de ir a por una nueva cultura de la 
cosa pública, ya manifestado por el propio Ministro en 
el debate de la interpelación correspondiente; voluntad 
hacia la que este Diputado le animó con cierto entusias- 
mo, partiendo de la certeza del criterio expresado por 
el señor De Zárate definiendo la Administración del Es- 
tado como preconstitucional. 

Hay que considerar positivamente la enmienda de Iz- 
quierda Unida, que pretende añadir al texto otro pro- 
yecto de ley hacia la reordenación y simplificación de 
la Administración periférica, incluyendo la supresión 
de los gobernadores civiles, cuestión reivindicada des- 
de antaño por mi Grupo, que significaría la readapta- 
ción a una realidad tendente a instaurarse, quizá por 
la simple teoría de los vasos comunicantes a la que se 
ha referido el Diputado Francesc Baltasar. 

Moción y enmienda son, en realidad, un inventario 
de las principales cuestiones que cabe reformar si se 
quiere avanzar hacia la configuración de la Adminis- 
tración pública que al propio Ministro, porque así lo 
ha manifestado, le gustaría realizar durante su manda- 
to. Seguro que acabaríamos estableciendo las necesa- 
rias convergencias hacia el proyecto común que, hoy o 
mañana, ahora o más tarde, nos acabará imponiendo 
esa Europa que hoy mismo configuran en Maastricht. 
El proceso en marcha nos exigirá otras reformas que 
habrá que ir haciendo, pausadamente, eso sí, dirigien- 
do socialmente las transformaciones que el proceso re- 
quiera. 

Por lo demás, señorías, este índice de proyectos de 
ley que presenta el Grupo del CDS, con una adición 

mencionada de Izquierda Unida, puede constituirse en 
un memorándum de cuestiones básicas que el país tie- 
ne pendientes para salir del anacrónico contexto legal 
heredado del pasado todavía vigente. 

El señor De Zárate ha tenido a bien recopilar los da- 
tos sobre los años de aprobación de algunas leyes: 1954, 
1965, 1957. Son fechas que dejan en falso, ante el con- 
junto de la sociedad, a cuantos integramos este hemi- 
ciclo; cuando menos, así lo parece desde los escaños 
de mi Grupo Parlamentario. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Núñez. 
cias, señor Baltá. 

El señor NUREZ PEREZ Señor Presidente, señorías, 
el Grupo Parlamentario Popular, en cuya representa- 
ción intervengo, votará favorablemente la moción pre- 
sentada y defendida por el Grupo Parlamentario del 
CDS, que trae causa de la interpelación debatida el pa- 
sado día 27 de noviembre, en la que se reclamaban al 
Gobierno las correspondientes medidas para afrontar 
la reforma y modernización necesarias de la Adminis- 
tración pública. 

Si alguna pega, cordialmente, ponemos a la moción 
del CDS, es que se ha limitado a una parte muy impor- 
tante de la modernización, la de la legislación, y ha de- 
jado, supongo que para otros trámites parlamentarios, 
la modernización global de la Administración. A eso se 
refería la interpelación. 

Nuestro voto afirmativo guarda coherencia con la po- 
sición ya defendida en el debate de dicha interpelación, 
que coincidía con la del Grupo interpelante en lo que 
podemos denominar elementos esenciales o capitales 
del problema, que son: primero, la reforma o moderni- 
zación es urgente y necesaria; segundo, la reforma o mo- 
dernización debe apoyarse en datos concretos, claros, 
y no en simples proyectos más o menos hermosos, más 
o menos posibles, más o menos voluntaristas. Es decir, 
las medidas que se reclaman deberían afectar, entre 
otras cosas, a la mejora radical de determinados servi- 
cios públicos, agilizando la actuación administrativa, 
entre otros, en estos importantes temas: prestaciones 
y servicios sociales, servicios educativos, servicios sa- 
nitarios, relación leal, eficaz y ágil entre la Administra- 
ción y el administrado, dándole a los ciudadanos lo que 
los ciudadanos le reclaman a la Administración en es- 
tos tiempos: que intervenga como instrumento de ga- 
rantía, que sea garantía de imparcialidad y que sea 
garantía de acceso a bienes y servicios y también, jcó- 
mo no!, el desarrollo legislativo en los puntos que aquí 
se han relatado con todo detalle y con los que están de 
acuerdo todos los grupos que hasta ahora han interve- 
nido. No es la primera vez que este Diputado en nom- 
bre de su grupo, y otros Diputados, en nombre de los 
suyos, han hecho un ninventario de las deficiencias le- 
gislativas y de la necesidad de acomodar la legislación 
actual a los tiempos que vivimos, sobre todo tiempos 
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que son constitucionales, para que no existan leyes, tex- 
tos preconstitucionales. 

Este proceso de modernización, por tanto, lo consti- 
tuyen una serie de medidas de distinta naturaleza com- 
plementarias entre sí, que sirvan de cimiento al proceso 
de modernización. 

Debo decir también, con la mayor cordialidad, que 
la moción bascula en exceso, se inclina demasiado so- 
bre el grupo de medidas legislativas. Seis puntos de la 
moción se refieren a ellas y un punto se dedica a otra 
cosa muy importante, a la que también me voy a refe- 
rir. No pueden ser minimizadas estas peticiones de la 
moción iojo! que mi grupo, repito, ha solicitado, recla- 
mado y reivindicado cincuenta mil veces y que ahora 
apoya con su voto, pero que no pueden hacernos olvi- 
dar las otras a las que telegráficamente he hecho refe- 
rencia. Bienvenidos sean todos esos proyectos 
legislativos que nos fueron ofrecidos hace unos meses 
como dorada fruta de otoño. El otoño legislativo, apo- 
yado en los quince proyectos de ley que iban a enviar 
ustedes al Congreso de los Diputados, figuran en el 
«Diario de Sesiones)) del día 23 de abril, cuyos proyec- 
tos de ley fueron citados literalmente por el Ministro. 
Pues bien, de esas frutas doradas de otoño no hemos 
cosechado ni una sola. Ahora podrán convertirse en flo- 
res de primavera. Ya veremos, pero así podría ser si se 
vota favorablemente la moción del Grupo del CDS. Con 
ellos la Cámara estaría plenamente dedicada a la tarea 
legislativa y quedaría enriquecida esta legislatura con 
ese resultado. 

Y llegados a este punto, debemos decir también, con 
la mayor cordialidad, que la moción peca por defecto 
y por exceso; por defecto, porque olvida uno de los pro- 
yectos de ley más prometidos y más esperados por la 
Cámara y también más necesitados por la sociedad: el 
proyecto de ley del Gobierno. Efectivamente no tiene 
una incardinación constitucional, como la tiene la Ley 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas, 
en un texto claro y concreto, pero a punto estuvimos 
de presentar una enmienda de adición para que este 
proyecto de ley también figurara en este recuerdo cla- 
ro que hace de los fallos legislativos del Gobierno so- 
cialista la moción del CDS. Si no la hicimos es porque 
mañana, en la comparecencia del Ministro ante la Co- 
misión, tendremos ocasión de recordarle esta tabla de 
incumplimientos legislativos, porque durante nueve lar- 
guísimos años el PSOE se ha olvidado -como ha di- 
cho el señor De Zárate muy bien y han recordado los 
otros dos intervinientes de los Grupos del Convergen- 
cia i Unió y de Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya- del artículo 103 de la Constitución, negán- 
donos el Estatuto de la Función Pública. Se ha olvida- 
do de cumplir mandatos legislativos como la Ley 
1011983, de 16 de agosto, referida a la organización de 
la Administración central del Estado, y en la que, para 
dar cumplimiento a su mandato, había que hacer tan- 
to la ley de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas como la Ley del Gobierno. Se ha olvidado de 
compromisos contraídos personalmente por el Gobier- 

no en esta Cámara, tanto en los debates sobre el esta- 
do de la nación como en comparecencias personales de 
distintos ministros que no tengo ahora por qué recor- 
dar. Todo ello justifica la mayor parte de las peticiones 
del Grupo del CDS y también el voto positivo de nues- 
tro Grupo. Digo la mayor parte porque en algún extre- 
mo la moción peca por exceso. El que mucho abarca, 
señor De Zárate, poco aprieta. A lo mejor aquí ni siquie- 
ra abarcando poco se aprieta mucho, porque ya se sa- 
be que los votos del PSOE prestan oídos de mercader 
a razones profundas y serias como las que apoyan la 
moción que usted ha defendido. Sin embargo, solicitan 
en la moción proyectos que pudieran haberse dejado 
para otra ocasión. 

No digo que no sean importantes, pero podrían ha- 
berse dejado para otra ocasión para no desvirtuar la 
atención sobre los temas capitales que significan mu- 
cho en lo que es la modernización de la administración 
del Estado y de la legislación. 

Dije en el Pleno y digo ahora que la moción no ha te- 
nido suerte con el calendario, porque las respuestas que 
recibirá van a ser elusivas, es decir «Mañana en la Co- 
misión, ya veremos» o «El Gobierno ya tiene casi he- 
chos todos los proyectos de ley». Es decir, la remisión 
a lo que mañana se debata con la Comisión recuerda 
sin querer al «vuelva usted mañana)) de todo el mal fun- 
cionamiento de la Administración. Van a caer ustedes 
en la tentación de decir: mañana o pasado mañana, eso 
es lo malo para la modernización de la Administración. 
Luego no se quejen cuando en los debates actuemos con 
dureza y recordemos palabras que no guardan coheren- 
cia con las declaraciones voluntaristas de mejora de la 
Administración que ustedes hacen en determinados fo- 
ros. Aunque es lógico que analicemos de manera con- 
junta los acuerdos sindicatos-gobierno y el acuerdo del 
Consejo de Ministros sobre la modernización de la Ad- 
ministración, las respuestas pueden ser concretas y ser 
de hoy, y estar perfectamente incardinadas con lo que 
mañana profunda, sinceramente, analicemos en cuan- 
to a lo que de bueno tengan esos acuerdos y sus conse- 
cuencias positivas para este proyecto general de 
modernización, que todos queremos que termine con 
el éxito que la sociedad española necesita y merece. 

Especialmente decimos sí -termino, señor 
Presidente- al punto séptimo de la moción que solici- 
ta la reforma de la actual estructura del INAP (Institu- 
to Nacional de la Administración Pública). 

Sistemáticamente, mi Grupo viene llamando la aten- 
ción sobre la imperiosa necesidad de incrementar el es- 
fuerzo en formación y perfeccionamiento de los 
funcionarios, tanto en la fase de ingreso, como, básica- 
mente, de cara al perfeccionamiento profesional y la 
promoción. Este sí es un tema capital en el proceso de 
la modernización. 

El Grupo Popular ha presentado una proposición no 
de ley -lo cito como última iniciativa- el día 16 de ju- 
lio que solicita, entre otras cosas, un plan global de for- 
mación del personal al servicio de las administraciones 
públicas que fije una inversión de formación razona- 
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ble y suficiente. Ya veremos cuál será el destino de es- 
ta iniciativa, como ya veremos cuál será el del punto 
séptimo de la iniciativa de la moción. 

En todo caso, nos congratula que haya otros Grupos 
que manifiesten esta preocupación por el grave 
problema. 

Finalizo, señor Presidente, reiterando la posición fa- 
vorable de mi Grupo a estas peticiones tan razonables 
del Grupo Parlamentario del CDS, como a cualesquie- 
ra otras, como las que ha presentado Izquierda Unida, 
que, nacidas de la misma preocupación, vengan a ofre- 
cer al Gobierno soluciones que en casi 10 años de ejer- 
cicio en el poder no ha podido, no ha sabido o no ha 
querido tomar el Gobierno socialista. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 
cias, señor Núñez. 

Llorens. 

El señor LLORET LLORENS: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, voy a intervenir para fijar la posición del 
Grupo Socialista en la moción que ha defendido el se- 
ñor De Zárate. Voy, en relación con esta fijación de po- 
sición, a manifestar coincidencias, quizá para 
tranquilizar alguna de las inquietudes que el señor De 
Zárate exponía en esta tribuna, y voy a manifestar dis- 
crepancias, discrepancias que, efectivamente, nos van 
a impedir votar favorablemente esta moción. 

En cualquier caso, es un deseo, me gustaría, que de 
este debate saliesen al menos algunas bases de coinci- 
dencia de cuál es el camino o cuáles deben ser las 1í- 
neas en las que se debe mover esa deseada moderni- 
zación de las Administraciones públicas. 

La moción que ha defendido el señor De Zárate efec- 
tivamente nos pide que instemos al Gobierno para que, 
en un plazo de seis meses, presente diez proyectos de 
ley, y también nos pide que reformemos la actual es- 
tructura del Instituto Nacional de Administraciones Pú- 
blicas. 

No se puede negar al Grupo proponente el deseo de 
dar trabajo a esta Cámara, aunque en la moción haya 
olvidos importantes: ni la más mínima referencia a dos 
acuerdos que yo creo tienen que estar presentes den- 
tro de lo que es una idea de modernización, como los 
recientemente alcanzados por el Ministerio para las Ad- 
ministraciones Públicas con los sindicatos y el conoci- 
do acuerdo del Consejo de Ministros, que ambos serán 
objeto de debate mañana en el seno de la Comisión de 
Régimen de las Administraciones Públicas. 

Hechas estas obviedades, y leída la moción, yo creo 
que cabría preguntar si el camino que usted nos pro- 
pone, señor De Zárate, es el camino que debemos plan- 
tearnos en la modernización de la Administración 
pública. Y aquí yo creo que la respuesta sólo se puede 
dar, primero, de la calificación de dos conceptos cla- 

ves: concepto de reforma y concepto de modernización; 
segundo, de la valoración de si las propuestas que se 
presentan añaden algo nuevo, aportan nuevos elemen- 
tos para la reforma y modernización de la Administra- 
ción pública. 

Primera cuestión: concepto de modernización. Con- 
cepto que para el Grupo Socialista supone una afirma- 
ción de realismo político, y ello frente a la vieja idea 
de reforma, que pretende exclusivamente, mediante nor- 
mas, modificar, hacer más efectivo el entremado com- 
plejo que es la Administración. 

Nosotros creemos que la modernización debe ser un 
enfoque gradual, con una dimensión activa y permanen- 
te, que introduzca elementos dinamizadores en el seno 
de las organizaciones públicas cambiándolas y mejo- 
rándolas, problema al cual ha hecho referencia el se- 
ñor Núñez en su intervención. 

No compartimos, pues, una metodología que nos pro- 
ponga una reforma con carácter estático, con carácter 
totalizador, que pretenda en un solo acto transformar 
la Administración. La mejora de la Administración, se- 
ñor De Zárate, no es un proceso basado sustancialmente 
en el cambio legislativo, aunque añada a continuación 
que son necesarias algunas modificaciones legislativas. 

¿Qué nos separa, desde mi punto de vista, de su con- 
cepción plenamente juridicista de lo que es la moder- 
nización de la Administración pública? Que yo creo que 
parte de una presunción errónea, que es que todo el blo- 
que de legalidad en el que se apoya la acción y proce- 
dimiento de la Administración carece de legitimidad, 
por estar apoyados en legislación preconstitucional (y 
aquí no es porque lo diga yo, ni porque lo haya dicho 
el Gobierno, sino porque lo ha dicho el Tribunal Cons- 
titucional). Esta afirmación es incosistente y, como al- 
ternativa, nuestra concepción, la del Grupo Socialista, 
pretende que la modernización deba acometerse a tra- 
vés de un proceso integrado de actuaciones estructu- 
rales y orgánicas, procedimentales y de motivación, de 
formación y profesionalización, ello en el conocimien- 
to profundo de la realidad en la que se opera, actuan- 
do con gradualidad y con perseverancia. 

Yo creo que buen ejemplo de ello son los acuerdos 
a los que he hecho referencia ya, los acuerdos alcanza- 
dos con las centrales sindicales y el acuerdo del Con- 
sejo de Ministros. 

En perfecta coherencia con lo que he dicho hasta aho- 
ra, también debemos tener presente al ((Diario de Se- 
siones» y leérnoslo. Yo creo que fue muy clara la 
intervención del Ministro para las Administraciones Pú- 
blicas en el debate producido con motivo de la interpe- 
lación. Ya había habido -se ha hecho referencia a 
ello- una intervención del Ministro, señor Eguiagaray, 
en la Comisión, el pasado 23 de abril, en la que efecti- 
vamente anunciaba la presentación de tres proyectos 
de ley, uno de los cuales fue debatido hace justo dos 
semanas, el que hace referencia al tema de datos. Lo 
cual quiere decir que el Gobierno está poniendo en co- 
nocimiento de la Cámara, enviando a la Cámara, lo que 
son sus proyectos, sus iniciativas legislativas. 
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Paso a fijar posición en relación con cada uno de los 
puntos de la moción. Primera propuesta: Presentación 
de un proyecto de ley regulador del régimen jurídico 
de las Administraciones Públicas. Plena coincidencia. 
El Ministro para las Administraciones Públicas lo anun- 
ció el pasado 23 de abril, lo reiteró en el Pleno cuando 
se debatió la interpelación, nada tenemos que decir y 
no tenemos por qué desconfiar de lo que es una mani- 
festación expresa y concreta del Ministro en las dos se- 
siones, en la de Comisión y en la del Pleno. 

Segunda propuesta: Presentación de un proyecto de 
ley sobre régimen estatutario de funcionarios públicos. 
Yo creo que aquí tendríamos que coincidir -no sé si 
coincidiremos- en que todas las cuestiones básicas del 
estatuto, desde el punto de vista material, están ya re- 
guladas: selección, acceso, formación, carrera, retribu- 
ciones, movilidad, participación, derecho a la 
negociación, a la consulta, incompatibilidades, régimen 
disciplinario. Ha habido diversos pronunciamientos en 
esta Cámara, tanto del anterior titular, señor Almunia, 
como del actual, señor Eguiagaray, respecto a que el 
Gobierno no tendría inconveniente en remitir un texto 
que unificase este conjunto de normas que conforman 
el vigente Estatuto de funcionarios. Porque, eso sí, po- 
demos hablar, aunque en normas dispersas, de un Es- 
tatuto de funcionarios. La pregutna es si es éste el 
momento; un momento en que el proceso de moderni- 
zación de la Administración del Estado dibuja toda una 
serie de medidas modificadoras de futuro, y un momen- 
to en el que el Gobierno tiene la decisión de desarro- 
llar el ya citado acuerdo con las organizaciones 
sindicales. Nosotros creemos que no. 

Tercera propuesta: Reforma en materia de audiencia, 
acceso a archivos y registros, participación de los ciu- 
dadanos, generalización de los supuestos de silencio po- 
sitivo y responsabilidad de la Administración. Sí, de 
forma contundente. Me remito a lo manifestado ya an- 
teriormente en relación con lo que era la necesidad del 
proyecto de ley de régimen jurídico para las Adminis- 
traciones Públicas. 

Cuarta propuesta: Regulación del régimen jurídico 
de colegios profesionales. Aquí, de alguna forma, se está 
repitiendo un debate que ya se produjo el pasado 12 de 
noviembre y en el que se pedía exactamente lo mismo 
que usted pide. No parece que éste sea el momento más 
adecuado para dar prioridad a la modificación de la 
Ley de 26 de diciembre de 1978, que modificó la del 74, 
e imporvisar en una materia en la que hay competen- 
cias del Estado, de las comunidades autónomas y de 
la propia Comunidad Europea, cara a afrontar el año 
93 y en un momento en el que sí sería importante un 
pronunciamiento de normativa comunitaria sobre co- 
legios profesionales. 

Quinta propuesta: Presentación del proyecto de ley 
de la jurisdicción contencioso-administrativa. Señoría, 
yo creo que es suficientemente conocida la posición del 
Gobierno de abordar en el curso de la presente legisla- 
tura una roforma global de los procedimientos en los 
diferentes órdenes jurisdiccionales. Es también cono- 

cido el Real Decreto 1343/1988, de 21 de octubre, que 
crea una sección especial en el seno de la Comisión Ge- 
neral de Codificación, en la que precisamente el proce- 
so contencioso-administrativo tiene, alentadoramente, 
un tratamiento ya muy avanzado. 

Sexta propuesta: Administración institucional. No 
compartimos los criterios de prioridad legislativa, aun- 
que algunos aspectos de esta ley podrían estar regula- 
dos en la referida ley del Gobierno. 

Por último, nos propone una reforma de la actual es- 
tructura del Instituto Nacional de Administración Pú- 
blica. Aquí creo que hay un desconocimiento del 
importante trabajo del Instituto Nacional de Adminis- 
tración Pública, de lo que se ha hecho en 1991, de lo 
que se ha invertido en formación (19.000 millones en 
1991), de los cursillistas que han pasado (22.059), de los 
972 profesores de los grupos A, B, C y D, y de los alum- 
nos de Administración Local (1.371). En definitiva, creo 
que hay un desconocimiento de la actuación del INAP, 
que quizá haya que mejorarla, haya que modernizarla, 
pero creo que sería conveniente, y está muy cerca, visi- 
tar las instalaciones del INAP, tras la recuperación del 
Hospital de San Carlos, ver lo que ahí se está haciendo 
y sacar conclusiones. 

Concluyo preguntando si efectivamente se aportan 
nuevos elementos en la moción no previstos o enume- 
rados por el Gobierno. Yo reitero aquí que es realmen- 
te satisfactorio comprobar los contenidos materiales 
que el Ministro para las Administraciones Públicas dio 
en el debate de la interpelación en el Pleno para satis- 
facer todo un conjunto de necesidades, toda una serie 
de modificaciones legislativas que, efectivamente, ha- 
cen falta, o si no han sido suficientemente contestadas 
las razones de prioridad legislativa o no de las propues- 
tas contenidas en la moción. 

Creo que el Grupo Parlamentario del CDS, señor De 
Zárate, nos propone como solución al problema de la 
modernización una auténtica batería de proyectos de 
ley, alguno de los cuales es bueno y tendremos la nece- 
sidad de discutirlo en esta Cámara. No tenemos, repi- 
to, por qué desonfiar de la voluntad expresamente 
manifestada por el Ministro en esta Cámara cuando 
anunció el envío de la ley del Gobierno, de la ley bási- 
ca de régimen jurídico de las Administraciones Públi- 
cas, y de la ley de organización de la Administración. 
Tales medidas darán sin duda suficiente trabajo y abor- 
darán problemas complejos que jojalá! queden todos 
ellos resueltos. En cualquier caso, el problema no es 
hacer un catálogo de leyes sin criterio inspirador algu- 
no, porque en la propuesta, efectivamente, se nos dicen 
las leyes que hay que abordar, pero no se manifiestan 
los criterios. No hay esa visión global de lo que es la 
necesidad o la concepción de lo que supone moderni- 
zar la Administración Pública. 

Nuestra propuesta, nuestra visión, es la de impulsar 
una nueva organización administrativa que haga posi- 
ble el funcionamiento de todas las administraciones, 
que haga posible la facultad de decisión de los diferen- 
tes gobiernos, que haga posible la participación y el ac- 
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ceso real de los ciudadanos a la información adminis- 
trativa, que haga posible ese pleno ejercicio del conte- 
nido de sus derechos, con eficacia en la gestión, 
introduciendo tecnologías de futuro y responsabilizan- 
do a los servidores públicos. Esos son nuestros objeti- 
vos, este es el camino que emprendimos en 1982 y por 
el que vamos a continuar trabajando: por un concepto, 
señor De Zárate, como el de la modernidad, que nos es 
muy próximo como Grupo Parlamentario y como for- 
mación política. 

Muchas gracias. Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Lloret. 

Aceptada la enmienda de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya por el Grupo autor de la moción, pasa- 
mos a la votación. (El señor Presidente ocupa la Presi- 
dencia.) 

El señor PRESIDENTE: Moción del Grupo del CDS 
que se somete a votación en los términos resultantes 
de la aceptación de la enmienda de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 251; a favor, 101; en contra, 149; absten- 
ciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la moción. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE IZQUIERDA 
UNIDA-INICIATIVA PER CATALUNYA, SOBRE ME- 
DIDAS DE POLITICA ECONOMICA, INDUSTRIAL 
Y DE INFRAESTRUCTURAS QUE PIENSA DESA- 
RROLLAR EL GOBIERNO EN LAS COMUNIDA- 
DES AUTONOMAS DE LA CORNISA CANTABRICA 
(EUSKADI, CANTABRIA, ASTURIAS Y GALICIA) 
ANTE LA GRAVE SITUACION DE CRISIS QUE 
ATRAVIESAN (Número de expediente 1731000081) 

El señor PRESIDENTE: Moción del Grupo de Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, sobre medidas 
de política económica, industrial y de infraestructuras 
que piensa desarrollar el Gobierno en las comunida- 
des autónomas de la cornisa cantábrica (Euskadi, Can- 
tabria, Asturias y Galicia) ante la grave situación de 
crisis que atraviesan. 

Tiene la palabra el señor Martínez. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Señor Presidente, se- 
ñorías, con ocasión de la interpelación del pasado 27 
de noviembre se puso de manifiesto en esta Cámara la 
coincidencia sustancial, incluso por parte del Gobier- 
no, del Ministro que le representaba, en cuanto al diag- 
nóstico de la situación en la cornisa cantábrica, su 
situación industrial, su déficit de infraestructuras, et- 
cétera. (El señor Vicepresidente, Marcet i Morera, ocu- 

pa la Presidencia.) En el diagnóstico todos los grupos, 
y recalco que también el Goberno, estábamos de acuer- 
do. Donde ya no hubo tal acuerdo era en cuanto a las 
medidas a proponer en estos momentos. Entonces pa- 
reció que el Gobierno estaba satisfecho con los instru- 
mentos de intervención que están previstos en nuestra 
legislación, tanto los fondos de desarrollo, como los pla- 
nes de infraestructuras, etcétera, pero el resto de los 
grupos de la Cámara insistieron en que eso era insufi- 
ciente y que habían fracasado hasta el momento. Por- 
que, señorías, no cabe olvidar que aunque, como se dijo 
también el día 27, el panorama puede ser generaliza- 
ble a otras comunidades autónomas de España, el pa- 
norama en la cornisa cantábrica es que los niveles de 
expedientes de regulación de empleo, de pérdida de em- 
pleo en el primer semestre de este año son especialmen- 
te alarmantes. Por tanto, este proceso general de 
desindustrializacion que hay en nuestro país se ha vis- 
to acentuado ahora (y ahí están los dados, que yo creo 
que no es necesario volverlos a repetir) en la cornisa 
cantábrica. Por consiguiente, nuestro Grupo, al presen- 
tar hoy esta moción, consecuencia de esa interpelación, 
no intenta resolver todos los problemas que tiene la cor- 
nisa cantábrica, sino aquellos que resultaron cuellos 
de botella para el desarrollo industrial y de infraestruc- 
turas de esas comunidades autónomas. 

Por eso mismo, el punto primero de la moción se re- 
fiere específicamente a la siderurgia, no porque otros 
sectores de la producción industrial no tengan proble- 
mas en la cornisa cantábrica, sino porque se vio que 
estos momentos son especialmente graves para la side- 
rurgia porque es un sector donde se ha producido una 
mayor desinversión y se han intentado alcanzar deter- 
minados niveles de competitividad en base a disminur 
la producción, cosa que nosotros consideramos erró- 
nea. Por eso, el punto primero de la moción expresa- 
mente se pronuncia por que los niveles de 
competitividad que la siderurgia debe adquirir en nues- 
tro país no deben basarse en la disminución de la pro- 
ducción, sino, fundamentalmente, en el mantenimiento 
de la producción, mejorando la eficacia de las instacio- 
nes industriales, de las redes comerciales y haciendo 
procesos integrados en el desarrollo de esa siderurgia. 

El segundo punto de la moción se refiere a una serie 
de programas concretos de los principales problemas 
que salieron en el debate del pasado día 27. Creemos 
nosotros que se debe atender tanto a las infraestructu- 
ras como al sector primario como a la cualificación pro- 
fesional y como a la regeneración urbanística y de 
medio ambiente. 

En el tema de las infraestructuras nosotros propo- 
nemos que se tomen medidas en aquellas que salieron 
en el debate del día 27, que son en estos momentos los 
principales cuellos de botella, como es el tema del fe- 
rrocarril, la variante de Guadarrama, los accesos des- 
de la península, incluso las comunicaciones 
transversales dentro de las propias comunidades de la 
cornisa. En el tema de infraestructuras de carreteras, 
también proponemos las dos grandes líneas: por una 
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parte, las autovías que comuniquen la cornisa cantá- 
brica con la meseta y, por otra parte, acelerar la ejecu- 
ción de la autovía del Cantábrico prolongándola hasta 
Galicia. Esas infraestructuras, a nuestro modo de ver, 
permitirían no sólo una mejor comercialización de lo 
que actualmente se produce en esa cornisa, sino inclu- 
so el desarrollo de potencialidades en estos momentos 
infrautilizadas, como por ejemplo el tema de los puer- 
tos. Evidentemente, no es suficiente con que haya unos 
puertos sino que esos puertos necesitan estar conecta- 
dos con el resto del sistema de comunicaciones de nues- 
tro país para poder desarrollarse. 

En cuanto al sector primario, evidentemente, salió en 
el debate del otm día que los dos elementos del sector pri- 
mario con mayores problemas, o por lo menos con los pro 
blemas más específicos, desantados los del sector minem 
que ya vimos en la interpelación y en la moción corres- 
pondiente referida a Asturias, serían el sector de la gana- 
dería (y dentro de la ganadería, específicamente el de la 
producción y comercialización de la leche y sus deriva- 
dos, con una crisis en estos momentos que afecta funda- 
mentalmente a Cantabria) y el sector pesquen 

Nosotros creemos -y se propone una serie de 
medidas- que la situación en estos momentos es an- 
gustiosa para los pesqueros por nuestras circunstan- 
cias en la Comunidad, incluso por el propio concierto 
para la integración en la Comunidad, por los proble- 
mas que estamos teniendo con terceros países, por el 
desinterés que parece haber en la Comunidad en rela- 
ción con la pesca; parece que la Comunidad está más 
interesada en la transformación de los elementos ex- 
traídos de la pesca que en la propia extracción, que es 
a lo que nuestro país se ha dedicado fundamentalmen- 
te en los últimos decenios. 

Por tanto, señorías, con estos dos elementos del sec- 
tor primario, ampliando lo relativo a la cualificación 
profesional (que se vio que, salvo algunas excepciones, 
como el País Vasco, son también cuellos de botella pa- 
ra el desarrollo de esta cornisa cantábrica) y la rege- 
neración del medio ambiente (que es uno de los 
elementos que también se suscitó en el debate) creemos 
que no sólo ha habido una desindustrialización, sino 
que una serie de efectos de la producción industrial du- 
rante los años de vacas gordas en nuestro país hizo que 
se desmantelaran las empresas pero quedaran las con- 
secuencias, por lo que es preciso acometer programas 
concretos de mejora y restitución del medio ambiente. 

Con eso, señorías, creemos que damos por cumplido 
el debate del día 27, recogiendo lo que fue mayoritario 
en cuanto a las medidas a tomar, que, insisto, obede- 
cen a un diagnóstico en el que había incluso acuerdo 
por parte del Gobierno. 

Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 
cias, señor Martínez. 

A esta moción se ha presentado una enmienda por 
parte del Grupo Popular. Para su defensa tiene la pala- 
bra el señor Carreño. 

El señor CARREÑO RODRIGUEZ-MARIBONA Gra- 
:ias, señor Presidente. 

Señorías, reconocía el Ministro Solchaga, el pasado 
día 27 de noviembre, en el debate de la interpelación 
que motiva esta moción, que las cuatro comunidades 
autónomas de la cornisa cantábrica son zonas indus- 
triales en declive y que ello tiene un origen histórico 
y no de los últimos días, y reflejaba con cifras bien elo- 
mentes su retroceso. Con el indicador de la renta «per 
zapitan, en 20 años, sólo de 1967 a 1987 -posiblemente 
rn los últimos años, hasta la actualidad, se ha agrava- 
do la situación-, Asturias pasaba del lugar 15 al 22, 
Cantabria del 9 al 15 y Orense se mantenía en el 49. En 
su diagnóstico, que ha recordado ahora el señor Martí- 
nez, señalaba como uno de los motivos fundamentales, 
controlables y atajables por el Gobierno -no como 
otros que expuso el señor Solchaga- el estar la corni- 
sa al margen de los ejes de impulso económico que 
arrancan del centro de la Comunidad Económica Euro- 
pea. Y agregaba como esfuerzo importante del Gobier- 
no que el volumen de inversión incluido en el Plan de 
Desarrollo Regional 1989-1993 en Galicia y Asturias, 
dentro del objetivo primero de los fondos estructura- 
les de la Comunidad Económica Europea, asciende a 
1,l billones de pesetas, de los que el 46,8 por ciento, 
agregaba, se canalizará a través de la Administración 
central y el resto a través de las comunidades autóno- 
mas y corporaciones locales. 

Pero también añadía peligrosamente -y recalco lo 
de peligrosamente- el señor Solchaga: cc El Gobierno 
sabe que es necesario mejorar la red de infraestructu- 
ras y, particularmente, aquellas relacionadas con el 
transporte y seguirá haciendo un esfuerzo en la línea 
que acabo de señalarles del plan de inversiones de 
1989-1993 en los próximos años.» 

¿En qué línea? (En la de agregar a la crisis del 'sec- 
tor industrial, consecuencia de una mala reconversión, 
aún inconclusa, la del sector agrario y pesquero, con- 
secuencia de un mal Tratado de Adhesión, sectores am- 
bos vitales para las cuatro comunidades autónomas? 
¿La de ignorar prácticamente toda la cornisa cantábrica 
en el Plan de Carreteras y en el programa de desarro- 
llo regional, con ocho kilómetros de autovía inaugura- 
dos entre Oviedo y Santander el pasado 3 de diciembre, 
con una carretera que desde Oviedo a Torrelavega es, 
prácticamente, salvo esa excepción y dos puntos singu- 
lares, exactamente igual en 1992 a la existente hace 20 
años, en 1972? 

En estos días, desde el 27 de noviembre, muchas son 
las noticias de prensa. Desde la pasada interpelación, 
en tan sólo 12 días, se han acumulado sucesos, aconte- 
cimientos, huelgas, anuncio de nuevas industrias para 
Asturias, posteriormente desmentido por las propias 
empresas anunciadas. Pero yo creo que hay dos suma- 
mente graves. El primero, que España comunica a la 
Comisión Europea el 2 de diciembre que podrá ejercer 
su veto sobre dos inminentes acuerdos comerciales: la 
importación de acero del Este y la firma del espacio 
económico europeo con la EFTA, que prohibiría faenar 
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en el Mar del Norte. El segundo, no menos grave, es que 
el Ministerio de Agricultura negocia créditos de 300.000 
millones de pesetas para aplicación del programa de 
mejora de estructuras agrarias, ya que el Decreto 808, 
de 1987, que las regulaba tuvo que ser suspendido por 
falta de un adecuado control de las actuaciones y por 
falta de recursos económicos. 

Con el incumplimiento del programa de desarrollo 
regional, incluso su no rectificación, desde luego no se 
solucionan los problemas, la gravísima crisis de la cor- 
nisa cantábrica. Tres, cree el Grupo Popular que son los 
pilares básicos para solucionar aquélla. Primero, in- 
fraestructuras. Coincidimos todos en esa necesidad. Se- 
gundo, paz laboral y formación profesional realista, que 
atienda la demanda actualizada. Tercero, iniciativas em- 
presariales, privadas y públicas. Ahora, el INI anuncia 
que va a hacer publicidad, a partir de marzo, en Esta- 
dos Unidos preferentemente, para las ventajas de im- 
plantación de industrias en Asturias, sin descuidar 
otras comunidades autónomas. 

Pero esos pilares básicos no son posibles si no existe 
voluntad del Gobierno para acometer su parcela de res- 
ponsabilidad. ¿Cómo se consigue? Al menos acordán- 
dose de Santa Bárbara cuando truena. Con medidas 
urgentes unánimemente reconocidas como necesarias. 

Decía hace pocos días un periodista gallego: La Ad- 
ministración central deberá tomar urgentemente me- 
didas para que los hombres y las mujeres de la cornisa 
palpen mejoras, sientan equilibrio y estabilidad. Estén 
tranquilos, al fin y al cabo, de eso se trata. Como lo de- 
cía el periodista, creo que así lo creen todos los habi- 
tantes de la cornisa. 

No queremos olvidar, ni se olvida en la moción pre- 
sentada por Izquierda Unida ni en nuestras enmiendas, 
hacer mención a la igualdad de trato y a la solidaridad. 
Por ello, decimos sí a la prioridad en las actuaciones 
del Gobierno. Sí, previos estudios de viabilidad. Pero, 
desde luego, estamos completamente seguros de que, 
sin salirnos de actuaciones ferroviarias, la variante de 
Pajares, los accesos a Cantabria y Galicia y a la Y vas- 
ca, compiten en mejor grado su viabilidad que la del 
TAV Madrid-Sevilla. 

Estos días, el mensaje socialista -al menos en la 
prensa de Asturias- es confuso, aunque hay un men- 
saje uniforme: que el Gobierno tiene sensibilidad y re- 
ceptividad hacia la crisis de Asturias. Pues bien, 
entendiéndolo así, nuestro Grupo apoya el espíritu y 
contenido de la moción de Izquierda Unida, que no su 
redacción. Pero habida cuenta de que el diagnóstico de 
la crisis de la cornisa es suficientemente conocido, su- 
gerimos, como complemento de las propuestas de Iz- 
quierda Unida -y ello encaja en el apartado 2 . 2 ,  que 
el necesario plan de ordenación del sector agrario in- 
cluya un plan de repoblación forestal, actuación que es- 
tá incentivada desde la Comunidad Económica 
Europea; prioridad en la subsidiación a los agriculto- 
res que retiran tierras de cultivo y garantía de las con- 
signaciones presupuestarias que complementen los 
fondos europeos. 

Sometemos a la aprobación de la Cámara las enmien- 
das siguientes. Una de sustitución. Creemos que no es 
sólo el sector siderúrgico, sino también el naval, la in- 
dustria pesquera y otros lo que deben reordenarse. Por 
otra parte, parece lógico señalar un plazo para realizar 
el trabajo que se propone en la moción. Por ello, nues- 
tra enmienda es al punto primero y dice que el Congreso 
de los Diputados insta al Gobierno a presentar a esta 
Cámara, antes de concluir la presente legislatura, el 
plan de reordenación industrial de la cornisa cantábri- 
ca, sin perjuicio de, entre tanto, llevar a cabo acciones 
orientadoras de nuevas industrias hacia la cornisa. 

Nuestras dos enmiendas de adición avanzan más - 
al menos así lo creemos-, concretan más que las pro- 
puestas de Izquierda Unida. Uno de los puntos que con- 
tienen es que se potencie y modernice el FEVE, única 
comunicación ferroviaria existente a lo largo de la cor- 
nisa y, como consecuencia de ello, nexo de unión de im- 
portantes centros industriales de las cuatro 
comunidades. Por otro lado, que se incluya la variante 
de Pajares, una vez concluido su estudio de viabilidad, 
en el Plan de transportes ferroviarios. Por cierto, según 
los datos que yo tengo, esta es una promesa del señor 
Borrel. 

Otra enmienda de adición pretende que para subsa- 
nar esos veinte años de carretera de Oviedo hasta To- 
rrelavega y aproximadamente, no digamos, hacia 
Galicia, y sin concluir hacia el País Vasco, se incluyan, 
a partir ya de 1992, consignaciones presupuestarias que 
permitan concluir en plazo urgente las autovías de la 
cornisa cantábrica y de Galicia. Nada más. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 
cias, señor Carreño. 

¿Grupos que desean intervenir en el debate? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra la señora Men- 
dizábal. 

La señora MENDIZABAL GOROSTIAGA: Señor Pre- 
sidente, señorías, la situación de deterioro de la corni- 
sa cantábrica es ya bastante conocida. El señor Ministro 
de Economía nos hizo el otro día un diagnóstico bas- 
tante certero y claro. 

Desde el punto de vista de Euskadiko Ezkerra, esta 
situación es producto del fracaso de la reconversión, 
que supuso el desmantelamiento del tejido industrial 
sin que, por otra parte, se llevaran a cabo las políticas 
de reindustrialización necesarias, por lo que hoy sigue 
siendo ésta todavía la asignatura pendiente. La necesi- 
dad de reindustrialización quedó adormecida como 
producto de una coyuntura económica favorable, pero 
en la actualidad surge con mayor fuerza fundamental- 
mente por la apertura de nuestra economía de cara al 
mercado único, que genera importantes tensiones en el 
tejido industrial debido a la alta concentración en esta 
cornisa cantábrica de sectores maduros a nivel inter- 
nacional. 
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No se puede aceptar la renuncia expresa a desarro- 
llar una política industrial que sea eficaz y que esté es- 
pecialmente localizada en aquellas zonas más afectadas 
por las medidas de ajuste. No se puede lavar uno las 
manos diciendo que el ajuste viene impuesto por la Co- 
munidad Europea y que se trata de un problema de ges- 
tión empresarial sin responsabilidades públicas ni 
políticas, sin una perspectiva de equilibrio regional, de- 
jando toda la responsabilidad y toda la labor de rein- 
dustrialización al libre juego del mercado y al único 
esfuerzo del sector privado. La frase, ya famosa, de «la 
mejor política industrial es la que no existe» puede ser 
una afirmación adecuada cuando las cosas funcionan, 
no cuando las cosas no funcionan. La política indus- 
trial es, como hemos estudiado todos, un instrumento 
estratégico al que no se puede renunciar «a priori» si- 
no, todo lo contrario, hay que saber utilizarlo cuando 
es necesario. 

Es evidente que se necesita una política de ayudas 
para asegurar la viabilidad y competitividad de deter- 
minadas empresas, pero sin tratar de minusvalorar los 
costes económicos y, sobre todo, los humanos. Lo más 
preocupante no es eso, sino la falta de alternativas de 
recambio, por lo que es necesario una decidida defini- 
ción de sectores industriales de futuro, elaborando pla- 
nes concretos de reindustrialización. 

Finalmente, y haciendo referencia a la intervención 
del señor Solchaga en esta Cámara con motivo de la in- 
terpelación que ha dado lugar a esta moción y que alu- 
día a la importancia de la utilización de la inversión 
pública a través de los fondos estructurales como una 
de las grandes medidas, queremos mostrar nuestra 
preocupación por la futura calificación y los constan- 
tes rumores de descalificación dentro de estos objeti- 
vos de alguna de las comunidades autónomas de la 
cornisa cantábrica. Si estas comunidades autónomas 
tienen la capacidad, el trabajo, la formación profesio- 
nal y el nivel cultural como para ser una de las regio- 
nes más desarrolladas de España -no son palabras 
mías, son palabras de señor Solchaga-, esperemos que 
se abandone esa tendencia generalizada únicamente a 
la utilización de la política financiera y monetaria. Y 
no se tengan reservas -una vez más hay que decirla 
para la utilización de una política industrial más acti- 
va. En este contexto, lo único que podemos hacer es apo- 
yar íntegramente la moción que hoy nos ha presentado 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. Muchas 
gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Mu- 

Tiene la palabra la señora Larrañaga. 
chas gracias, señora Mendizábal. 

La señora LARRAÑAGA GALDOS: Eusko Alkartasu- 
na también votará favorablemente la moción presenta- 
da por Izquierda Unida en la que se solicita y se insta 
al Gobierno a la adopción de medidas de política eco- 
nómica, industrial e infraestructura1 en las comunida- 
des que conforman la cornisa cantábrica No puede ser 

de otra manera, señoras y señores Diputados, como 
tampoco puede ser para ningún representante de nin- 
gún partido de esta Cámara que tenga la mínima sen- 
sibilidad hacia la situación de crisis que están 
atravesando estas comunidades. 

Hace quince días el señor Ministro Solchaga nos hi- 
zo una clarísima exposición de la situación en que se 
hallan incursas. No obstante, cuando se refería a las ra- 
zones de la evolución económica negativa, lo hacía co- 
mo si ninguno de los factores que citaba tuviera 
relación alguna con las consecuencias de la política eco- 
nómica industrial del Gobierno; y que yo sepa, el Go- 
bierno sigue siendo el mismo desde hace diez años o 
cuando menos está regentado por el mismo Partido. No 
quiero con ello responsabilizar únicamente al Gobier- 
no de la situación actual, pero tampoco hay razón al- 
guna para exculparlo totalmente de la misma. Es 
innegable, señorías, que la política macroeconómica de- 
sarrollada por el mismo ha afectado especialmente a 
los sectores más débiles, entre los que se encuentra el 
sistema productivo vasco, sin que esta política haya si- 
do acompañada de una compensación de sus efectos. 
Los planes de reconversión implantados lo han sido por 
el propio Gobierno y debería, cuando menos, recono- 
cer el fracaso de los mismos. 

Pues bien, si el señor Ministro, señorías, hizo una cla- 
rísima exposición de la situación, más evidente la han 
hecho los miles y miles de ciudadanos y ciudadanas que 
se han manifestado por la reindustrialización en las di- 
versas comunidades autónomas. No cabe, como preten- 
den ustedes, mantener las mismas posiciones antes y 
después de estas manifestaciones. Ustedes que tanto 
apelan al consenso social, a la necesidad de afrontar 
un nuevo estilo de relaciones laborales, deberían reali- 
zar algún gesto desde el propio Gobieno para hacer creí- 
bles sus palabras. Señorías, el Gobierno debe asumir 
la cuota de responsabilidad que le corresponde, en lo 
que a las medidas a adoptar se refiere ante esta situa- 
ción, para hacer frente tanto al presente como al futu- 
ro de estas comunidades. Por ello, Eusko Alkartasuna 
presta su total apoyo a las medidas contenidas en la mo- 
ción, por considerarlas unos instrumentos idóneos, que 
no exhaustivos ni los únicos, para alterar de forma sig- 
nificativa las condiciones de la situación actual. 

En primer lugar y respecto al punto referente a la 
reordenación de la siderurgia, Eusko Alkartasuna de- 
fiende y seguirá defendiendo el diseño de una política 
global en la siderurgia y, en consecuencia, una reorde- 
nación de la misma que mantenga su capacidad pro- 
ductiva sin perjuicio de que se dimensione su 
producción. En este sentido Eusko Alkartasuna, en di- 
versos foros, entre ellos el Parlamento Vasco y en con- 
secuencia también lo hace aquí, solicita la retirada 
tanto del Plan Sidenor como del Plan de reestructura- 
ción de la siderurgia integral, al mismo tiempo que so- 
licita se articulen los mecanismos estables posibles 
para hacer partícipe a la Comunidad Autónoma Vasca 
de los procesos de decisión que afecten tanto a Altos 
Hornos como a Acenor. Superar la situación actual, se- 
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ñorías, exige para Eusko Alkartasuna, en primer lugar, 
asegurar el mentenimiento de Altos Hornos de Vizca- 
ya como siderurgia integral, así como de la capacidad 
productiva del sector de aceros especiales, porque, da- 
do su carácter estratégico, constituye una condición in- 
sustituible en el proceso de conformación del futuro 
industrial del País Vasco. En segundo lugar, la partici- 
pación de la Comunidad Autónoma vasca en los proce- 
sos de adopción de decisiones estratégicas que pueden 
afectar al futuro de la actividad económica de las em- 
presas del sector público estatal y al mantenimiento de 
los puestos de trabajo. Y en tercer lugar, contar con la 
colaboración e implicgción de los interlocutores socia- 
les, en especial de los) representantes de los trabajado- 
res, en la elaboración y puesta en marcha de cualquier 
plan de reestructuración. 

En cuanto al segundo de los apartados contenidos en 
dicha moción, relativo a los programas de moderniza- 
ción del campo, regeneración del medio ambiente e in- 
fraestructuras, y compartiendo la necesidad de todos 
ellos, me ceñiré principalmente al relativo a las infraes- 
tructuras. Damos nuestra absoluta conformidad, una 
vez más, a la necesidad de dotar de infraestructuras a 
estas comunidades, puesto que éstas constituyen el ele- 
mento inductor de la economía y son, por tanto, pieza 
clave del desarrollo económico. En este sentido sí a la 
rápida realización de la variante de Guadarrama, sí a 
la ampliación de la autovía del Cantábrico a Galicia, 
sí a lo que ustedes denominan autovía y que me imagi- 
no será referente a la autopista Málzaga-Urbina, sí a la 
creación de autovías que unan Galicia y Cantabria con 
la Meseta y yo incluiría un sí con mayúsculas al TAV 
por Irún, que no se halla incluido en esa relación. Si 
hablamos del futuro inmediato, el futuro es europeo y 
por tanto hemos de referirnos al eje atlántico, a la po- 
tenciación de ese eje y a las consecuencias que ello ten- 
drá para el eje cantábrico. 

En definitiva, señorías, el camino de superación de 
la crisis entendemos que es el de la reindustrialización 
y la dotación de infraestructuras. Por tanto, su moción 
contará con nuestro apoyo. 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Mu- 

Por el Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra el señor 
chas gracias, señora Larrañaga. 

Ansotegui. 

El señor ANSOTEGUI ARANGUREN: Gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, voya a intervenir brevemente para fijar la 
posición del Grupo Parlamentario Vasco, Partido Na- 
cionalista Vasco, en relación con la moción consecuen- 
cia de interpelación urgente dirigida al Gobierno sobre 
medidas de política económica, industrial y de infraes- 
tructuras que piensa desarrollar el Gobierno en las co- 
munidades autónomas de la cornisa cantábrica ante la 
grave situación de crisis que atraviesan. 

Tal como adelantamos en el Pleno cuando se debatió 
la citada interpelación urgente, el Grupo Vasco se mues- 
tra favorable a la moción porque considera que es per- 
tinente, totalmente necesaria en la situación actual y 
solidaria, puesto que hace referencia a una región que 
tiene una cierta homogeneidad conceptual en cuanto 
a su problemática económica, industrial y de infraes- 
tructuras. El Grupo Vasco no podría manifestarse de 
otra manera cuando en los últimos años, tanto en Ple- 
no como en Comisión, ha presentado numerosas inicia- 
tivas en las que instaba al Gobierno a que tomara las 
medidas oportunas para abordar la actual situación de 
crisis que afecta a todo el eje atlántico. Nuestro Grupo 
ha pedido siempre que se fomentara un desarrollo so- 
cioeconómico armónico, de tal manera que tuviésemos 
un desarrollo equilibrado entre el eje atlántico y otras 
zonas. Nuestro Grupo Parlamentario prefiere hablar de 
la problemática del eje atlántico en lugar de la cornisa 
cantábrica porque afecta no solamente a las comuni- 
dades autonómas de Euskadi, Cantabria, Asturias y Ga- 
licia, sino también a la zona peninsular subatlántica de 
Castilla-León, la Rioja y Navarra. En Europa se viene 
configurando eje de influencia, que sin duda ya está 
condicionando la vida futura de muchos millones de 
personas. El Ministro de Economía y Hacienda mani- 
festó con motivo de la interpelación urgente de Izquier- 
da Unida -y leo textualmente- que la situación de la 
región quizás en estos momentos parezca más difícil 
porque prácticamente en su conjunto, y con pequeñas 
excepciones, se está quedando en cierta medida al mar- 
gen de los ejes de impulso económico que, arrancando 
de la propia Comunidad Económica Europea o del cen- 
tro de actividad de la Comunidad Económica Europea, 
han penetrado en nuestro país. Nuestro Grupo coinci- 
de plenamente con esta manifestación del señor Minis- 
tro, pero discrepa totalmente en su manifestación de 
que ello no es derivado de ninguna decisión del Gobier- 
no ni de ninguna decisión política. Si las comunidades 
autónomas del eje atlántico han quedado marginadas 
-y esto es una realidad incuestionable-, evidentemen- 
te se debe a una actitud del Gobierno socialista de po- 
tenciar otros ejes económicos u otras zonas del Estado, 
fuera de todo eje económico, en detrimento del eje 
atlántico. 

Nuestra preocupación desde hace años, y así lo veni- 
mos denunciando, es el creciente abandono de las co- 
munidades autónomas del eje atlántico, de los centros 
de desarrollo económico del Estado. Hasta la fecha es- 
tas denuncias han tenido un resultado nulo, por lo que 
el Grupo Parlamentario Vasco seguirá presentanto to- 
do tipo de iniciativas sobre esta probemática, a la vez 
que apoyará, como en esta ocasión, propuestas simila- 
res de otros grupos. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 

Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor 
cias, señor Ansotegui. 

Rebollo. 
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El señor REBOLLO AiVAREZ-AMANDI: Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, con mucha brevedad, creo que los puntos 
fundamentales que están en la mente de SS. SS. son, 
primero, el hecho de que estamos refiriéndonos a una 
región en declive. Creo que eso no lo discute nadie y 
lo aceptó explícitamente el Ministro de Economía y Ha- 
cienda. El segundo punto, sería que en esa región está, 
con una presencia importantísima, la empresa públi- 
ca industrial; está en las provincias de La Coruña y Lu- 
go, está de una manera impresionantemente fuerte en 
Asturias, está también de una forma muy importante 
en el País Vasco, y con menos importancia en Canta- 
bria. Allí está, por tanto, la empresa pública industrial 
y debe responder, en momentos difíciles, a la esperan- 
za que durante muchos años han puesto en ella las dis- 
tintas regiones que componen la cornisa del Cantábrico. 
Sin embargo, no debe estar sola, como no deben estar 
solas las administraciones autonómicas. Es necesario 
que esa empresa pública industrial, y de alguna mane- 
ra el Estado, dé el relevo a la cornisa del Cantábrico, 
después de la reconversión, a base de instrumentalizar 
los tres elementos más importantes que juegan en la 
reindustrialización, que son,. en' primer lugar las in- 
fraestructuras, en segundo lugar la creación de suelo 
industrial, muy ligada con el establecimiento de una 
política industrial adecuada, y en tercer lugar la for- 
mación profesional tanto de los mandos como del per- 
sonal ocupacional. 

Termino, señorías, expresando a todos ustedes que, 
después de subir tantas veces a esta tribuna para ha- 
blar de la problemática de la cornisa del Cantábrico o 
de alguna de sus regiones como Asturias, realmente de- 
ben comprender que tantas palabras pongan sordina 
a la esperanza. Sin embargo, como pienso que la polí- 
tica se hace cada día y que de ninguna manera nos de- 
be invadir el cansancio, una vez más yo ruego a SS. SS. 
que piensen que frente al hecho, admitido por todos, 
del declive de la cornisa del Cantábrico, se impone el 
establecer soluciones ya y no comisiones de estudio que 
a estas alturas se pongan a investigar, a pensar o a es- 
tudiar lo que es un hecho palmario y notorio como es 
el declive de la cornisa del Cantábrico. Lo que se pide 
no son tantos estudios, sino soluciones perfectamente 
conocidas que quienes habitan en esas tierras y tam- 
bién, en conciencia, de sus señorías. 

Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 

Por el Grupo Catalán (Convegencia i Unió) tiene la pa- 
cias, señor Rebollo. 

labra el señor Sedó. 

El señor SED0 1 MARSAL: Señor Presidente, voy a 
fijar la posición del Grupo Catalán (Convergencia i 
Unió). Para nosotros, todos los puntos de la moción, en 
su conjunto o en la mayor parte, son merecedores del 
voto favorable. En realidad, se propone aplicar una se- 
rie de medidas que podrían quedar englobadas en un 

gran plan gubernamental de actuación en la cornisa 
cantábrica. 

En la moción se nos habla de reordenar la siderur- 
gia, la modernización del campo, la regeneración del 
medio ambiente, la escasez de infraestructuras y den- 
tro de ellas la red ferroviaria, la variante del Guadarra- 
ma, la autovía Cantábrico-Galicia, autovías que unen 
Vitoria con Bilbao e Irún, autovías que unen Galicia y 
Cantabria con la Meseta, la recuperación y moderni- 
zación del sector agrario, la modificación de la políti- 
ca pesquera, la cualificación personal, la regeneración 
urbanística y, a mayor abundamiento, en las enmien- 
das que presenta el Grupo Popular, también aceptables, 
se habla del plan de reordenacion industrial de la cor- 
nisa cantábrica y se introduce el FEVE. Verdaderamen- 
te, el plan tiene un amplio espectro que nos hace tener 
alguna duda y que podríamos resumir en lo siguiente. 
La moción insta al Gobierno pero, en realidad, los Go- 
biernos de las comunidades autónomas, las adminis- 
traciones locales en el ámbito de sus competencias se 
ven afectadas por muchos de los concepto que se pi- 
den en la moción. Su aprobación, tal como es, podría 
crear una cierta disfunción en la aplicación de todo lo 
que se pide. 

He anunciado que nuestro voto sería positivo y lo rei- 
tero, pero lo positivo del mismo se refiere, más que a 
la esperanza de una realización firme de todo lo que 
se pide, al deseo de que se tengan en cuenta todas las 
necesidades referidas y se entre en una real concien- 
cia de que ya es tiempo de actuar. Por ello insistimos 
en que al ser ya tiempo de actuar, lo es para todos: pa- 
ra el Estado, las comunidades autónomas, las adminis- 
traciones locales, sean ayuntamientos o diputaciones, 
los empresarios, los sindicatos, en fin, para toda la so- 
ciedad civil, actuando, claro está, como decía antes, den- 
tro del ámbito de sus competencias y de las directivas 
de la Comunidad Económica Europea. 

Todo lo que se insta al Gobierno para que lo realice 
afecta fuertemente a los presupuestos del Estado, pe- 
ro ya no se está a tiempo para los de 1992. La enmien- 
da que presenta el Grupo Popular se refiere a ello, pero 
nosotros creemos que ya no se está a tiempo, aunque 
sí debe considerarse la urgencia de las actuaciones. Por 
ello nuestro voto será favorable, a fin de dejar firme 
constancia de que, por decirlo de alguna manera, para 
resolver la situación de crisis de esta zona industrial 
en declive, que es la cornisa cantábrica, ya ha empeza- 
do a correr el tiempo. Hasta ahora sólo ha habido pa- 
labras -lo decía el antecesor en el uso de la palabra-, 
pero ¿cuándo tendremos las acciones? Alguien tiene 
que empezar a trabajar. ¿Quién será el que diga manos 
a la obra? Trabajemos ya de una manera definitiva en 
el tiempo. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Mu- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 
chas gracias, señor Sedó. 

García-Arreciado. 
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El señor GARCIA-ARRECiADO BATANERO Señorías, 
en nombre del Grupo Socialista, me toca intervenir en 
relación con la moción defendida por el señor Martínez 
Blasco y no sobre la segunda moción defendida por el 
señor Carreño, al que no quiero decir más que me creeré 
seriamente que su Grupo está contra la alta velocidad en- 
tre Madrid y Sevilla el día que lea en la prensa de Sevi- 
lla que doña Soledad Becerril está contra ese proyecto; 
en la de Córdoba lea a don Diego Jordano manifestarse 
contra ese proyecto o en la de Ciudad Real a don Blas 
Camacha Cuando lea eso me creeré realmente que el Gru- 
po Parlamentario Popular está en contra de la línea de 
alta velocidad entre Madrid y Sevilla Mientras tanto, creo 
que estamos en excusas de mal perdedor que no mere- 
cen otra respuesta de mi Grupo, por más que ya me he 
referido varias veces a este tema. 

El señor Martínez Blasco decía con razón que hay una 
identidad o una cierta similitud entre las posiciones del 
Gobierno y del Grupo Parlamentario Socialista en es- 
te acto sobre el diagnóstico de los problemas que afec- 
tan a la llamada cornisa cantábrica. Hay una cierta 
similitud en el diagnóstico que formulamos y hay una 
diferencia radical con algunas de las manifestaciones 
que hemos tenido ocasión de escuchar aquí esta tarde, 
como son aquellas que centran la reconversión indus- 
trial -mal hecha, según se nos ha dicho- como el ori- 
gen de la situación actual de la cornisa cantábrica. Creo 
que no hace falta pensar mucho para llegar a la con- 
clusión de que la reconversión industrial, bien o mal 
hecha, es un efecto de la situación económica de la cor- 
nisa cantábrica y en ningún caso puede ser considera- 
da como causas de la misma. 

La situación de la cornisa cantábrica tiene su origen 
-y es preciso hacer este pequeño diseño temporal de 
cómo han ocurrido las cosas para sustentar más sóli- 
damente las posiciones de nuestro Grupo- en la cri- 
sis energética del año 1973, que daña gravemente la 
estructura de mercado de los bienes que se producen 
más intensamente en estas comunidades: industria pe- 
sada, acero, construcción naval, carbón, etcétera. Por 
tanto, no es ni una crisis regional ni una crisis que ten- 
ga sus fundamentos en razones endógenas, ni de esa re- 
gión ni consecuencia de la política que se ha hecho en 
España en los Últimos años. Por el contrario, tampoco 
parece insensato decir que es una crisis de sector de 
repercusión internacional. 

La economía de estas regiones, que estaba especialmen- 
te fundamentada en la industria pesada y en las otras que 
he citado, se complementaba con una actividad prima- 
ria en el campo, de tipo familiar minifundista, y con una 
actividad pesquera que tenía sus caladeros fuera de nues- 
tras aguas jurisdiccionales en países extranjeros. El teji- 
do industrial se vio dañado, como he dicho, por la crisis 
energética de los años setenta; el pesquero por la crecien- 
te limitación al acceso de otras potencias a los caladeros 
que son propiedades de otros países; y el sector prima- 
rio, agrario fundamentalmente, por las exigencias de ma- 
yor competitividad que se deducen de nuestro ingreso en 
la Comunidad Económica Europea. 

Se trata, por tanto, de una situación económica no 
coyuntural, de tipo claramente estructural, y estructu- 
rales tienen que ser, por tanto, las medidas que se ar- 
bitren para la solución de los problemas. Cualquier 
medida estructural tiene dos consideraciones básicas, 
y ya me he referido a ello en varias ocasiones desde es- 
te escaño. En primer lugar, el carácter gradual de apli- 
cación de las mismas y, en segundo lugar, la dilación 
en el tiempo, la imposibilidad de actuar conjuntamen- 
te para disolver todos los cuellos de botella que han si- 
do identificados en la moción. Veamos, pues, qué nos 
propone la moción y veamos su relación con las políti- 
cas actualmente desarrolladas. 

Sostener que el sector siderúrgico, que se caracteri- 
za por su exceso de instalación, por su exceso de pro- 
ducción de la capacidad instalada, por sus altos costes 
financieros y por los altos costes de personal, todo lo 
cual diseña un escenario de falta de competitividad del 
sector, hay que reordenarlo, según dice la moción, des- 
de la estrategia de mantenimiento o no disminución de 
su capacidad productiva es realmente negar la mayor. 
Es -lo creo sinceramente, señor Martínez- una apues- 
ta por la perviviencia mediata de las instalaciones in- 
dustriales y una negación radical de la viabilidad de 
futuro del sector. Apostar por el mantenimiento de la 
capacidad instalada en estos momentos en que es evi- 
dente que producen lo que no se compra y lo producen 
más caro y no producen aquello que se compra, man- 
tener en ese contexto la actual capacidad instalada es 
apostar, en nuestro criterio, por una pervivencia me- 
diata, muy breve en el tiempo, y negar la posibilidad 
de la viabilidad del conjunto del sector. Ha habido ac- 
tuaciones del Gobierno en este terreno que se remon- 
tan a principios de los ochenta, las últimas de las cuales 
son la constitución de Sidenor y la corporación side- 
rúrgica, en fecha muy reciente, y está próxima la pues- 
ta en marcha del plan de reordenación de la siderurgia 
integral. Creo que para todo ello se ha partido siempre 
de un análisis conjunto de los factores sectoriales y de 
los factores sociales, que ustedes apuntan en su moción, 
pero creo que eso nunca nos puede llevar a perder de 
vista la viabilidad a largo plazo del sector, y la única 
manera de garantizar eso no permite respetar el pri- 
mer punto de su moción de mantenimiento de la capa- 
cidad instalada actualmente. 

En el segundo punto nos piden ustedes elaborar un 
conjunto de programas específicos para cada comuni- 
dad y otro que los englobe a todos, para el conjunto de 
la cornisa cantábrica, referido a la modernización del 
campo, a la regeneración del medio ambiente y a lo que 
me voy a referir más especialmente: infraestructuras. 
Empezamos por la variante de Guadarrama. Es lo que 
el PTF llama solución norte-noreste, es la segunda prio- 
ridad del PTF, la continuación del estrangulamiento que 
había con Andalucía. Se mantiene en el PTF, estará in- 
cluida en el plan integrado de transportes y el Gobier- 
no compromete su entrega a la Cámara en los primeros 
meses del próximo año. 
b segundo que ustedes nos proponen es ampliar la 
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autovía del Cantábrico hasta Galicia. Hay que decir a 
este respecto que, con independencia del País Vasco, que 
ya tenía su autopista hace algunos años, actualmente 
está en servicio hasta Castrourdiales; de Castrourdia- 
les a Colindres está en contratación, lo mismo que de 
Colindres a Solares; en servicio, de Heras a El Astille- 
ro; en servicio, de El Astillero a Santander; en servicio, 
hasta Torrelavega y en estudio informativo los tramos 
Unquera-Llovio y Lieres-Villaviciosa. Esto cierra toda 
la cornisa cantábrica hasta el final de la comunidad as- 
turiana, y su continuidad hasta Galicia se está estudian- 
do en el contexto de redacción del nuevo plan integrado 
de transportes. 

No está olvidada la cornisa cantábrica en las actua- 
ciones de carreteras en estos años y, a la fecha que es- 
tamos, 344.000 millones de pesetas han sido invertidos 
en la denominada autovía del Cantábrico. 

A continuación, piden ustedes una autovía de Vito- 
ria e Irún que nos conecte con Bilbao. La primera sor- 
presa es sobre los Grupos Parlamentarios vascos que 
han intervenido, pues tienen las competencias absolu- 
tas en carreteras; incluso la Nacional-1 termina de ser 
competencia del Estado, cosa que no ocurre en ningu- 
na otra comunidad, cuando toca la frontera del País Vas- 
co, pasando a ser competencia exclusiva suya. Por eso, 
igual que otras cuestiones que voy a citar más adelan- 
te, me sorprende que no hayan introducido los Grupos 
Parlamentarios vascos esta cautela de reserva de las 
competencias que tan celosamente defienden en esta 
Cámara. 

Hay más. Lo único que puede hacer la Administra- 
ción lo ha hecho. Está adjudicada la concesión para la 
construcción de la autovía de Vitoria-Eibar que enlaza 
con la de Bilbao-Irún. Por lo tanto, ya es cuestión del 
Gobierno de la Comunidad vasca y de sus empresarios 
ejecutar o no esta autopista, que atendería a los reque- 
rimientos formulados en la moción. 

La conexión de Galicia con la meseta se contempló 
en un acuerdo firmado con la Junta hace escasamente 
un año, que se está cumpliendo en tiempo y forma y 
que trata de la construcción de la nueva autovía de Rías 
Bajas, Vigo, Orense y límite de la provincia de Zamora 
y de una nueva autovía noroeste La Coruña-Lugo, al 1í- 
mite de la provincia de León. Ambos proyectos se es- 
tán desarrollando en tiempo y en forma precisos, sin 
que tengamos constancia de ninguna queja de la otra 
parte firmante sobre el ritmo que se está imprimiendo 
a los trabajos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): se- 
ñor García-Arreciado, le ruego que vaya concluyendo, 
por favor. 

El señor GARCIA-ARRECIADO BATANERO Sobre la 
petición de acceso de Cantabria y de Asturias a la me- 
seta se está estudiando también la conexión a través de 
Burgos en el caso de Cantabria y, en el caso de Astu- 
rias, a través de la autovía del norte. También son ac- 

tuaciones que tienen carácter prioritario y, como tal, 
van a estar recogidas en el futuro plan integral de trans- 
portes que, como he dicho, será presentado próxima- 
mente en esta Cámara. 

Del texto de la moción pudiera parecer que existe al- 
gún impedimento para que las comunidades de la cor- 
nisa cantábrica tengan acceso a los fondos 
estructurales en los últimos años. No es cierto. Dos de 
ellas tienen la calificación de zona uno, preferencia ab- 
soluta. Otra, Cantabria, está en el grupo dos y otra es- 
tá realmente peor situada para acceder a estas ayudas, 
el País Vasco, que está en la calificación cinco B. Pero 
el primer PNIC que presenta el Gobierno español en 
la Comunidad es el asturiano; el PDR de Asturias con- 
templa durante su período de vigencia una inversión 
de 360.000 millones, el de Galicia algo más de un bi- 
llón y los planes de reconversión regional y social del 
País Vasco y Cantabria contemplan, también con fon- 
dos comunitarios, inversiones en estos cinco años de 
un billón 200.000 millones en el País Vasco y 214.000 
millones en Cantabria. Por tanto, no hay ningún tipo 
de impedimento que dificulte el acceso de las comuni- 
dades de la cornisa cantábrica a los fondos estructu- 
rales, y es fácilmente demostrable que las actuaciones 
del Gobierno han sido suficientes en estos años para 
facilitar estas intervenciones en inversiones de infraes- 
tructura. 

Quiero terminar, al no poder referirme a otras cues- 
tiones, mostrando también mi extrañeza de que los gru- 
pos parlamentarios vascos no maticen su apoyo a la 
moción, ni siquiera al último punto de la misma que 
habla de regeneración urbanística y medioambiental. 
iQuiéren decir los grupos vascos que están a favor de 
una intervención urbanística de la Administración del 
Estado o medioambiental, como lo estuvieron con la de 
carreteras, a partir de esta fecha? ¿O, por el contrario, 
que como la última medida estaba en la cuarta página 
de la moción no han tenido tiempo suficiente de llegar 
a ella? 

Creemos, por tanto, que salvo el punto primero de la 
moción de Izquierda Unida, que se aparta completa- 
mente de la política que estamos manteniendo, en to- 
dos los demás puntos se ha referido a actuaciones 
políticas que están en marcha, que están madurando, 
algunas de las cuales no han sido todavía presentadas 
en esta Cámara por la propia complicación de los tra- 
bajos previos, pero en los primeros meses del próximo 
año, cuando se presente el plan integrado de los trans- 
portes, verá S.  S.  que sus inquietudes de la salida Norte- 
Noroeste del ferrocarril, que sus inquietudes de la con- 
tinuación de la autovía del cantábrico y que su inquie- 
tud por el cumplimiento de los acuerdos con la Xunta 
que garantizan el acceso de Galicia por Benavente a la 
autovía con la meseta, tendrán cumplida respuesta en 
el documento que he citado. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 
cias, señor García-Arreciado. 
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Tiene la palabra el señor Martínez, al objeto de ma- 
nifestar la aceptación o rechazo de la enmienda del Gru- 
po Popular. 

El señor MARTINEZ BLASCO. Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Nuestro Grupo ya lo ha intentado explicar. No ha que- 
rido hacer propuestas para todos los problemas que tie- 
ne la cornisa cantábrica, sino resolver los puntos 
críticos que nos parecían en estos momentos más im- 
potantes. En ese sentido, creemos que no podemos acep- 
tar la enmienda de sustitución del Grupo Popular 
porque precisamente el punto primero de nuestra mo- 
ción es un punto crítico, y ahora se ha demostrado. El 
Partido Socialista, es esa autocomplacencia, superior 
incluso a la que presentó el Ministro el día 27, ha di- 
cho que es la mejor política posible. Nosotros insisti- 
mos en que es necesario reorientar la política de la 
siderurgia. Parece ser que no se han dado cuenta de que 
nosotros consumimos más acero del que producimos. 
Por tanto, no es un problema de producción, sino de 
reordenación. Parece que no se ha enterado todavía el 
Gobierno, y por eso no podemos aceptar esa enmienda 
a este punto número uno, que para nosotros es funda- 
mental. No obstante, como las otras dos enmiendas son 
adiciones en las que se concreta el tema de FEVE o el 
tema de los presupuestos para el ejercicio de 1992, que 
todavía es posible porque no están aprobados con ca- 
rácter definitivo, aceptamos esa dos enmiendas de adi- 
ción, pero la de sustitución de nuestro punto primero 
no la podemos aceptar por estas razones, que espero 
que sean comprendidas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Va- 
mos a proceder a la votación. 

(La señora De Palacio Valle-Lersundi pide la palabra.) 
Tiene la palabra la señora De Palacio. 

La señora DE PALACIO VALLE-LERSUNDI: El Gru- 
po proponente ha admitido dos enmiendas del Grupo 
Popular, y una de ellas ha sido mal interpretada por el 
representante del Grupo Socialista. Quería hacer una 
aclaración de un minuto el representante del Grupo 
Poular. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): ¿En 
qué sentido ha sido mal interpretada? Tiene la palabra 
el señor Carreño. 

El señor CARREÑO RODRIGUEZ-MARIBONA: En 
el comentario sobre viabilidad de las soluciones o pro- 
puestas ferroviarias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Se- 
ñor Carreño, el Grupo proponente no acepta la prime- 
ra, que es de sustitución, y sí las dos siguientes que son 
de adición. 

El señor CARRERO RODRIGUEZ-MARIBONA: Que 
son precisamente las que se refieren a comunicaciones 

ferroviarias. Como las ha aceptado, quería aclarar el 
portavoz del Grupo Socialista señor García-Arreciado ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): No, 
no. Al Grupo Socialista no es necesario que usted le 
aclare nada. Unicamente sería al Grupo proponente que 
tenía que conformar lo que iba a ser objeto de votación. 

Muchas gracias. (Rumores.) (El señor Presidente ocu- 
pa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Moción de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya que se somete a votación en 
los términos resultantes de la aceptación de las dos en- 
miendas de adición del Grupo Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 240 a favor, 95; en contra, 144; absten- 
ciones, una. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada la moción. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL 
CONGRESO, SOBRE MEDIDAS DE POLITICA GE- 
NERAL QUE ADOPTARA EL GOBIERNO E N  RE- 
LACION AL IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES 
ECONOMICAS Y SU ENTRADA EN VIGOR (Núme- 
ro de expediente 1731000082) 

El señor PRESIDENTE: Moción del Grupo Popular 
sobre medidas de política general que adoptará el Go- 
bierno en relación al Impuesto sobre Actividades Eco- 
nómicas y su entrada en vigor. 

Tiene la palabra el señor García-Margallo. (Rumores.) 
Señorías, guarden silencio. (Pausa.) Cuando quiera, se- 
ñor García-Margallo. 

El señor GARCIA-MARGALLO Y MARFIL: Muchas 
gracias, señor Presidente. 

Señorías, me corresponde en este momento defender 
una moción del Grupo Popular, consecuencia de la in- 
terpelación presentada en el Pleno anterior por mi com- 
pañero de Grupo Parlamentario don Mariano Rajoy, 
que se estructura en tres puntos. 

En el primer punto se pide el aplazamiento de la en- 
trada en vigor del Impuesto sobre Actividades Econó- 
micas, para dar tiempo al Gobierno y dar tiempo a este 
Parlamento para reflexionar sobre los elementos per- 
versos que ese Impuesto tiene en su seno, y a partir de 
ahí revisar en profundidad una normativa que ya ha si- 
do profundamente modificada a lo largo del tiempo. 

El segundo punto pretende compensar a los ayunta- 
mientos por las consecuencias derivadas de este apla- 
zamiento, en el supuesto de que la Cámara apruebe la 
moción del Grupo Popular. 

En el tercero y más importante, coincidiendo con el 
paradigma que figura en los programas de todos los 
partidos aquí representados, incluido el Partido Socia- 
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lista, se insta al Gobierno a iniciar un proceso de nego- 
ciación con las corporaciones locales, y también con 
las comunidades autónomas, para llegar a un nivel de 
descentralización del gasto dentro de un modelo de con- 
solidación presupuestaria que haga verdad, que haga 
real el principio de autonomía financiera de las corpo- 
raciones locales. 

El primer punto, del que arranca toda la moción, que 
es probablemente el que más interés puede despertar 
en los agentes económicos y en la opinión pública, es 
el que pide al aplazamiento del Impuesto para iniciar 
el proceso de revisión de los elementos perversos que 
incluye en su seno. 

Bastaría, para justificar esta moción, decir que, leído 
el «Diario de Sesiones)), mi compañero señor Rajoy lo 
hizo muy bien y el Ministro de Economía lo hizo muy 
mal. Pero como eso probablemente es un argumento, por 
contundente no excesivamente explícito, sí quiero revi- 
sar aquí los argumentos expuestos por uno y por otro. 

Se decía, en primer lugar, que el Impuesto sobre Ac- 
tividades Económicas grava igual a quien pierde dine- 
ro que a quien gana dinero. Grava exclusivamente el 
ejercicio de una actividad económica o profesional, se 
tengan beneficios o se tengan pérdidas. Ninguna dis- 
cusión en este punto, porque el propio Ministro de Eco- 
nomía reconocía que este Impuesto no tiene nada que 
ver con la capacidad económica. Otra cosa es que no- 
sotros no aplaudamos los impuestos, que no tienen que 
ver con la capacidad económica, pero las dos partes 
coinciden en que este Impuesto no tiene nada que ver 
con la capacidad de economía, que es otra historia. Y 
como a nosotros eso no nos gusta, es la primera de las 
razones por las que pedimos el aplazamiento para su 
posterior revisión. 

En segundo lugar, este Impuesto, por lo menos en las 
actividades de fabricación, en las actividades industria- 
les, que son las más importantes, grava fundamental- 
mente la utilización de obreros, la utilización de 
kilovatios, penalizando así el factor trabajo en un mo- 
mento en que la competitividad parece más necesaria 
que nunca a la vista del desafío europeo. 

En tercer lugar, el Impuesto sobre Actividades Eco- 
nómicas penaliza especialmente la superficie, especial- 
mente penalizada ya por el resto de los impuestos que 
componen el llamado sistema tributario español. 

En cuarto lugar, el Impuesto sobre Actividades Eco- 
nómicas es profundamente regresivo. Favorece a las 
grandes superficies y penaliza a las pequeñas superfi- 
cies. Para entendernos, favorece a las grandes multina- 
cionales y perjudica a los pequeños negocios familiares, 
artesanales, que ocupan locales de negocios más pe- 
queños. 

En quinto lugar, el Impuesto sobre Actividades Eco- 
nómicas, o, mejor dicho, la Ley de Haciendas Locales, 
que regula el Impuesto sobre Actividades Económicas, 
permite a los ayuntamientos establecer unos coeficien- 
tes de población y unos índices de radicación que con- 
ducen a resultados peregrinos. No tienen en cuenta la 
capacidad de actividad, la capacidad de ayudar, la ca- 

pacidad de generar un volumen de negocios. Van a ele- 
mentos toscos, a elementos burdos, que conducen a 
resultados peregrinos, injustos, discriminatorios y dis- 
crecionales. 

En sexto lugar, y es voluntad implícita del Gobierno 
en la regulación del Impuesto sobre Actividades Eco- 
nómicas, va a suponer un aumento de la presión fiscal 
muy importante por este concepto, aumento de la pre- 
sión fiscal que habría que sumar al que se va a produ- 
cir como consecuencia del establecimiento de nuevos 
índices, nuevos coeficientes, nuevos módulos en el Im- 
puesto sobre la Renta, que grava las actividades eco- 
nómicas, empresariales y profesionales, que son preci- 
samente aquellas que contempla este Impuesto. Doble 
efecto de presión fiscal en un momento en el que la pe- 
queña y mediana empresa tienen que ser cuidadosa- 
mente mimadas, porque constituyen la mayor parte del 
tejido industrial de este país, en un momento en que 
va a sufrir un impacto difícil, un reto importante, co- 
mo consecuencia del mercado unitario. 

En séptimo lugar, el Impuesto sobre Actividades Eco- 
nómicas constituye un coste fiscal que no puede ser de- 
vuelto a los exportadores como en los impuestos 
indirectos. 

En octavo lugar, el Impuesto sobre Actividades Eco- 
nómicas es probablemente un modelo de surrealismo 
legislativo. No tengo tiempo de leer aquí la serie de dis- 
posiciones que se han producido en esta Cámara y fue- 
ra de esta Cámara para regular el Impuesto sobre 
Actividades Económicas. Baste decir que en este mo- 
mento doce disposiciones, sin haber entrado en vigor 
el Impuesto, regulan, corrigen, modifican, matizan, 
cambian el Impuesto sobre Actividades Económicas, 
creando más perplejidad al contribuyente español de 
la que ya sufre con otras normativas. 

Pero, si es un modelo de surrealismo, en noveno lu- 
gar, es un modelo de inseguridad jurídica. Si en térmi- 
nos pictóricos hablaba antes de surrealismo, creo que, 
para hablar de lo que está pasando con el Impuesto so- 
bre Actividades Económicas, que va a entrar en vigor 
el 1 de enero del próximo año cuando el censo termina 
el 13 de diciembre -y sabe Dios cómo va, y sólo Dios 
lo sabe- y ningún contribuyente va a saber hasta ju- 
nio lo que va a pagar, eso es un modelo que sólo en las 
comedias bárbaras de Valle Inclán puede tener paran- 
gón, pero desde luego en ningún texto de ciencia ju- 
rídica. 

Finalmente, un mínimo de prudencia aconsejaría a 
esta Cámara aplazar el Impuesto hasta que sepamos 
qué va a decir el Tribunal Constitucional ante los re- 
cursos de incostitucionalidad presentados por el Gru- 
po Popular, uno, por el Parlamento Catalán, dos, y por 
el Gobierno de la Generalidad de Cataluña, tres. Sería, 
a mi juicio, irresponsable, en un sistema tributario ame- 
nazado de quiebra, como está el Impuesto sobre la Ren- 
ta y el Impuesto sobre el Patrimonio, seguir añadiendo 
pólvora, seguir añadiendo leña a este volcán. 

Esas son las razones, señorías, que, con el mejor cri- 
terio y el mejor ánimo constructivo, han llevado a mi 
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Grupo a pedir a esta Cámara que reconsidere, que pa- 
re, que haga un alto en el camino, que revise lo que hay 
que revisar, que negocie con los agentes sociales y que 
intente evitar un disparate más en el sistema tributario. 

En segundo lugar, esta moción pretende compensar 
a los ayuntamientos, por lo que este aplazamiento su- 
pondría, con unas medidas que figuran en el punto 2 
de la moción. Y, en tercer lugar, con carácter más ge- 
nérico, mi Grupo quiere que nos vayamos aproximan- 
do todos juntos a esa distribución idílica del gasto 
público que reserva el 50 por ciento para la Adminis- 
tración o el Gobierno central, el 25 por ciento para las 
comunidades autónomas, y el 25 por ciento de los ayun- 
tamientos. Esta parada, este alto en el camino serviría 
también para ir, con la financiación de las comunida- 
des autónomas y la financiación de las corporaciones 
locales, estructurando un sistema más lógico, más ra- 
cional, más seguro y, por tanto, más duradero. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor García- 
Margallo. 

Para fijar la posición de su Grupo y defender las en- 
miendas presentadas a esta moción, por el Grupo de 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la pa- 
labra el señor Baltasar. 

El señor BALTASAR ALBESA: Señor Presidente, se- 
ñorías, creo que, utilizando las palabras del digno Di- 
putado que me ha precedido en el uso de la palabra, 
también pueden parecer surrealistas las enmiendas que 
presento en nombre de mi Grupo. ¿Por qué? Porque real- 
mente son enmiendas que, aun partiendo de la proble- 
mática y de la preocupación existente en el Grupo 
interpelante, lo que está claro es que van en un sentido 
diametralmente distinto al que nos plantea el Grupo 
Popular. 

Nosotros entendemos que en estos momentos, cuan- 
do se debate el Impuesto sobre Actividades Económi- 
cas, estamos asistiendo a algo mucho más importante 
y mucho más grave que se ha producido a lo largo de 
los últimos tiempos: se está produciendo la quiebra del 
sistema de financiación para las haciendas locales, que 
fue definido por Ley de diciembre de 1988 y que entró 
en vigor en 1989. Tres de sus elementos esenciales es- 
tán, prácticamente, en el límite. Por un lado, la famosa 
discordancia, disonancia, divergencia con el Ministerio 
de Hacienda con respecto a los cálculos de participa- 
ciones en los Presupuestos Generales del Estado para 
el año 1990 y, presumiblemente, para el año 1991. 

En segundo lugar, el aplazamiento «sine die» de los 
efectos, entre comillas, ubenefactoresx que tenía que su- 
poner el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, paralizado 
a través de lo que sería en aquellos momentos la dero- 
gación, la paralización, la no puesta en marcha de los 
nuevos valores catastrales; y ahora, en estos momen- 
tos, nos encontramos con un Impuesto sobre Activida- 
des Económicas, que debía haber entrado en vigor hace 

m año, que posteriormente se aplazó, y que hoy nos en- 
:entramos con una enorme expectación social y eco- 
iómica en torno al mismo, indudablemente con unas 
Zaracterísticas muy diversas según los sectores que en- 
:arne. En todo caso, quien paga el pato una vez más son 
los poderes locales; son los ayuntamientos, son las ad- 
ninistraciones locales en nuestro país. Creo que a este 
Legislativo le corresponde tratar de, como mínimo, pa- 
liar esa situación grave en la que se encuentra hoy el 
:onjunto de los modelos establecidos. Y ahí es donde 
v a n  las enmiendas de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya. 

La primera de ellas supone, evidentemente, plantear 
$1 que no se aplace la aplicación del Impuesto, pero que 
jí existe en todo caso un índice corrector para las tari- 
fas mínimas que son las que establece el Ministerio de 
Hacienda, entre otras cosas para que quede claro que 
no se pretende penalizar la posibilidad de fiscalidad 
que emana a cada una de las corporaciones locales, si- 
no al agente que ha provocado, en este caso el Ministe- 
rio de Hacienda, esta situación de semicaos indudable 
rn el cual nos estamos moviendo. 

Nuestro Grupo plantea un coeficiente corrector, apli- 
zable para el año 1992, y en paralelo llevar a cabo una 
revisión de todas esas tarifas mínimas que son las que 
están creando ese enorme embrollo pactado con el con- 
junto de los agentes políticos, sociales, económicos, y 
especialmente con los poderes locales que son quienes 
deben administrar el Impuesto. 

En segundo lugar, nuestro Grupo, coherente con el 
hecho de que considera que es necesaria la aplicación 
con este coeficiente corrector para 1992, es congruen- 
te en este sentido con cualquier otra enmienda que pro- 
pugne que sea ya en este año próximo fiscal en el que 
esto suponga ya unos ingresos para las corporaciones 
locales. Evidentemente, está de acuerdo en uno de los 
apartado fundamentales de la moción que plantea el 
Grupo Popular, y que fue objeto del apoyo de todos los 
Grupos de la Cámara, excepto el Grupo Socialista, cuan- 
do fue planteado por nuestro Grupo y que hacía refe- 
rencia a lo que es la liquidación de los Presupuestos 
Generales del Estado, con relación a las Haciendas Lo- 
cales para el ejercicio 1990. En todo caso, nuestro Gru- 
po intenta precisarlo un poco más porque creemos que 
la fórmula con la que ha sido planteada por parte del 
Grupo Popular podría introducir un mecanismo de con- 
fusión que, en definitiva, lo que favoreciera no es al in- 
terés, que estoy seguro que también tiene el Grupo 
proponente, sino en todo caso a una ambigüedad que 
creo que era caldo de cultivo propicio para lo que nos 
decía, en el momento de la interpelación, el señor Mi- 
nistro de Hacienda. 

Por otro lado, lo que está claro es que cuando se im- 
planta un nuevo Impuesto hay que articularlo con el 
conjunto de lo que es el sistema impositivo del Estado. 
En la interpelación oíamos al señor Ministro decir que 
él pedía la correspondabilidad de las administraciones. 
Está claro. La corresponsabilidad de las administracio- 
nes debe darse en todo, y debe darse también en lo que 
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son los efectos maléficos, benéficos o, como mínimo, 
ambiguos que tiene la aplicación de impuestos. 

Por tanto, la enmienda de nuestro Grupo lo que pre- 
tende es articular aquel mecanismo que permita, ate- 
nuando sobre otras figuras impositivas como es el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, o el 
Impuesto sobre Sociedades, el impacto que pueda su- 
poner la implantación del Impuesto sobre Actividades 
Económicas. En definitiva, yo creo que hoy se podrá in- 
tentar dar un carpetazo a este debate. Estoy seguro de 
que se le intentará dar partiendo de unas mayorías exis- 
tentes, pero yo creo que no nos debemos equivocar. Con 
la votación que hoy se va a producir aquí -en nuestro 
Grupo podemos tener difíciles coincidencias tanto con 
el Grupo proponente como con el Grupo socialista- 
estamos absolutamente convencidos de que hoy no nos 
equivocaríamos si creyéramos que después de este de- 
bate, después de la votación de la moción, y si hubiera 
lugar a las correspondientes enmiendas que fuesen 
aceptadas por el Grupo proponente, acabaríamos con 
un debate que, insisto, creo que sólo se ha iniciado. Só- 
lo se ha iniciado porque, entre otyas cosas, es evidente 
que el Impuesto sobre Actividades Económicas, con to- 
dos sus problemas y con todas sus imperfecciones, es 
algo que, indudablemente, ha de ser objeto de atención 
de la actividad del Gobierno, por tanto de la actividad 
de los grupos parlamentarios y también de la actividad 
del conjunto de las haciendas locales. 

En segundo lugar, y esto es lo fundamental, no pue- 
de entenderse ningún papel de este impuesto, si no se 
incardina en algo mucho más profundo y en algo que 
en estos momentos creo que, mediante unas fórmulas 
u otras, debe plantearse esta Cámra como algo priori- 
tario y urgente, cual es el debate sobre la financiación 
del conjunto de las haciendas locales. 

Por tanto hoy, apretando más o menos la carpeta, se 
resolverá un tipo de opción respecto al Impuesto de Ac- 
tividades Económicas; pero que nadie se equivoque, 
dentro de bien pocas semanas y de pocos meses, segui- 
remos discutiendo, no sólo sobre el IAE, sino, segura- 
mente, sobre el conjunto de impuestos y sobre el 
conjunto de fuentes que caracterizan los recursos de 
las haciendas locales, porque esta es una de las asig- 
naturas pendientes fundamentales que tiene nuestro 
país. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Baltasar. 
Por el Grupo del CDS tiene la palabra el señor 

Rebollo. 

El señor REBOLLO ALVAREZAMANDI: Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, este «desgracido» -entre comillas-, Im- 
puesto de Actividades Económicas es un impuesto que 
quieren los ayuntamientos y lo han dicho claramente 
en la reunión que ha tenido recientemente la Federa- 
ción, y es un impuesto que temen los sujetos pasivos. 
Por tanto, las enmiendas que ha presentado nuestro gru- 

po parlamentario a la moción del Grupo Parlamenta- 
rio Popular, pretenden seguir una línea que respete la 
existencia del Impuesto de Actividades Económicas, pe- 
ro que mejore ese impuesto de tal manera que, aunque 
sea difícil, se acerque a ese deseo, frustrado en repeti- 
das ocasiones, de conseguir un impuesto que se ajuste 
a la capacidad económica de quienes tienen que pagar 
y que, además, sirva de eficaz instrumento de financia- 
ción de los ayuntamientos. 

Decía el otro día, a propósito de la interpelación que 
esta postura del Grupo Parlamentario del CDS no era 
más que la repetición y la consecuencia de la postura 
mantenida cuando se debatió en esta Cámara la Ley de 
haciendas locales, en diciembre de 1988, y también 
cuando se debatió en esta Cámara el decreto legislati- 
vo por el que se prorrogó la entrada en vigor de este 
impuesto. 

Dentro de la legitimidad que da esa coherencia y el 
deseo de que este impuesto hubiera caminado por unos 
senderos completamente distintos, lo que pretendemos 
en estos momentos, abocados ya a la fecha inmediata 
de su entrada en vigor, es que se incorporen a la nor- 
mativa que lo rige un conjunto de medidas que, mante- 
niendo el impuesto vivo, no obstante, consigan mejorar 
los aspectos más negativos del mismo. 

La primera de esas medidas que propugnamos es es- 
tablecer la regla de que la cuota final del impuesto nun- 
ca podrá superar, como máximo, el doble de la que le 
correspondería satisfacer al sujeto pasivo, según las 
normas actualmente en vigor. Señorías, esto puede pa- 
recer extraño, pero, si se hacen cálculos, y por las razo- 
nes que enseguida diré, en muchos casos se puede llegar 
a multiplicar por cuatro, es decir un 400 por ciento, el 
impuesto satisfecho por los sujetos pasivos o la suma 
de impuestos satisfechos por los sujetos pasivos hasta 
ahora, por los conceptos impositivos de cuota de Licen- 
cia Fiscal, Impuesto de Radicación, gastos suntuarios 
y publicidad. 

Pretendemos que, por lo menos, se establezca el to- 
pe en el doble y no es que nos guste que se pague el 
doble, porque muchas veces eso puede no ser justo, pe- 
ro debido, por otra parte, a la consideración de cómo 
están establecidos en estos momentos, con la normati- 
va hoy vigente todavía, los impuestos impositivos, nos 
parece que es un tope que se puede admitir, siempre 
que sea con carácter máximo. 

También reconocer a los ayuntamientos la facultad 
de poder elevar o reducir con carácter general los coe- 
ficientes e índices que apliquen en sus respectivos mu- 
nicipios, porque, señorías, los municipios entienden 
que, con la normativa que se pretende aplicar, tienen 
posibilidad de reducir los coeficientes e índices pero 
no de elevarlos, y ¿qué está pasando? Que los ayunta- 
mientos están aprobando el tope máximo de los índi- 
ces y coeficientes porque saben que tendrán tiempo de 
reducirlos pero no de elevarlos, y entonces, ante esta 
situación se puede dar la paradoja de que, acometido 
el paso impopular de establecer en el tope máximo los 
coeficientes y los índices, luego no sean capaces de de- 
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sandar el camino emprendido y al final el que pague 
el pato, en definitiva, sea el sujeto pasivo. 

Luego aumentar las competencias de los ayuntamien- 
tos en la gestión del impuesto y en concreto reconocer- 
les la facultad de resolver los recursos que puedan 
interponer los sujetos pasivos. Parece que esto no de- 
be ser competencia del centro de gestión catastral. 
Cuando hablamos, y se nos llena tanto la boca, de auto- 
nomía municipal, lo lógico es que los ayuntamientos 
que están más cerca de la realidad que sufre, o padece, 
tiene, o disfruta el sujeto pasivo, sean quienes puedan 
dirimir los recursos que éste pueda plantear. 

Recoger como posible elemento moficador a la baja 
la antigüedad de las instalaciones con que cuenten los 
locales y establecimientos donde se presten las activi- 
dades mercantiles, porque, señorías -y estoy 
terminando-, no basta con que se diga que, en virtud 
de lo que disponía el Impuesto de Radicación y, siguien- 
do su estela, el Impuesto sobre Actividades Económi- 
cas tenga como módulo el lugar o la situación de los 
locales de negocio. Hay muchas otras circunstancias a 
tener en cuenta: locales antiguos con instalaciones muy 
deficientes, normalmente regidas por personas ya de 
edad avanzada que por la rutina o la inercia permane- 
cen en esa localidad, o en esa situación dentro de la geo- 
grafía urbana. Pues bien, que eso se tenga en cuenta 
también: la antigüedad de las instalaciones con que 
cuenten los locales y establecimientos. 

Los puntos dos y tres son prácticamente repetición 
del punto tercero de la propuesta del Grupo Parlamen- 
tario Popular. Lo que se pretende es la revisión del mo- 
delo actual de financiación de las administraciones 
locales con la finalidad de conseguir la implantación 
efectiva del principio constitucional de la suficiencia 
financiera de las mismas y transferir a las corporacio- 
nes locales con carácter urgente las cantidades que la 
Administración Central les adeude porque no parece 1ó- 
gico que, por una parte, se predique lo que se predica 
en esta Cámara a propósito de la suficiencia munici- 
pal y, por otra, no se dé trigo, y en este caso el trigo 
es pagar las deudas que la Administración central tie- 
ne contraídas con la Administración local. 

Muchas gracias, señorías. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Rebollo. 
¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto tiene la palabra el señor Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA: Señor Presidente, 
señorías, Unión Valenciana al fijar su posición sobre 
la moción del Grupo Popular, consecuencia de su in- 
terpelación urgente, sobre las medidas de política ge- 
neral que adoptará el Gobierno con relación al 
Impuesto de Actividades Económicas y su entrada en 
vigor, quiere hacer las siguientes puntualizaciones. 

Primero, exponer nuestra preocupación por la pre- 
cipitada implantación e inminente entrada en vigor del 
impuesto. 

Segundo, este impuesto creado por el Gobierno y re- 
cogido en la Ley 3911988, de 28 de diciembre, regulado- 
ra de haciendas locales y que sustituye, entre otros, a 
la licencia fiscal, radicación y publicidad, presenta la 
característica, según nuestro criterio, de ser fuertemen- 
te recaudador. 

Tercero, en general, y por el período pre y post- 
electoral del año 1991 en el ámbito municipal, ha falta- 
do a los contribuyentes la necearia y tantas veces pro- 
metida información. 

Cuarto, la posibilidad de incrementar las cuotas mí- 
nimas fijadas por el Decreto legislativo 1175/90, median- 
te un coeficiente máximo permitido de 2, establece 
agravios comparativos, según los criterios de cada ayun- 
tamiento. 

Quinto, la potestad antes citada, ampliada con la de 
establecer una escala de índices según la categoría de 
la calle en que está enclavada la actividad y la facultad 
de las diputaciones de recargar hasta el 40 por ciento 
la cuota mínima, lleva consigo un fuerte aumento de 
la presión fiscal. El agravio comparativo de los peque- 
ños comercios, tiendas de barrio, mercados, etcétera, 
respecto a las grandes superficies comerciales, que al 
estar en el extrarradio pueden disponer de un índice 
hasta cuatro veces menor que el de un pequeño comer- 
cio situado en el centro de la ciudad, lo convierten en 
un impuesto injusto. 

Sexto. Presenta también el grave inconveniente de que 
el hecho imponible, según reza el artículo 86 de la Ley 
Reguladora de Haciendas Locales, consiste en el mero 
ejercicio de las actividades profesionales, empresaria- 
les o artísticas, con independencia de los resultados ob- 
tenidos. 

Séptimo. Dificultará la recuperación económica de 
los centros históricos, debido a que, en general, las ca- 
lles de estos centros históricos ostentan una elevada ca- 
tegoría en el callejero de cada municipio. 

Por todo ello, apoyamos el punto primero de la mo- 
ción de aplazamiento del impuesto hasta el 1 de enero 
de 1993 y medidas en consonancia con nuestro crite- 
rio de proceder, en 1992 a un estudio en profundidad 
de todas las consecuencias negativas de la implantación 
del IAE, incluida la revisión de los callejeros munici- 
pales; así como un aumento de la información del im- 
puesto a los contribuyentes. 

Asimismo, señorías, apoyamos el contenido de los 
puntos segundo y tercero, significando la importancia 
de este último, porque ese es el verdadero problema que 
subyace con este y otros impuestos aprobados por el 
Gobierno, esa es la asignatura pendiente del Gobierno 
y del PSOE, por su mala cabeza, por el incumplimien- 
to de sus promesas anteriores a 1982: la adecuada fi- 
nanciación de las corporaciones locales. (Rumores.) 

Por supuesto, también damos nuestro apoyo al apar- 
tado que dice textualmente: U El Gobierno procederá 
con carácter inmediato a transferir a las Corporacio- 
nes Locales las cantidades pendientes de pago». Yo me 
pregunto, señores del Grupo Socialista, que apoya al Go- 
bierno, ¿dónde están aquellos ímpetus, aquellos entu- 



- 7660 - 
CONGRESO 10 DE DICIEMBRE DE 1991.-Nú~. 152 

siasmos autonomistas anteriores a 1982, en los que us- 
tedes prometían una financiación adecuada de las cor- 
poraciones locales? ¿Dónde está aquel reparto y aquella 
participación? ¿A base de crear nuevos impuestos y gra- 
var más a los ciudadanos? 

Por todo ello, señorías, como no estamos de acuerdo 
con esa política, como no estamos de acuerdo con este 
impuesto, y creemos que hay que perfeccionar su apli- 
cación, apoyamos sin reservas la moción del Grupo 
Popular. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Oliver. 
Por el Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra el señor 

Ansotegui. 

El señor ANSOTEGUI ARANGUREN: Gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, intervengo para fijar la posición del Gru- 
po Parlamentario Vasco (PNV) en relación con la mo- 
ción consecuencia de la interpelación del Grupo 
Parlamentario Popular sobre medidas de política gene- 
ral que adoptará el Gobierno en relación al Impuesto 
sobre Actividades Económicas y su entrada en vigor. 
Adelanto que este Grupo Parlamentario no apoyará es- 
ta moción. 

Cuando en la Comisión de Economía, Comercio y Ha- 
cienda se debatió lo que entonces era el proyecto de ley 
reguladora de las haciendas locales, en noviembre de 
1988, el portavoz en esa Comisión del Grupo Vasco ma- 
nifestó que con carácter general el proyecto de ley era 
respetuoso con las competencias autonómicas, por lo 
menos, en lo referente a las Comunidades Autónomas 
del País Vasco y de Navarra. Precisamente me referiré 
brevemente a la próxima entrada en vigor del Impues- 
to sobre Actividades Económicas en el País Vasco. 

En virtud del artículo 42 del Concierto Económico, 
como SS.  S S .  conocen, este impuesto constituye un tri- 
buto concertado, de normativa autónoma, sin más li- 
mitación que la que se deriva de la obligación de utilizar 
la misma clasificación de actividades económicas que 
en territorio común, sin perjuicio del mayor desglose 
que puedan llevar a cabo las instituciones competen- 
tes de los territorios históricos. 

Con posterioridad a la aprobación de la Ley 3911988, 
de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas loca- 
les, las Juntas Generales, es decir, los Parlamentos de 
Alava, Vizcaya y Guipúzcoa aprobaron su respectiva 
norma foral del Impuesto sobre Actividades Económi- 
cas en 1988, que son similares entre sí y no se diferen- 
cian sustancialmente de la normativa común. 

Por otra parte, las administraciones tributarias de 
Alava, Vizcaya y Guipúzcoa desarrollaron la citada nor- 
mativa foral del mismo tenor que la administración tri- 
butaria central, de tal manera que al Real Decreto 
legislativo 1175, de 28 de septiembre de 1990, por el que 
se aprueban las tarifas y la distribución del Impuesto 
sobre Actividades Económicas, se corresponde con los 
decretos de las Diputaciones forales aprobados en 1991. 

Pues bien, tras la aprobación de las normas forales las 
administraciones tributarias de Alava, Vizcaya y Gui- 
púzcoa, en colaboración con los ayuntamientos, han ido 
recabando y ordenando los datos necesarios para la co- 
rrecta elaboración de la matrícula del impuesto, de for- 
ma que la misma pueda estar dispuesta al tiempo de 
entrada en vigor del nuevo tributo. 

Se ha procurado recopilar información de forma que 
los contribuyentes reciban en su domicilio los datos 
identificativos de su alta en la matrícula, sin necesidad 
de obligarles a una expresa declaración con compare- 
cencia en las oficinas tributarias. Con ello puede de- 
cirse que técnicamente todo está dispuesto para iniciar, 
sin más complicaciones que las inherentes a toda re- 
forma tributaria, la exacción del Impuesto sobre Acti- 
vidades Económicas. 

Las Haciendas Forales han estado realizando un gran 
esfuerzo de adaptar a su peculiar régimen financiero 
la normativa común del impuesto, en actualizar y rees- 
tructurar censos de actividades económicas y profesio- 
nales, y en la formación del personal durante los 
últimos años para poder aplicar este impuesto con la 
eficacia recaudatoria, que tanto necesitan nuestros mu- 
nicipios. 

Asimismo, a través del órgano de coordinación tribu- 
taria, las diputaciones forales y el Gobierno Vasco han 
mantenido diversas reuniones informativas con la con- 
federación de Empresarios, Confebask, y la Asociación 
de Municipios Vascos, Eudel. Estas reuniones han ser- 
vido para alcanzar un grado elevado de consenso de ca- 
ra a la implantación del impuesto en el País Vasco. Por 
tanto, demorar un año más la entrada en vigor de la 
nueva norma no sería sino demorar una decisión que 
se plantea como absolutamente necesaria para cumplir 
con el precepto constitucional de garantía de autono- 
mía financiera municipal, sin que se encuentren argu- 
mentos que prevean en 1993 una implantación del 
nuevo tributo menos difícil que la prevista para 1992, 
por lo que a los efectos derivados para el contribuyen- 
te se refiere. 

Por todo lo anterior, el Grupo Vasco votará en con- 
tra de la moción presentada por el Grupo Popular. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Ansotegui. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 

palabra el señor Carrera. 

El señor CARRERA 1 COMES: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, intervengo con cierta bre- 
vedad, porque creo que a las once menos diez de la 
noche el horario tampoco da para más; pero, sin duda, 
la moción presentada por el Grupo Popular tiene sufi- 
ciente importancia para que, por lo menos, aunque sea 
con brevedad, fijemos la posición de nuestro grupo par- 
lamentario. 

En realidad ya en la intervención en relación con la 
interpelación urgente planteada la semana pasada avan- 
cé cuál sería nuestra posición al respecto y hoy, en es- 
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te trámite, la reafirmo. Vamos a votar a favor de la mo- 
ción presentada por el Grupo Parlamentario Popular. 

El punto primero de la moción trata de demorar la 
entrada en vigor del Impuesto sobre Actividades Eco- 
nómicas a enero de 1993, revisando las tarifas, los coe- 
ficientes y las variables. Totalmente de acuerdo. 

¿En base a qué nuestra posición va a ser favorable 
en esta caso a este punto primero? Porque es un impues- 
to que representa un fuerte incremento fiscal y no sólo 
esto, sino que es un elemento de un carácter mucho más 
recaudatorio respecto a los anteriores impuestos que 
sustituye y perjudica mucho más -totalmente de 
acuerdo, señor García-Margallo- a las actividades eco- 
nómicas modestas en favor de los más potentes. 

Finalmente, otra consideración importante, a nues- 
tro entender casi decisiva. Para su aplicación efectiva 
deberá esperarse a la publicación de las listas, censo, 
reclamaciones y exposiciones públicas. Lo que quiere 
decir que, sin duda, como mínimo hasta el último tri- 
mestre de 1992, los ayuntamientos no tendrán idea ni 
posibilidad de saber realmente dónde están. 

Decía en la interpelación y lo repito ahora que la apli- 
cación de este impuesto ahora no beneficia absoluta- 
mente a nadie. Creemos que hay que dar tiempo para 
un análisis mucho más exhaustivo, en profundidad, y 
con todos los datos encima de la mesa, incluso, por 
ejemplo, para intentar, entre otras cosas, bajar los ti- 
pos del 2 al 1,6 por ciento; del 1,4 al 1,2 por ciento; no 
sobrepasar el 20 por ciento del incremento en el con- 
junto de la recaudación; proceder a la aplicación gra- 
dual; que queden exentas las ganaderías independien- 
tes, digo, por ejemplo, entre otras cuestiones que pu- 
dieran plantearse. 

Por lo que se refiere al punto segundo, adoptar las 
medidas necesarias para garantizar a las corporacio- 
nes locales durante 1992 los recursos que venían per- 
cibiendo, sin discusión alguna. Yo diría: imprescindible, 
correcto; por tanto, sin objeciones de ningún tipo al con- 
tenido de este segundo punto. 

En cuanto al tercer punto de la moción presentada, 
revisar las participaciones de las corporaciones loca- 
les en los ingresos del Estado y, finalmente, que se pro- 
ceda con carácter urgente e inmediato a transferir a las 
corporaciones locales las cantidades pendientes de pa- 
go, sólo un apunte a este párrafo final: lastimoso. N o  
hay argumento posible, ni uno, que justifique el retra- 
so inaceptable en la transferencia de las cantidades pen- 
dientes. Si los ingresos de las corporaciones locales no 
son prioritarios, permítanme, señoras y señores Dipu- 
tados, que haga uso de la expresión popular que dice: 
¡Apaga y vámonos! y vistos los resultados, parece que 
éste va a ser el único camino a seguir. 

En el resto del contenido del punto tercero radica el 
problema de fondo: los ayuntamientos necesitan cada 
vez más y con mayor urgencia, poder cubrir mínima- 
mente los servicios e infraestructuras de sus munici- 
pios. Falta dinero; pero yo decía y repito que, sobre todo, 
falta voluntad del Gobierno para canalizar más recur- 
sos. La solución no es, ni mucho menos, el incremento 

de la presión fiscal, aunque ésa sea la política del Go- 
bierno, entre otros casos, cuando se trata de la finan- 
ciación de las corporaciones locales. 

Por tanto daremos nuestro voto favorable a la moción 
presentada por el Grupo Parlamentario Popular sobre 
medidas de política general que adoptará el Gobierno 
en relación al Impuesto sobre Actividades Económicas 
y su entrada en vigor. 

Nada más. Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Carrera. 
Por el Grupo Socialista tiene la palabra la señora De 

Juan. 

La señora JUAN MILLET Señor Presidente, señorías, 
la postura del Grupo Parlamentario Socialista es, co- 
mo todos ustedes pueden suponer, contraria a la apro- 
bación de la moción del Grupo Popular. 

Son muchas las razones que tenemos para oponer- 
nos. Para nosotros la primera es la coherencia con nues- 
tros propios actos, que es precisamente de lo que carece 
el Grupo proponente de la moción. 

Ya en el debate de la interpelación el señor Rajoy hi- 
zo acopio de las más dispares cuestiones para argumen- 
tar su postura. El señor García-Margallo las ha recogido 
hoy en la defensa de la moción y, además, las ha califi- 
cado de perversas. Nosotros pensamos que tanto enton- 
ces como ahora, su postura era la de que todo vale con 
tal de añadir confusión al tema. Precisamente ahora es 
cuando deberíamos colaborar todos en una correcta in- 
formación y puesta en marcha del Impuesto de Activi- 
dades Económicas. Ustedes piden que todo, 
absolutamente todo, se revise y que nada de lo hecho 
hasta ahora valga. 

Las leyes están, en primer lugar, para cumplirlas. Fla- 
co favor hacemos todos llamando a la insumisión, co- 
mo hace desde algunas tribunas. Modificar la ley, 
señorías, es posible, desde luego, pero en esta Cámara 
hemos tenido una ocasión de oro que ustedes, el Gru- 
po proponente, despreció: la convalidación del Real De- 
creto legislativo 1175, de 28 de septiembre de 1990, por 
el que se aprobaron las tarifas y muy especialmente la 
tramitación, como proyecto de ley, del Real Decreto-ley 
4/1990, de la misma fecha, por el cual se prorrogaba un 
afio más la entrada en vigor del Impuesto de Activida- 
des Económicas. Ustedes entonces se limitaron a pre- 
sentar tres meras enmiendas técnicas. 

Nuestro grupo desde luego no está cerrado a plan- 
tearse cuantas adecuaciones sean necesarias para do- 
tar a los ayuntamientos de un impuesto moderno sobre 
las actividades económicas que se desarrollan en su tér- 
mino municipal; pero hay que advertir que estamos an- 
te un impuesto de competencia y gestión totalmente 
municipal y ha sido precisamente el Grupo parlamen- 
tario Socialista el que eliminó la inclusión en este Im- 
puesto de Actividades Económicas de las actividades 
agrícolas, ganaderas y forestales en el trámite de de- 
bate de dicho impuesto. Mi grupo redujo el índice mí- 
nimo de situación del 1 al 0,5 y muy recientemente en 
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el debate presupuestario hemos introducido una en- 
mienda, para evitar posibles desentendimientos de las 
potestades municipales, para hacer automática la apli- 
cación del índice 0,5 a los ayuntamientos que no tenían 
antes Impuesto de Radicación y el índice 1 para los que 
lo tenían. 

¿Cuál es la realidad, señorías? Que efectivamente te- 
nemos un abanico impositivo muy amplio como potes- 
tad de los ayuntamientos. Esta es la realidad. ¿Y qué 
dicen ustedes ante esta realidad? ¿Desconfían, acaso, 
de los responsables municipales, que son los que piden 
el aplazamiento del Impuesto? 20 desconfía el PP tam- 
bién de sus propios alcaldes que votaron contra la pro- 
puesta de aplazamiento? No se puede estar diciendo y 
haciendo cosas diferentes según les convenga, señorías. 

Decir en campaña electoral que bajarán los impues- 
tos y subirlos después y, además, para hacerlo buscar, 
y echar las culpas al Gobierno central. Eso es lo que 
ustedes hacen, señorías, todos los días. Cuando eso ca- 
da ayuntamiento ... (Rumores y protestas en los bancos 
del Grupo Popular.) Cada ayuntamiento ... 

El señor PRESIDENTE: i Silencio! señorías. (Rumo- 
res y protestas en los bancos del Grupo Popular. Aplau- 
sos en los bancos del Grupo Socialista.) ¡Silencio! 
señorías: silencio. 

La señora JUAN MILLET Señorías, cada ayunta- 
miento con el juego de coeficientes e índices es el que 
distribuye definitivamente la carga fiscal de este im- 
puesto. Esa es la realidad. Las cuotas mínimas de las 
tarifas del impuesto por sí mismas no suponen mayor 
presión fiscal y así ha sido reconocido por escrito en 
el trámite de confección de las tarifas, tanto por los 
ayuntamientos como por la CEOE, como por las Cáma- 
ras de Comercio. Que se produzcan redistribuciones in- 
ternas dentro de las tarifas es lógico, señorías, puesto 
que hay un proceso de racionalización, que es ajustar- 
las a la clasificación de actividades económicas y, evi- 
dentemente hay actividades que caen en la obsolencia 
y otras que tienen mayor pujanza de la que tenían an- 
tes. Las tarifas, señorías, estaban listas, publicadas en 
el «Boletín Oficial del Estadon y conocidas por todos 
un año y tres meses antes de la entrada en vigor del Im- 
puesto. Es más, el Ministerio de Hacienda, la Dirección 
General de Coordinación de las Haciendas Territoria- 
les, tenía a disposición de los ayuntamientos las simu- 
laciones de recaudación para que dichos 
ayuntamientos, en uso de su competencia, pudieran ha- 
cer los cálculos pertinentes. 

Ahora que estamos en plena campaña de información 
al ciudadano y que se ha abierto el período de altas, 
es muy preocupante que el Grupo Parlamentario Popu- 
lar, descofiando de sus propios alcaldes, les diga a los 
contribuyentes que con una moción les va a salvar su 
responsabilidad. No, señores del Grupo Popular; no, se- 
ñores de Convergencia i Unió y de Unión Valenciana, 
que se han subido al carro de esta moción (Rumores.) 

Está en sus manos y en nuestras propias manos, en los 
ayuntamientos y en las diputaciones, hacer que la pues- 
ta en marcha de este Impuesto se haga de una manera 
prudente y escrupulosa, y sobre todo no hay que desin- 
formar a la opinión pública. Cuando se hacen cálculos 
y se dan ejemplos, como en el pasado debate de la in- 
terpelación, hay que comparar cifras homogéneas, hay 
que comparar la antigua licencia fiscal con su recargo 
municipal (que llegaba al cien por cien), con su recar- 
go provincial y con su Impuesto de Radicación, que 
existía, y no hacer comparaciónes que no lo incluyen, 
porque siempre les dará, con mucha facilidad, menor 
cuantía -tengo cantidad de ejemplos aquí que les po- 
dría sacar-, ya que el valor medio del metro cuadrado 
en comparación con el valor medio del Impuesto de Ra- 
dicación anterior es inferior al que había antes. 

Digan también que las actividades en que ahora se 
cuentan los metros cuadrados y antes no tenían Impues- 
tos de Radicación tienen un período transitorio, y que 
en el próximo año tendrán un 80 por ciento de reduc- 
ción de elementos de superficie. Digan también que los 
mercados -se ha utilizado aquí demagógicamente y es 
todo lo contrario- con menos de 50 metros cuadrados 
pagarán el 50 por ciento de la cuota. Dejen de desin- 
formar, digan que el recargo provincial es sobre la cuota 
mínima, no sobre la cuota incrementada por los ayun- 
tamientos. Informar y no desinformar, repito. Asuman 
sus responsabilidades y dialoguen con los agentes eco- 
nómicos para hacer unos buenos callejeros y una bue- 
na aplicación de este Impuesto. 

Finalmente, no quiero obviar el último punto de la 
moción, ya que una cosa es lo que decía por escrito di- 
cha moción y otra muy distinta lo que ha defendido el 
interpelante. Este es un tema ajeno a la propia interpe- 
lación, que sí es cierto que fue objeto de debate aquí 
por una interpelación del Grupo de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, que nuestro Grupo presentó 
entonces una enmienda a esa moción y a ella me remi- 
to. En esta enmienda decíamos muy claramente cuál 
es nuestra postura. Estamos a favor de un rápido pago 
de las deudas pendientes; estamos a favor del diálogo, 
y ya entonces hicimos un llamamiento al mismo. Y es- 
tamos, señorías, por la suficiencia económica y la co- 
rresponsabilidad fiscal de todas las Administraciones. 

Nada más. (Aplausos en los bancos del Grupo Socia- 
lista. Protestas en los bancos del Grupo Popular.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora De Juan. 
A efectos de expresar la aceptación o rechazo de las 

enmiendas, tiene la palabra el señor García-Margallo. 

El señor GARCIA-MARGALUI Y MARFIL: Señor Pre- 
sidente, como yo no engaño ni a la Presidencia ni a la 
Cámara, antes de aceptar las enmiendas quiero decir 
que he sido contradicho en todos mis argumentos (Ru- 
mores.), y quisiera consumir. .. (Fuertes rumores y pro- 
testas.) Si ustedes ni siquiera entienden que he sido 
contradicho ... 
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El señor PRESIDENTE: Señorías, ruego guarden si- 
lencio. Señor García-Margallo, tiene la palabra en tur- 
no de réplica. 

El señor GARCIA-MARGALLO Y MARFIL: Muchas 
gracias, señor Presidente. 

La señora portavoz empieza por decir que mi Grupo 
incurre en incoherencia porque no se opuso a este Im- 
puesto cuando el momento era oportuno. Recuerdo que 
mi Grupo hizo todo lo que puede hacer un grupo de opo- 
sición, que es presentar una enmienda a la totalidad 
y presentar un recurso ante el Tribunal Constitucional. 
Entonces era el momento de oponerse a este Impues- 
to, cuando fue creado, y eso es lo que hicimos. (Un se- 
ñor Diputado: ¡Muy bien!) 

En segundo lugar, no es cierto que mi Grupo Parla- 
mentario haya dicho en campaña electoral que quiere 
bajar los impuestos y luego haya dicho, en otros ámbi- 
tos, que quiere subirlos. Llevamos dos años diciendo 
en esta Cámara que la reforma fiscal debía ser contem- 
plada en su totalidad, para que los impuestos que to- 
das las administraciones públicas cobran -el Estado, 
las comunidades autónomas y las corporaciones 
locales- no supusiesen un aumento de la presión fis- 
cal de los ciudadanos. Lo que dije entonces mantenido 
está por mí. (Rumores.) 

En tercer lugar, dije que, de acuerdo por cierto con 
una idea que tenían ustedes cuando estaban en la opo- 
sición, lo que había que hacer, sin subir la presión fis- 
cal, era redistribuir los impuestos entre todas las 
administraciones públicas -repito, Estado, comunida- 
des autónomas y corporaciones locales- hasta llegar 
a ese idílico final de 50 por ciento para la Administra- 
ción central, 25 por ciento para las comunidades autó- 
nomas y 25 por ciento para las corporaciones locales. 
Y lo que su Gobierno ha hecho -y usted lo entederá 
como valenciana- es cerrar el grifo de las transferen- 
cias de recursos que el Estado cobra hacia las corpo- 
raciones locales y decirles que extraigan recursos de 
donde puedan, llevando así la sequía de sus propios po- 
zos. Es decir, negarles las transferencias de los impues- 
tos que mayoritariamente cobra el Estado y obligarles 
a aumentar la presión fiscal, para descargar así la res- 
ponsabilidad que el Gobierno central tiene, que es el 
que mayoritariamente recauda impuestos en este país. 

En cuarto lugar, ustedes no retiran, de momento -y 
digo de momento- este Impuesto, porque la retirada 
del mismo supondría la retirada entera de todo el De- 
partamento del Ministerio de Economía y Hacienda, ya 
que de la famosa ley de Haciendas Locales, si ustedes 
retirasen también el Impuesto sobre Actividades Eco- 
nómicas después de haber tenido que retroceder en el 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles, de aquella famosa 
Ley que nosotros recurrimos -reitero-, sólo les que- 
daría el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecá- 
nica, y con ese bagaje lo que tiene que hacer un 
Departamento es cerrar e irse a casa. (Varios señores 
Diputados: ;Muy bien!). 

Dicho esto, señor Presidente, y en vista de que no he 

abusado de la benevolencia de la Presidencia en el uso 
del tiempo, diré que mi Grupo está dispuesto a acep- 
tar, de la enmienda de Izquierda Unida, el punto que 
se refiere a la enmienda de adición al apartado terce- 
ro, bien entendido quecreo que el Grupo de Izquierda 
Unida, cuando se refiere a la disposición adicional duo- 
décima de la Ley de Haciendas Locales, alude a su re- 
dacción actual, y no a la redacción que el Gobierno 
quiere introducir, con apoyo del Grupo Socialista, en 
la Ley de Presupuestos que estamos discutiendo. Si esa 
fuese la interpretación explícita de Izquierda Unida, que 
yo creclamo, mi Grupo aceptaría esta enmienda. 

En cuanto se refiere a las enmiendas del Grupo del 
CDS, y bien entendido que pasarían a ser enmiendas 
de adición y no de sustitución, en primer lugar, esta- 
ríamos dispuestos a aceptar el punto 1.3, que se refie- 
re al aumento de las competencias. Porque, señor 
Rebollo, jcómo mi Grupo no va a aprobar semejante 
propuesta! En segundo lugar, estaríamos también dis- 
puestos a recoger, como posible elemento de modifica- 
ción a la baja, la antigüedad de las instalaciones, 
elemento lógico que también aceptamos con compla- 
cencia. El punto 2, desarrollar con la Federación Es- 
pañola de Municipios un proceso de remisión del 
modelo actual de financiación, es exactamente lo que 
yo había dicho en mi intervención, que está expresado 
también por el CDS, y no me duelen prendas en reco- 
gerlo también, aunque creo que estaba implícito, repi- 
to, en nuestra moción. Finalmente, el punto 3, transferir 
a las corporaciones locales con carácter urgente las can- 
tidades que la Administración central les adeude, por- 
que, como muy bien ha dicho el representante de 
Minoría Catalana, si el Gobieno escatima a las corpo- 
raciones locales ... 

El señor PRESIDENTE: Señor García-Margallo, no 
abuse. Le he dado la palabra para que expresase la acep- 
tación o rechazo de las enmiendas, no para que argu- 
mentase, a estas alturas del debate, esa aceptación o 
rechazo. 

El señor GARCIA-MARGALLO Y MARFIL: He repro- 
ducido el texto para que la Cámara supiese qué era lo 
que estaba aceptando. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE Señor García-Margallo, jme 
puede concretar qué parte de la enmienda del CDS 
acepta? 

El señor GARCIA-MARGALLO Y MARFIL: El pun- 
to 1.3, señor Presidente; el punto 1.4; el punto 2 y el pun- 
to 3. 

El señor PRESIDENTE: ¿No hay inconveniente en vo- 

El señor GARCIA-MARGALLO Y MARFIL: Exacto. 

tar lo que dice S.  S .  como enmiendas de adición? 

El señor PRESIDENTE: Debo expresarle alguna du- 
da que me sugiere la votación y aprobación del punto 
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3 de la enmienda del CDS, que iría seguramente a con- 
tinuación del punto tercero de la moción de S.  S., y di- 
ce literalmente lo mismo. Es decir, el texto de la moción 
diría dos veces lo mismo. 

El señor GARCIA-MARGALW Y MARFIL Señor Pre- 
sidente, es lo que estaba expresando cuando S.  S .  me 
ha llamado al orden, que decía exactamente lo mismo. 

El señor PRESIDENTE: Señor García-Margallo, le he 
llamado al orden cuando hacía alusión en su turno al 
señor Carrera. Una cosa es aceptar intelectualmente y 
otra cosa es incrustar en el texto de la moción. 

El señor GARCIA-MARGALLO Y MARFIL Con la 
aquiscencia corpórea del representante del CDS, no vo- 
taremos el punto 3. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor García- 
Margallo. (La señora Juan pide la palabra.) 

La señora Juan tiene la palabra. 

La señora JUAN MILLET Gracias, señor Presidente. 
Yo creo que el señor García-Margallo nos ha dado un 

buen ejemplo de mis argumentos. Todo le vale, incluso 
a la hora de sumar a su moción posturas contrapues- 
tas. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE. Silencio, señorías. 

La señora JUAN MILLET Yo sigo defendiendo lo mis- 
mo que decía antes, la coherencia se demuestra andan- 
do. Si tres enmiendas ridículas al proyecto de ley es toda 
la alternativa que dicen que tienen ahora, es decir, to- 
do se tiene que cambiar, tarifas, coeficientes, todo el 
sistema de financiación y nada les vale, que venga Dios 
y lo vea, porque yo no lo veo por ningún lado. 

Después, la realidad es la que es. Ustedes hacen ban- . dera de la presión fiscal como si fuera un mal para es- 
te país, cuando realmente es necesario un incremento 
de esa presión fiscal de manera gradual, para ir dando 
más servicios a los ciudadanos. Ustedes, en campaña, 
han dicho exactamente lo contrario, pero luego han lle- 
gado a Madrid y a Valencia en coalición y han puesto 
unos índices ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Silencio, señorías. 

La señora JUAN MILLEE Decía que han puesto unos 
índices elevados y en absoluto los mínimos, dentro del 
margen que tendrían. 

Sigo reiterando lo que decía antes, ustedes lo que tie- 
nen es una gran desconfianza hacia el poder local y una 
desconfianza especial hacia sus propios alcaldes. (Ru- 
mores.) Solamente catorce de esos alcaldes, en la asam- 
blea de la FEM, votaron lo que ustedes están 
proponiendo aquí en este momento. 

Siguen jugando a la confusión cuando en el tercer 
punto de la moción introducen -y ahora me lo ha 
rebatido- el tema de la participación de los ayunta- 
mientos en los tributos del Estado, diciendo que noso- 
tros estamos racaneando, quitando o reduciendo. Esto 

no es verdad, señorías. Antes había un fondo nacional 
de cooperación y hemos pasado a un sistema muchísi- 
mo mejor, que permite la participación cierta en los in- 
crementos de recaudación de esos tributos del Estado. 
(Rumores.) 

El señor PRESIDENTE Un momento, señora Juan. 
Ruego guarden silencio. (El señor De Torres Gómez 

pronuncia palabras que no se perciben.) 
Señor De Torres, le llamo al orden. 
Continúe, señora Juan. 

La señora JUAN MILLET Esta cantidad no se fija 
anualmente, sino que viene determinada por la ley. 
Efectivamente, ha habido una discrepancia en la inter- 
pretación, y eso lo sabemos todos, pero es muy distin- 
to decir que hay una discrepancia a decir que este año 
no ha habido dinero para los ayuntamientos y que no 
haya aumentado un 18 por ciento. Ustedes están con- 
fundiendo y engañando al personal. 

Nada más, señor Presidente. (Aplausos en los bancos 
del Grupo Socialista. Protestas en los bancos del Gru- 
po Popular.) 

El señor PRESIDENTE: Entiendo que el Grupo de 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya asiente a la 
interpretación que ha hecho en su enmienda el señor 
García-Margallo. (El señor Baltasar Albesa pide la 
palabra.) 

Si es para asentir no es necesario que haga uso de 
la palabra, señor Baltasar. 

El señor BALTASAR ALBESA: Señor Presidente, no 
es para asentir, sino para decir que es tan clara y tan 
explícita la enmienda que no tiene ninguna posibilidad 
de interpretación. Habla de una ley en sus artículos 113 
y 114 y disposición adicional duodécima. Por lo tanto, 
es la Ley vigente de Haciendas Locales, que no creo que 
admita, repito, ninguna interpretación más. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Baltasar. 
Vamos a proceder a la votación. 
Moción del Grupo Popular que se somete a votación 

en los términos resultantes de la aceptación de la en- 
mienda de adición de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya al apartado tercero, y de la adición, asimismo, 
de los apartados 1.3; 1.4, y 2 de la enmienda del CDS. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 215; a favor, 7% en contra, 142; abstencio- 
nes, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la moción. 
El Pleno se reanudará mañana a las cuatro de la 

Se suspende la sesión. 

Eran las once y veinte minutos de la noche. 

tarde. 
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